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Palabras Preliminares

En el número 2 de la Colección Doctrina Judicial, publicado en enero
del presente año, se difunde –en recopilación preparada por José Leo-
nardo Requena Cabello, Rubén Laguna Navas y Luis F. Fernández
Zerpa– la contenida en las decisiones de la Sala Constitucional de
este Tribunal Supremo de Justicia en relación con sus competencias
procesales. Al entregarlo a la comunidad jurídica, señalamos que, con
ella, hacíamos “un compromiso hacia el futuro de continuar esta labor
divulgativa” con miras a “contribuir a hacer efectivo uno de los valores
protegidos por nuestra Ley Fundamental, como es el acceso a la jus-
ticia, a través de subsiguientes publicaciones de la doctrina de la Sala
Constitucional en otras ramas del derecho”.

Como secuela de tal promesa, en esta oportunidad divulgamos el
número 5 de la misma Colección, Ley Orgánica de Amparo sobre
Derechos y Garantías Constitucionales: Exégesis jurispruden-
cial de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia, preparado por José Leonardo Requena Cabello y Luis F.
Fernández Zerpa, donde se presenta sistemáticamente la doctrina
proferida por el órgano colegiado mencionado, sobre la dicha nor-
mativa, en el lapso 2000-2003. De este modo, tal como lo señala el
Introito del Magistrado Doctor José Manuel Delgado Ocando, el



lector podrá percatarse del “desarrollo que la Sala ha impreso a la
jurisdicción constitucional en una de sus garantías específicas, a sa-
ber, la acción de amparo, cuya tutela ocupa gran parte de la tarea
cotidiana del Tribunal  Supremo”.

Esperamos que los profesionales del derecho, y quienes se preparan
para el ejercicio de la abogacía, reciban con beneplácito este nuevo
aporte que, por intermedio de la Fundación Gaceta Forense, este Tribu-
nal Supremo de Justicia pone a su disposición.

Caracas, 9 de julio de 2003

Iván Rincón Urdaneta
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Introito

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, después de ha-
ber publicado su selección de jurisprudencia sobre cuestiones de compe-
tencia, ofrece al foro venezolano una exégesis jurisprudencial de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

El lector notará en este libro el desarrollo que la Sala ha impreso a la
jurisdicción constitucional en una de sus garantías específicas, a saber,
la acción de amparo, cuya tutela ocupa gran parte de la tarea cotidia-
na del Tribunal Supremo.

Si algo debe destacarse en las sentencias escogidas, a través de sus
resúmenes ilustrativos, es el esfuerzo que la Sala ha hecho por perfilar
la jurisdicción constitucional frente a la tutela que otras jurisdicciones,
especialmente la ordinaria y la contencioso-administrativa, ofrecen al
ciudadano, a objeto de proteger sus derechos fundamentales.

Pero este empeño no se ha ejercido en la línea restrictiva de la admi-
sibilidad de la acción de amparo, pues la metodología de la Sala ha
sido tópica y ha sabido actuar, equitativamente, para no cerrar el ac-
ceso a la justicia constitucional por razones de exclusión jurisdiccio-
nal, lo que hubiere enervado la tutela judicial efectiva y, sobre todo, la



protección de la Norma Suprema, en orden a garantizar los derechos
que ella consagra.

La jurisprudencia exegética del texto legal es un tributo, aparte de la
protección constitucional de los derechos ciudadanos, a la tarea emi-
nentemente creadora del juez, que, manteniendo su apego al principio
de división del poder, no esquiva la obligación de integrar el texto legal
cuando se busca hacer efectiva la garantía que los artículos 26 y 27 de
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela prescriben
dentro del Estado Democrático y Social de Derecho y de Justicia.

Creo que esta exposición jurisprudencial de la Ley Orgánica de Ampa-
ro sobre Derechos y Garantías Constitucionales, además de las bonda-
des arriba expuestas, muestra coherencia y sistemacidad, y estoy seguro
de que ella servirá, proficuamente, cuando se aborde el nuevo proyecto
de ley de jurisdicción constitucional que el país espera.

José Manuel Delgado Ocando

1 6 Introito / José Manuel Delgado Ocando
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Título I

Disposiciones Fundamentales

Derecho a ser Amparado por los Tribunales de la República

Artículo 1.- Toda persona natural, habitante de la República, o per-
sona jurídica domiciliada en ésta, podrá solicitar ante los Tribunales
competentes el amparo previsto en el artículo 49 de la Constitución,
para el goce y el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales,
aun de aquellos derechos fundamentales de la persona humana que no
figuren expresamente en la Constitución, con el propósito de que se
restablezca inmediatamente la situación jurídica infringida o la situa-
ción que más se asemeje a ella.

La garantía de la libertad personal que regula el habeas corpus cons-
titucional, se regirá por esta Ley.

Artículo 27 de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela:

“Toda persona tiene derecho a ser amparada por los tribuna-
les en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitu-
cionales, aun de aquellos inherentes a la persona que no figuren
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expresamente en esta Constitución o en los instrumentos in-
ternacionales sobre derechos humanos.

El procedimiento de la acción de amparo constitucional será
oral, público, breve, gratuito y no sujeto a formalidad, y la
autoridad judicial competente tendrá potestad para restable-
cer inmediatamente la situación jurídica infringida o la situa-
ción que más se asemeje a ella. Todo tiempo será hábil y el
tribunal lo tramitará con preferencia a cualquier otro asunto.

La acción de amparo a la libertad o seguridad podrá ser in-
terpuesta por cualquier persona, y el detenido o detenida será
puesto o puesta bajo la custodia del tribunal de manera in-
mediata, sin dilación alguna.

El ejercicio de este derecho no puede ser afectado, en modo
alguno, por la declaración del estado de excepción o de la
restricción de garantías constitucionales”.

1. NATURALEZA JURÍDICA DEL AMPARO
CONSTITUCIONAL

Sentencia: Nº 462, del 06-04-01
Caso: Capitán (GN) Manuel Quevedo Fernández
Ponente: José M. Delgado Ocando

“Ciertamente, debemos convenir en que este medio de impugnación
ha sido consagrado, a tenor del artículo 1 de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales, con el fin de res-
tablecer la situación jurídica lesionada por el desconocimiento de un
derecho humano positivizado a nivel constitucional. La acción de am-
paro es pues, una garantía de restablecimiento de la lesión actual o
inminente a una ventaja esencial, producto de un acto, actuación u
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omisión antijurídica, en tanto contraria a un postulado en cuyo seno se
encuentre reconocido un derecho fundamental.

Pero, a fin de llevar a buen puerto el imprescindible análisis crítico que
debe efectuar el juez constitucional en su tarea de garantizar la fun-
ción subjetiva de los derechos fundamentales, éste debe interpretar
en todo caso, si bien de manera casuística pero con fundamento en los
límites internos y externos que perfilan toda actividad hermenéutica, el
núcleo esencial de los tales derechos, es decir, abstraer su contenido
mínimo desde la premisa de que un derecho humano es el resultado de
un consenso imperativo según el cual una necesidad es tenida por bá-
sica, para así diferenciarlo de las diversas situaciones jurídicas subje-
tivas donde tales necesidades no se manejan en su esencialidad.

Una vez analizado el precepto contentivo del derecho humano que
se denuncia conculcado, sigue aplicar al caso que se presenta el con-
tenido mínimo según el cual el derecho luce imprescindible para la
dignidad, igualdad y libertad humanas. Si la norma constitucional re-
sulta directamente aplicable a la solución del conflicto, esto es, si la
situación en la cual surgió la controversia era canalizable según los
fines y contenido de un precepto constitucional o de una norma de
rango inferior en cuyo contenido esté reflejado o se encuentra implí-
cito un derecho humano; entonces, al acto, actuación u omisión que
le desconoció debe imputársele la causación de una lesión a la regu-
laridad constitucional y, en consecuencia, ser pasible del procedi-
miento de tutela en vía de amparo, una vez agotada la vía ordinaria,
salvo las excepciones que a este requisito ha venido señalando la
Sala (ver Nº 848-2000, 1592-2000, 82-2001 y 331-2001). Si tal
no fuere, es decir, si la determinada situación jurídica podía condu-
cirse a través de normas en cuyos términos no se verifica el conteni-
do esencial de un derecho humano, las consecuencias derivadas de
la no aplicación o falsa aplicación de dichas normas devendría revi-
sable por la jurisdicción ordinaria.



2 2 LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

Por ejemplo, no es igual hacer nugatorio a un particular, ya sea a tra-
vés de un acto administrativo dictado con base en una ley, reglamento
o resolución, la facultad de ejercer dominio sobre un bien bajo el su-
puesto de la función social de la propiedad (mínimo del derecho de
propiedad), que una discusión acerca de la titularidad de un bien entre
particulares o en conflicto con la administración, cuya protección se
ejerce mediante una acción judicial específica: la reivindicación.

En el primer supuesto, el consenso acerca de la protección del núcleo
esencial del derecho constitucional, cual es la posibilidad de ser pro-
pietario con las limitaciones y deberes establecidos en la propia Cons-
titución y en las leyes, motiva la garantía constitucional reforzada por
parte del Poder Judicial, según el procedimiento establecido en la ley.
En el otro caso –la propiedad– como hecho social, no como derecho
fundamental, podría integrar el supuesto de hecho de diversas nor-
mas, o constituir el sustrato de diversos tipos de relaciones jurídicas,
pero si en ellas no se discute el derecho a ser propietario con las res-
tricciones del caso (núcleo esencial), sino que se discute el ejercicio
de sus manifestaciones o está en debate la titularidad de algún bien o
la regularidad de la actuación de algún funcionario, ya sea en sede
administrativa o en sede judicial, la norma constitucional que consagra
el derecho de propiedad no constituye la norma de conflicto directa-
mente aplicable, por lo que su infracción no puede ser reconocida.

Así, pues, la situación que procura restituir la acción de amparo es
aquélla cuya garantía estaba resguardada por una aplicación directa
de la norma fundamental, esto es, cuando el precepto fundamental
constituía la norma de conflicto general aplicable, ya sea al supuesto
de hecho material o lógico con ocasión del cual fue dictado un acto o
efectuada una actuación (la cual habría sido falsa o erróneamente apli-
cada), ya sea cuando los agentes públicos o los particulares, debiendo
conducirse de acuerdo con un precepto de este rango, lo desconocen
o aplican mal. En consecuencia, la incorrecta aplicación de una nor-
ma, su omisión o los errores en su interpretación, que no impliquen un
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desconocimiento del núcleo esencial de un derecho humano, no cons-
tituyen una infracción de un derecho o garantía constitucional. Éstos
no se verán vulnerados, se insiste, porque la norma deja de aplicarse,
se aplica mal o se interprete erradamente, y es del ámbito del juzga-
miento de los jueces, corregir los quebrantamientos señalados”.

Sentencia: Nº 657, del 04-04-03
Caso: Inmobiliaria New House, C.A.
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“La acción de amparo constitucional está concebida como una pro-
tección de derechos y garantías constitucionales, por lo que el ejerci-
cio de  la  acción está  reservado para  restablecer  situaciones que
provengan de las violaciones de tales derechos y garantías.

En este orden de ideas, conforme a la garantía fundamental de acceso
a la justicia prevista en el artículo 26 de la Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, todos tienen derecho a acceder a los
órganos de la administración de justicia para la defensa de sus dere-
chos e intereses, y a obtener pronta decisión que tutele judicial y efec-
tivamente  los  mismos,  en  la  forma  más  expedita  posible  y  sin
formalismos o rigurosidades inútiles que menoscaben la real posibili-
dad de petición.

Dentro de este marco constitucional y para concretar la tutela judicial
efectiva, se consagró la acción de amparo constitucional prevista en el
artículo 27 del Texto Constitucional como una garantía constitucional
específica, por tanto no subsidiaria, tampoco extraordinaria, sino dis-
crecionalidad constitucional determinada por el problema para el que
se exige tutela constitucional”.
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Sentencia: Nº 492, del 31-05-00
Caso: Inversiones Kingtaurus, C.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“En este orden debe insistirse que la acción de amparo constitucional
está concebida como una protección de derechos y garantías consti-
tucionales stricto sensu; de allí que lo realmente determinante para
resolver acerca de la pretendida violación, es que exista una violación
de rango constitucional y no legal, ya que si así fuere el amparo perde-
ría todo sentido y alcance y se convertiría en un mecanismo ordinario
de control de la legalidad.

Lo que se plantea en definitiva es que la tuición del amparo esté reser-
vada para restablecer situaciones que provengan de violaciones de
derechos y garantías fundamentales, pero de ninguna forma de las re-
gulaciones legales que se establezcan, aun cuando las mismas se fun-
damenten en tales derechos y garantías”.

Sentencia: Nº 18, del 24-01-01
Caso: Paúl Viscaya Ojeda
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“El amparo constitucional es la garantía o medio a través del cual se
protegen los derechos fundamentales que la Constitución reconoce a
las personas. Esta acción está destinada a restablecer a través de un
procedimiento breve los derechos lesionados o amenazados de viola-
ción, siendo un instrumento para garantizar el pacífico disfrute de los
derechos y garantías inherentes a la persona, operando la misma se-
gún su carácter de extraordinario, sólo cuando se dan las condiciones
previamente expuestas y aceptadas como necesarias de la institución
de amparo de conformidad con la ley que rige la materia”.
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Sentencia: Nº 1.550, del 08-12-00
Caso: Haydée Morela Fernández Parra
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“En este sentido la Sala comparte el criterio sostenido por el Juzgado
Superior que conoció en primera instancia del amparo y reitera el ca-
rácter extraordinario de la acción de amparo constitucional, siendo
éste un mecanismo destinado exclusivamente a proteger el goce y ejer-
cicio de los derechos constitucionales, por lo que no se puede conver-
tir en una tercera instancia en la cual se juzgue nuevamente en ella
sobre el mérito de una controversia ya conocida y juzgada por los
jueces de la causa, o de hacer una valoración del mérito de las prue-
bas que ya fueron objeto de la soberanía de apreciación de aquéllos”.

Sentencia: Nº 1.719, del 30-07-02
Caso: Pablo López Ulacio
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“...la acción de amparo puede ser utilizada como mecanismo de preven-
ción ante una inminente violación de derechos fundamentales, dado que a
través de ésta se pueden suspender los efectos del acto considerado lesi-
vo para evitar daños irreparables. Sin embargo, este carácter cautelar
opera únicamente cuando está ejercido de forma conjunta con algún otro
recurso que pretenda anular directamente al mencionado acto”.

Sentencia: Nº 95, del 15-03-00
Caso: Isaías Rojas Arena
Voto salvado: Dr. Moisés Troconis Villarreal

“El amparo es una forma diferenciada de tutela jurisdiccional de los
derechos y garantías constitucionales, cuyo propósito es garantizar a
su titular, frente a la violación o amenaza de violación de uno de tales
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derechos y garantías, la continuidad de su goce y de su ejercicio, a
través del otorgamiento de un remedio específico que, a objeto de
restablecer la situación jurídica infringida, evite la materialización o
permanencia del hecho lesivo y de sus efectos.

Se trata de una forma de tutela que, por el rango de los derechos a
que atiende, exige el otorgamiento de un remedio jurisdiccional dife-
renciado, un tratamiento procesal urgente y una ejecución pronta de la
sentencia que la acuerde”.

2. BASE CONSTITUCIONAL Y LEGAL

Sentencia: Nº 828, del 27-07-00
Caso: Seguros Corporativos C.A. y Agropecuaria Al-

fin S.A.
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Entre los mecanismos de defensa de los derechos fundamentales, se
encuentra la acción procesal de amparo prevista en el artículo 27 de la
Constitución, en el cual se declara que ‘...Toda persona tiene derecho
a ser amparada por los tribunales en el goce o ejercicio de los dere-
chos y garantías constitucionales, aun de aquellos inherentes a la
persona humana que no figuren expresamente en esta Constitución
o en los instrumentos internacionales de derechos humanos...’.

En este mismo sentido se expresa el artículo 1º de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, cuando decla-
ra que ‘...Toda persona natural habitante de la República, o per-
sona jurídica domiciliada en ésta, podrá solicitar ante los
Tribunales competentes el amparo ...(omissis)... para el goce y el
ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, aun de aque-
llos derechos fundamentales de la persona humana que no figuren
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expresamente en la Constitución, con el propósito de que se resta-
blezca inmediatamente la situación jurídica infringida...’.

Entonces, el amparo constituye un mecanismo para proteger la situa-
ción jurídica de un ciudadano, desde la perspectiva del goce y ejerci-
cio de los derechos fundamentales, que el acuerdo social ha incorporado
a la Constitución para garantizar el orden político y la paz ciudadana.
Luego, esta protección, que se extiende a los intereses difusos o co-
lectivos (en el artículo 26 de la Constitución se expresa que toda per-
sona tiene derecho de acceder a los órganos de la administración de
justicia, incluso para hacer valer los derechos e intereses colectivos o
difusos) en la medida que sean expresión de derechos fundamentales,
no tiene por objeto el reconocimiento de la existencia de los valores
constitucionales, sino la restitución a la persona afectada en el goce y
ejercicio de sus derechos fundamentales”.

Procedencia de la Acción de Amparo Constitucional

Artículo 2.- La acción de amparo procede contra cualquier hecho,
acto u omisión provenientes de los órganos del Poder Público Nacio-
nal, Estadal o Municipal. También procede contra el hecho, acto u
omisión originados por ciudadanos, personas jurídicas, grupos u or-
ganizaciones privadas que hayan violado, violen o amenacen violar
cualquiera de las garantías o derechos amparados por esta Ley.

Se entenderá como amenaza válida para la procedencia de la acción
de amparo aquella que sea inminente.
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1.  AMPARO CONTRA ACTOS U OMISIONES

Sentencia: Nº 326, del 09-03-01
Caso: Frigoríficos Ordaz S.A. (FRIOSA)
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Esta modalidad de amparo –en casos de amenaza–, consagrada en el
artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, requiere para su procedencia dos requisitos funda-
mentales, cuales son, la existencia de una amenaza por parte del pre-
sunto agraviante y que tal amenaza sea inminente, definida esta última
por la Real Academia Española como ‘aquello que está por suceder
prontamente’, lo cual implica un fundado temor de que se cause un
mal pronto a ocurrir, esto es, que el acto, hecho u omisión que va a
generar tal amenaza inminente debe ya existir o al menos, estar pronto
a materializarse.

En otros términos lo señala el numeral 2 del artículo 6 de la misma ley,
al indicar que la amenaza que hace procedente la acción de amparo es
aquella que sea inmediata, posible y realizable por el imputado, esta-
bleciendo al efecto que tales requisitos deben ser concurrentes, por lo
cual es indispensable –además de la inmediación de la amenaza– que
la eventual violación de los derechos alegados –que podría materiali-
zarse de no ser protegidos mediante el mandamiento que se solicita–
deba ser consecuencia directa e inmediata del acto, hecho u omisión
que constituyan el objeto de la acción; de lo cual deviene, por inter-
pretación a contrario, la improcedencia de la acción, cuando se le
imputen al supuesto agraviante resultados distintos a los que eventual-
mente pudiere ocasionar la materialización de la amenaza que vulnera-
ría los derechos denunciados, o cuando la misma no sea inmediata o
ejecutable por el presunto agraviante”.
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Sentencia: Nº 849, del 28-07-00
Caso: Multiservicios Venezolanos, C.A.

(MULSEVECA)
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera Romero

“El artículo 49 de la Constitución –norma que consagra el derecho al
debido proceso– señala en su numeral 1 que: ‘La defensa y la asisten-
cia jurídica son derechos inviolables en todo estado y grado de la
investigación y del proceso’. De conformidad con esta disposición
constitucional, los órganos jurisdiccionales no podrán observar con-
ductas que menoscaben la capacidad de las partes de salvaguardar,
utilizando los medios prescritos legalmente, sus intereses objeto de
litigio. Estas conductas lesivas, prohibidas constitucionalmente por
contravenir el derecho fundamental a la defensa, no sólo pueden ser
ocasionadas mediante actos o actuaciones positivas, sino también ne-
gativas, es decir, abstenciones u omisiones. Esta última noción ha sido
reflejada en el contenido del artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo
sobre Derechos y Garantías Constitucionales, en el cual se establece
la procedencia de la acción de amparo constitucional ‘contra cual-
quier hecho, acto u omisión provenientes de los órganos del Poder
Público Nacional, Estadal o Municipal’ (subrayado de la Sala)”.

2.  AMENAZA VÁLIDA

Sentencia: Nº 319, del 04-05-00
Caso: José Manuel Monagas
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera Romero

“Conforme al articulo 2 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, se entenderá como amenaza válida
aquella que sea inminente. La jurisprudencia para este supuesto ha
establecido que ‘… que la amenaza –fundado temor de causar algún
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mal– debe estar pronta a sucederse, esto es, que el acto, hecho u
omisión que va a generar tal amenaza inminente, debe ya existir o al
menos estar pronta a materializarse…’”.

Sentencia: Nº 2.424, del 11-10-02
Caso: Nidia Priscila Mena, Bernarda Torralba Cas-

tro y Palmira Margarita Pantoja
Ponente: Dr. Antonio García García

“En efecto, observa esta Sala, que los posibles hechos denunciados
como violatorios no constituyen una amenaza válida que dé lugar a la
procedencia de la acción de amparo. Como puede advertirse, la ac-
ción de amparo no sólo permite la defensa contra las lesiones inme-
diatas y realizables a los derechos constitucionales, sino que también
se interesa por las amenazas de violación, es decir, por las realizables
en el futuro. Sin embargo, estos eventos futuros tienen que tener co-
nexión cierta y verídica con el presente, es decir, la acción puede evi-
tar la concreción de hechos lesivos próximos a ejecutarse, los cuales
indudablemente vulnerarían derechos fundamentales, pero no puede
ocuparse el amparo para proteger futuros remotos, o sea, hechos in-
ciertos, eventuales, cuya producción si ocurre cae íntegramente den-
tro del área del porvenir, existiendo por lo menos una verdadera certeza
fundada del agravio.

Ha sido criterio reiterado por esta Sala que los requisitos que debe
reunir cualquier amenaza que atente y conculque derechos fundamen-
tales debe ser aquella que sea inmediata, posible y realizable por la
persona a quien se le impute la acción de amparo”.
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La Acción de Amparo Constitucional Contra Normas

Artículo 3.- También es procedente la acción de amparo, cuando la
violación o amenaza de violación deriven de una norma que colida con
la Constitución. En este caso, la providencia judicial que resuelva la
acción interpuesta deberá apreciar la inaplicación de la norma impug-
nada, y el Juez informará a la Corte Suprema de Justicia acerca de la
respectiva decisión.

La acción de amparo también podrá ejercerse conjuntamente con la
acción popular de inconstitucionalidad de las leyes y demás actos es-
tatales normativos, en cuyo caso, la Corte Suprema de Justicia, si lo
estima procedente para la protección constitucional, podrá suspender
la aplicación de la norma respecto de la situación jurídica concreta
cuya violación se alega, mientras dure el juicio de nulidad.

1.  AMPARO CONTRA NORMA

1.1 NATURALEZA JURÍDICA

Sentencia: Nº 1.505, del 05-06-03
Caso: Colegio de Médicos del Distrito Metropolitano

de Caracas
Ponente: Dr. Antonio García García

“Así pues, la jurisprudencia de este Máximo Tribunal ha entendido que
el amparo ejercido en forma autónoma contra actos normativos no pue-
de estar dirigido contra el propio texto legal, sino contra los actos que
deriven o apliquen el mismo; toda vez que, las normas no son capaces
de incidir por sí solas en la esfera jurídica concreta de un sujeto determi-
nado y, en consecuencia, lesionar directamente sus derechos y garantías
constitucionales, incluso como simple amenaza, por cuanto no sería, en
principio, una amenaza inminente, en los términos del artículo 2 de la
referida Ley Orgánica, esto es, inmediata, posible y realizable.
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Siendo ello así, las normas, por su carácter general, abstracto y de
aplicación indefinida, requieren de un acto de ejecución que las rela-
cione con la situación jurídica concreta del accionante, pues, en defi-
nitiva, será éste y no la propia norma, el que puede ocasionar una
lesión particular de los derechos y garantías constitucionales de una
persona determinada. Por ello, se ha concluido que en los casos de
amparo contra actos normativos, la norma no es objeto del amparo,
sino la causa o motivo en razón de la cual los actos que la apliquen o
ejecuten resultan lesivos de derechos o garantías constitucionales.

Al respecto la Sala Político Administrativa de la antigua Corte Supre-
ma de Justicia, en sentencia del 12 de agosto de 1992 (caso: Colegio
de Abogados del Distrito Federal), expresó que el amparo constitu-
cional ejercido conforme al artículo 3 de la Ley Orgánica de Amparo
sobre Derechos y Garantías Constitucionales, tiene “por objeto la
protección de los derechos y garantías fundamentales menosca-
bados por los actos, hechos u omisiones derivados de la aplica-
ción de una norma inconstitucional. En otras palabras, la Sala ha
entendido que la norma impugnada por inconstitucionalidad obra-
ría como causa, mientras que su aplicación, que constituye ‘la
situación concreta cuya violación se alega’ vendría a ser propia-
mente el objeto del amparo”. Sin embargo, en virtud de una inter-
pretación menos rígida, la propia jurisprudencia advirtió que existen
situaciones particulares en las que se puede prescindir del acto de
ejecución de la norma cuestionada, cuando de ésta se desprenda una
amenaza inminente de daño real de derechos y garantías constitucio-
nales, o cuando la concreción de la misma está implícita en la propia
norma por ser autoaplicativa, esto es, aquella norma cuya sola pro-
mulgación implica una obligatoriedad efectiva y actual para las perso-
nas por ella previstas de manera concreta, por lo que no requiere de
ejecución por acto posterior. Entre las decisiones más relevantes en
donde se asienta esta doctrina (vid. Sentencias SPA-CSJ de 08-08-
94, caso: Banco Venezolano de Crédito, y de 12-08-94, caso: José
Muci-Abraham y otros, SP-CSJ de 12-09-95, caso: Andrés Del-
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mant Mauri y de 03-10-96, caso: Coporpa S.R.L., SC-TSJ de 10-
08-01, caso: Elken Asa), es necesario mencionar la dictada por la
Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia,
el 22 de enero de 1998 (caso: Monarch Minera Suramericana y
otras), en la cual se señala, en relación con las formas de amparo
contenidas en el artículo 3 de la Ley Orgánica de Amparo, que las
mismas plantean un conflicto de derechos, agregando respecto al tema
de la intensidad autoaplicativa de las normas, lo siguiente:

‘...el grado de aplicación que posea una norma puede ser desde el
más genérico de su autoejecución, constituyéndose por sí mismo
en una lesión directa de la esfera de los derechos constitucionales,
como es el caso de las prohibiciones de realización de actividades
precedentemente consentidas antes de su vigencia, o puede ser
derivado de sus actos de ejecución como las normas reglamenta-
rias, las disposiciones organizativas o los actos individuales que
pesen directamente sobre el actor. Esta diversidad de grados ha
de ser apreciada por el juzgador caso por caso, al plantearse la
acción de amparo –como la presente situación–, por la vía del
artículo 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales (...). Se ha señalado que la figura del ampa-
ro contra norma no alude a la norma en abstracto, sino a la
aplicación de la misma al caso concreto, por lo cual el amparo se
dirige esencialmente contra el correspondiente acto de ejecución.
Es ineludible que en el amparo contra norma –como en todas las
modalidades de amparo–, puede denunciarse tanto la lesión que
la misma produce como la amenaza que en ella se encierra, con la
cual basta con que se den fundados temores de que esta última se
produzca para que pueda prosperar la acción ejercida. Igualmen-
te, como se señalara precedentemente, en cada situación es me-
nester determinar el grado de aplicación que la norma posee, el
cual resulta variable de acuerdo con su naturaleza’”.
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1.2 PROCEDENCIA

Sentencia: Nº 1.505, del 05-06-03
Caso: Colegio de Médicos del Distrito Metropolitano

de Caracas
Ponente: Dr. Antonio García García

“Siguiendo la tendencia jurisprudencial señalada, que ha afirmado de
manera categórica que el amparo procede contra el acto de aplicación
de la norma y no contra ésta directamente, salvo que se trate de nor-
mas autoaplicativas, la Sala Constitucional a partir de la referida doc-
trina, ha precisado que lo que vendría a determinar la competencia del
órgano jurisdiccional que ha de conocer esta modalidad de acción de
amparo constitucional es el objeto de la acción, esto es, ‘la situación
jurídica concreta cuya violación se alega’, que debe ser subsumida
objetivamente dentro de los principios de competencia que establece
la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucio-
nales (vid. Sentencia SC-TSJ de 31.11.00, caso: Ivanis Inversiones
S.R.L., y de 02.03.01, caso: Fanny Alivia Silva Atacho y otros). De
manera que deberá determinarse, en principio, cuál es el sujeto encar-
gado de la aplicación de la norma cuestionada por inconstitucionali-
dad, para verificar  la regla de determinación de la competencia,
ratione materiae y ratione loci, a que se refiere el artículo 7 de la
referida Ley Orgánica, conforme a la cual la competencia para cono-
cer del amparo contra actos normativos, le correspondería a los tribu-
nales de primera instancia de acuerdo con la afinidad con las materias
que le han sido asignadas, en la jurisdicción correspondiente al lugar
donde ocurrió el hecho, acto u omisión que haya motivado la acción
en cuestión; será competente, en cambio, esta Sala Constitucional de
acuerdo con la regla de determinación de la competencia, ratione per-
sonae, prevista en el artículo 8 eiusdem, si se verifica que el acto,
hecho u omisión adoptado en ejecución de la norma procede de una
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de las altas autoridades allí mencionadas, o de las que la jurispruden-
cia de esta Sala ha venido incorporando.

De otra parte, la Sala Constitucional, siguiendo los argumentos ex-
puestos en sentencia de la Sala Político Administrativa de la entonces
Corte Suprema de Justicia, de 12 de agosto de 1994 (caso: Juan B.
Abrante L. y otros), sobre el legitimado pasivo en esta modalidad de
amparo constitucional, sostuvo lo siguiente:

‘...de seguirse un procedimiento de amparo con fundamento en el
artículo 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales, ha de ser llamado a la causa, para confor-
mar el  contradictorio, sea o no solicitado por la parte
presuntamente agraviada, el órgano del cual emanó la norma de-
latada como violatoria, o aquél al que corresponda imponer su
aplicación, a los fines de que sean aportados ‘...los elementos de
juicio necesarios, para conformar el criterio del juzgador sobre la
‘mens legis’ o las simples razones de aplicación de la norma’ (vid.
Sentencias SC-TSJ de 28-07-00, caso: Braulio Sánchez Martínez,
y de 24-04-02, caso: Noris Vivas de Pirone)”.

Sentencia: Nº 470, del 18-03-02
Caso: Confederación General de Trabajadores y otros
Ponente: Dr. Antonio García García

“Al respecto, debe señalar esta Sala que el amparo contra actos nor-
mativos sólo es admisible mientras se impugne el acto aplicativo de
éstos, dado que las normas per se no infringen violaciones constitu-
cionales, al menos que se traten de normas autoaplicativas, estos es,
que ellas mismas sean las que consagren los mecanismos de aplica-
ción. Ello, en razón de que el amparo contra normas no es el medio
judicial apropiado para controlar la constitucionalidad de un acto nor-
mativo sino la acción de nulidad.
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De esta manera, para que proceda la admisibilidad de la acción es
necesario que el acto aplicativo de la norma –y cualquier acto accio-
nado en amparo– lesione derechos o garantías constitucionales sin que
exista otro medio judicial lo suficientemente efectivo como para resta-
blecer en forma eficaz la situación jurídica infringida, debiéndose se-
ñalar, específicamente, en cuanto a la lesión constitucional, que ésta
debe ser actual, reparable y no consentida (todas las características
deben concurrir de forma acumulativa en el acto accionado), enten-
diéndose por actualidad la posibilidad de ser tutelable el derecho ale-
gado como infringido mediante el amparo”.

1.3 COMPETENCIA

Sentencia: Nº 1.302, del 31-10-00
Caso: Ivanis Inversiones S.R.L.
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“Por tanto, a juicio de la Sala, lo que vendría a determinar la compe-
tencia del órgano jurisdiccional que ha de conocer de esta modalidad
de acción de amparo constitucional es –precisamente– el objeto de la
acción, esto es, la ‘situación jurídica concreta cuya violación se ale-
ga’, que no es más que el acto, hecho u omisión derivado de la aplica-
ción o ejecución de la norma considerada inconstitucional, conforme a
las reglas de competencia que establece la Ley Orgánica de Amparo
sobre Derechos y Garantías Constitucionales. De esta manera, la com-
petencia para conocer de la llamada ‘acción de amparo contra nor-
ma’, le corresponde a los jueces de primera instancia, de acuerdo con
la afinidad con las materias que le han sido asignadas”.



LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 3 7

1.4 EFECTOS DE LA DECISIÓN DEL AMPARO CONTRA
NORMA

Sentencia: Nº 1.505 del 05-06-03
Caso: Colegio de Médicos del Distrito Metropolitano

de Caracas
Ponente: Dr. Antonio García García

“Por último, en atención al objeto de la acción de amparo constitucio-
nal contra actos normativos, la jurisprudencia a partir de la ya mencio-
nada sentencia de la Sala Político Administrativa de la antigua Corte
Suprema de Justicia, del 6 de agosto de 1992, dejó claramente esta-
blecido respecto de los efectos de la decisión, que el juez deberá ‘apre-
ciar la inaplicación de la norma impugnada” al caso concreto y
sólo con efectos interpartes, dentro de los términos que señale el fallo
emitido, “no teniendo poder alguno para decidir la no aplicación
en forma general e indefinida del acto normativo’. Por consiguien-
te, la disposición cuestionada mantiene su validez y eficacia, y en modo
alguno, puede entenderse anulada, pues sus efectos durarán en el tiempo
hasta tanto recaiga sobre el asunto sentencia con fuerza de cosa juz-
gada material que declare la nulidad.

No obstante, esta Sala Constitucional observa que, distinto serían los
efectos del fallo que se dicta, cuando la acción de amparo constitucio-
nal contra actos normativos se fundamenta en intereses y derechos
colectivos o difusos, pues no tendría sentido alguno admitir el amparo
en protección de los derechos e intereses de un gremio profesional o
de todos los venezolanos, si la decisión se reduce solamente a la des-
aplicación de la norma para una situación jurídica concreta.

De modo que, la doctrina jurisprudencial dominante antes aludida, que
limita los poderes del juez constitucional a la simple suspensión del acto
de aplicación de la norma para el caso concreto, no resulta procedente
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extenderla a la protección de derechos e intereses colectivos o difusos,
pues la Sala Constitucional ha venido asentado que los efectos del fallo
que se dicta respecto a los mismos, produce efectos erga omnes, ya
que beneficia o perjudica a la colectiva en general o a sectores de ésta,
y produce cosa juzgada al respecto (vid. Sentencias de 29-05-00, caso:
Cofavic y Queremos Elegir, 30-06-00, caso: Dilia Parra Guillén,
22-08-01, caso: ASODEVIPRILARA). Siendo ello así, la sentencia que
se dicte en el ‘amparo contra norma’ ejercido con fundamento en esos
derechos e intereses, deberá entonces ordenar la inaplicación de la nor-
ma para todos los sujetos vinculados por el texto normativo, para ga-
rantizar así la efectiva protección de los derechos e intereses colectivos
o difusos que propugna el nuevo modelo constitucional”.

La Acción de Amparo Constitucional
Contra Decisiones Judiciales

Artículo 4.- Igualmente procede la acción de amparo cuando un
Tribunal de la República, actuando fuera de su competencia, dicte
una resolución o sentencia u ordene un acto que lesione un derecho
constitucional.

En estos casos, la acción de amparo debe interponerse por ante un
tribunal superior al que emitió el pronunciamiento, quien decidirá en
forma breve, sumaria y efectiva.

1. AMPARO CONTRA SENTENCIA

Sentencia: Nº 67, del 09-03-00
Caso: Carlos Eduardo Álvarez Rodríguez
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Al respecto, observa este máximo Tribunal que, la acción de amparo
constitucional prevista en el artículo 4º de la Ley Orgánica de Amparo
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sobre Derechos y Garantías Constitucionales, no está dirigida sola-
mente a las sentencias o fallos judiciales, sino que la misma puede
referirse a cualquier decisión o acto que realice el Juez que, en criterio
del accionante, lesione sus derechos constitucionales. Así, correspon-
de al accionante determinar qué acto dictado por el Juez, es el que, en
su criterio, lesionó sus derechos constitucionales”.

2. AMPARO CONTRA OMISIÓN O FALTA DE
PRONUNCIAMIENTO

Sentencia: Nº 80, del 09-03-00
Caso: Gustavo Enrique Querales Castañeda
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“...es menester añadir que si bien se menciona en la norma el amparo
contra ‘una resolución, sentencia o acto’ del tribunal, debe enten-
derse comprendida además en la misma disposición, la posibilidad de
accionar en amparo contra un tribunal por su falta de pronunciamien-
to; situaciones que constituyen una omisión que podría también ser
susceptible de configurar un caso de violación de derechos de rango
constitucional y, por tanto, equiparable a un vicio de incompetencia del
tribunal ‘lato sensu’ –en sentido material y no sólo formal– que, como
ha interpretado la Corte Suprema de Justicia, es el que debe atribuírsele
al término ‘incompetencia’ a que se refiere la referida norma”.
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3. AMPARO CONTRA EL TRIBUNAL QUE ACTÚE
FUERA DE SU COMPETENCIA

Sentencia: Nº 1, del 24-01-01
Caso: Dunant Camejo y María Cielo de Camejo
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“La acción propuesta ha sido intentada con base en el artículo 4 de la
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les. Dicha norma prevé la procedencia de la acción de amparo cons-
titucional cuando un Tribunal de la República, actuando fuera de su
competencia, dicte una resolución o sentencia, u ordene un acto que
lesione un derecho constitucional.

Ahora bien, la doctrina de la extinta Corte Suprema de Justicia ha
interpretado reiteradamente el citado artículo 4 y, específicamente, la
expresión ‘actuando fuera de su competencia’, para concluir ‘que la
palabra competencia’ no tiene el sentido procesal estricto como un
requisito del artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos
y Garantías Constitucionales, por cuanto no se refiere sólo a la incom-
petencia por la materia, valor o territorio, sino también corresponde a
los conceptos de abuso de poder o extralimitación de atribuciones”.

4. COMPETENCIA

Sentencia: Nº 2.347, del 23-11-01
Caso: Carmen Eulogia Ocando de Lugo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“De tal manera que, en el caso sub examine, habiéndose pronunciado
la sentencia interlocutoria por un Tribunal de Primera Instancia, en aten-
ción a la doctrina establecida por esta Sala Constitucional en la citada
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decisión, le corresponde al Juzgado superior jerárquico conocer en
primera instancia de la acción de amparo constitucional interpuesta y
no a esta Sala Constitucional como erróneamente fue señalado por la
representación de la parte accionante”.

Sentencia: Nº 1, del 20-01-00
Caso: Emery Mata Millán
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“1. (...) Igualmente, corresponde a esta Sala Constitucional, por los
motivos antes expuestos, la competencia para conocer de las accio-
nes de amparo que se intenten contra las decisiones de última instan-
cia  emanadas  de  los  Tribunales  o  Juzgados  Superiores  de  la
República, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y las
Cortes de Apelaciones en lo Penal que infrinjan directa e inmediata-
mente normas constitucionales.

(... omissis...)

3.- Corresponde a los Tribunales de Primera Instancia de la materia
relacionada o afín con el amparo, el conocimiento de los amparos que
se interpongan, distintos a los expresados en los números anteriores,
siendo los Superiores de dichos Tribunales quienes conocerán las ape-
laciones y consultas que emanen de los mismos, de cuyas decisiones
no habrá apelación ni consulta”.

La acción de amparo constitucional contra actos administrativos, ac-
tuaciones materiales, vías de hecho, abstenciones u omisiones de la
Administración.
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El Amparo Cautelar

Artículo 5.- La acción de amparo procede contra todo acto adminis-
trativo, actuaciones materiales, vías de hecho, abstenciones u omisio-
nes  que  violen  o  amenacen  violar  un  derecho  o  una  garantía
constitucionales, cuando no exista un medio procesal breve, sumario y
eficaz acorde con la protección constitucional.

Cuando la acción de amparo se ejerza contra actos administrativos de
efectos particulares o contra abstenciones o negativas de la Administra-
ción, podrá formularse ante el Juez Contencioso-Administrativo com-
petente, si lo hubiere en la localidad conjuntamente con el recurso
contencioso administrativo de anulación de actos administrativos o con-
tra las conductas omisivas, respectivamente, que se ejerza. En estos
casos, el Juez, en forma breve, sumaria, efectiva y conforme a lo esta-
blecido en el artículo 22, si lo considera procedente para la protección
constitucional, suspenderá los efectos del acto recurrido como garantía
de dicho derecho constitucional violado, mientras dure el juicio.

Parágrafo único: Cuando se ejerza la acción de amparo contra actos
administrativos conjuntamente con el recurso contencioso-administra-
tivo que se fundamente en la violación de un derecho constitucional, el
ejercicio del recurso procederá en cualquier tiempo, aún después de
transcurridos los lapsos de caducidad previstos en la Ley y no será
necesario el agotamiento previo de la vía administrativa.

1. JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA

Sentencia: Nº 2.629, del 23-10-02
Caso: Gisela Anderson y otros
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“...el artículo 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías constitucionales prescribe la jurisdicción contencioso-adminis-
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trativa respecto de actos administrativos, actuaciones materiales, vías
de hecho, abstenciones u omisiones que violen o amenacen violar un
derecho o garantía constitucional, en casos de amparos ejercidos
conjuntamente con el recurso contencioso-administrativo de anula-
ción, recurso que, cuando se alegue injuria constitucional, podría in-
coarse sin el agotamiento previo de la vía administrativa.

De este modo la Constitución garantiza a los administrados, funciona-
rios públicos o sujetos bajo relaciones especiales, un plus de garantías
que no deja dudas respecto a la potestad que tienen esos tribunales
para resguardar los derechos constitucionales que resulten lesionados
por actos, hechos, actuaciones, omisiones o abstenciones de la Admi-
nistración Pública; potestad que según la doctrina más actualizada, se
ejerce al margen de que la denuncia encuadre en los recursos tradicio-
nales establecidos en la ley o que haya construido la jurisprudencia,
pues, la tendencia es a darle trámite a este tipo de demandas en tanto
subyazca un conflicto de orden administrativo que exija el examen
judicial respectivo.

Así tenemos que, de la simple lectura de las atribuciones que el artícu-
lo 259 de la Constitución otorga a la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, se aprecia que los justiciables pueden accionar contra la
Administración a los fines de solicitar el restablecimiento de situacio-
nes jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad de la Administra-
ción aunque se trate de vías de hecho o de actuaciones materiales. El
referido precepto constitucional señala como potestades de la juris-
dicción contencioso-administrativa, no sólo la anulación de actos ad-
ministrativos, la condena de pago de sumas de dinero por concepto
de indemnización de daños y perjuicios y el conocimiento de las recla-
maciones relativas a la prestación de los servicios públicos, sino tam-
bién, el restablecimiento de situaciones jurídicas subjetivas lesionadas
por la actividad material o jurídica de la Administración.
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Resulta claro que la jurisdicción contencioso-administrativa no está limita-
da a asegurar el respeto de la legalidad en la actuación administrativa, ya
que el artículo 26 de la Constitución concibe a toda la justicia, incluyendo
a la contencioso-administrativa, como un sistema de tutela subjetiva de
derechos e intereses legítimos, por lo tanto, a partir de la Constitución de
1999, la jurisdicción contencioso-administrativa no puede concebirse como
un sistema exclusivo de protección de la legalidad objetiva a que está
sometida la administración –a pesar de que la ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia regula procedimientos objetivos, cuya finalidad es
declarar la nulidad del acto impugnado– sino un sistema de tutela de situa-
ciones jurídicas subjetivas, que no permite reducir, limitar o excluir las
lesiones producidas por actuaciones materiales o vías de hecho”.

2. AMPARO EJERCIDO CONJUNTAMENTE CON EL
RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE
NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS O CONTRA
LAS CONDUCTAS OMISIVAS

Sentencia: Nº 1, del 20-01-00
Caso: Emery Mata Millán
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Consecuente con la doctrina sobre la competencia que la Sala desa-
rrolla en este fallo, así como con el principio antes expuesto que las
leyes cuyos artículos no colidan con la Constitución, continúan vigen-
tes, pasa la Sala a interpretar la competencia de los tribunales que
deban conocer los amparos previstos en el artículo 5° de la Ley Orgá-
nica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

Dicho artículo –a juicio de esta Sala– no colide con la Constitución y, por
lo tanto, tiene plena vigencia, y según él, las acciones de amparo pueden
ejercerse conjuntamente con el recurso contencioso-administrativo de
nulidad de actos administrativos o contra las conductas omisivas.
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Al estar vigente el citado artículo 5°, surge una excepción a la doctrina
sobre la competencia en materia de amparo, contenida en este fallo, y
es que los tribunales, incluyendo las Salas de este Supremo Tribunal,
que conozcan de procesos de nulidad de actos administrativos de efec-
tos particulares, o contra negativas o abstenciones de la Administra-
ción, mediante recursos contencioso-administrativos, podrán a su vez
conocer de los amparos previstos en el artículo 5° de la Ley Orgánica
de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales, siempre que
el recurso de nulidad o por abstención de la Administración, no se
funde en una infracción directa e inmediata de la Constitución, y siem-
pre que la acción de amparo no se encuentre caduca.

Resultado de la doctrina que se expone, es que las Salas de este Tri-
bunal Supremo de Justicia que conocen amparos que no se han ejerci-
do conjuntamente con recursos contencioso-administrativos, remitirán
a esta Sala las acciones de amparo que venían tramitando, mientras
que la Sala Político-Administrativa y la Sala Electoral seguirán cono-
ciendo los amparos que se ejercieron o se ejerzan conjuntamente con
el recurso contencioso-administrativo o electoral de anulación de ac-
tos o contra las conductas omisivas”.

3. CARÁCTER ACCESORIO DEL AMPARO CAUTELAR

Sentencia: Nº 887, del 31-05-01
Caso: Compañía Anónima Nacional de Teléfonos de

Venezuela, (CANTV)
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“...es doctrina de este Máximo Tribunal que el amparo cautelar a que
se refiere el artículo 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos
y Garantías Constitucionales, es una pretensión accesoria del recurso
contencioso-administrativo de anulación; por ello el destino de aqué-
lla, en relación con el tribunal competente para conocer del amparo
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cautelar, se determina a través de la competencia para el conocimien-
to de la pretensión principal”.

4. COMPETENCIA

Sentencia: Nº 1.555, del 08-12-00
Caso: Yoslena Chanchamire Bastardo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“La Sala está consciente de que los órganos de la administración cen-
tral o descentralizada, al dictar actos administrativos, o realizar uno de
los supuestos del artículo 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre De-
rechos y Garantías Constitucionales, pueden lesionar derechos y ga-
rantías constitucionales de personas tanto en el Área Metropolitana
de Caracas, como en diversas partes del país.

En estos casos la infracción constitucional se reputa que ocurre en el
lugar donde se desmejora o lesiona la situación jurídica, es decir, en
el lugar donde se concreta el efecto del acto, y conforme a lo expli-
cado en este fallo, lo natural será acudir en amparo ante los Tribuna-
les de Primera Instancia de dicho lugar, o los excepcionales del
artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales.

Sin embargo, mientras no se dicten las leyes que regulen la jurisdic-
ción constitucional o la contencioso-administrativa, y a pesar de la
letra del artículo 7 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y
Garantías Constitucionales, el conocimiento de los amparos autóno-
mos afines con la materia administrativa, corresponderá en primera
instancia a los Tribunales Superiores con competencia en lo Conten-
cioso-Administrativo, que tengan competencia territorial en el lugar
donde ocurrieron las infracciones constitucionales, a pesar de que no
se trate de jueces de primera instancia. Esta determinación de compe-
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tencia se hace en aras al acceso a la justicia y a la celeridad de la
misma, evitando así, que las personas lesionadas deban trasladarse a
grandes distancias del sitio donde se concretó el hecho lesivo, a fin de
obtener la tutela constitucional. En beneficio del justiciable, si en la
localidad en que ocurrieron estas transgresiones, no existe Juez Supe-
rior en lo Contencioso-Administrativo, pero sí un Juez de Primera Ins-
tancia en lo Civil, éste podrá conocer del amparo de acuerdo con  el
procedimiento del artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo sobre
Derechos y Garantías Constitucionales. Ahora bien, si en la localidad
en que ocurrieran las transgresiones constitucionales tampoco existe
Juez de Primera Instancia en lo Civil, conocerá de manera excepcio-
nal de la acción de amparo, el juez de la localidad, y éste, de confor-
midad con el artículo 9 antes citado, lo enviará inmediatamente en
consulta obligatoria al Juez Superior en lo Contencioso-Administrati-
vo, para que se configure la primera instancia.

De las decisiones que dictaren los Tribunales, a que se refiere este
literal, basados en el artículo 9 citado, y en las situaciones allí tratadas,
corresponderá conocer en consulta a los Tribunales Superiores en lo
Contencioso-Administrativo, y de las decisiones que éstos dicten en
primera instancia, corresponderá conocer en apelación o consulta a la
Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo”.
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Título II

De la Admisibilidad

Causales de Inadmisibilidad de la Acción de Amparo
Constitucional

Artículo 6.- No se admitirá la acción de amparo:

1 CESACIÓN DE LA VIOLACIÓN O AMENAZA

Cuando hayan cesado la violación o amenaza de algún derecho o ga-
rantía constitucionales, que hubiesen podido causarla

Sentencia: Nº 1.113, del 22-06-01
Caso: Eugenio Ramón Estanga Laya
Ponente: Dr. Antonio García García

“En tal sentido, siendo la cesación una causal de inadmisión expresa-
mente contenida en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, el cual reza:
‘No se admitirá la acción de amparo: 1) Cuando hayan cesado la
violación o amenaza de algún derecho o garantía constituciona-
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les, que hubiesen podido causarla’, debe esta Sala declarar, que en
el caso de autos ha sobrevenido una causal de inadmisibilidad de la
solicitud de amparo”.

Sentencia: Nº 1.133, del 15-05-03
Caso: Alejandro Luis Luzardo González y Luis Alber-

to Arias Cobis
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Con base en el citado artículo, es evidente que en el presente caso al
dictarse la decisión cuya omisión de pronunciamiento se reclamaba,
cesó la presunta lesión y operó la causal de inadmisibilidad a que se
hizo referencia. En consecuencia, la presente acción de amparo resul-
ta manifiestamente inadmisible de conformidad con el numeral 1 del
artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, y así se declara”.

2. AMENAZAS IMPOSIBLES E IRREALIZABLES

Cuando la amenaza contra el derecho o la garantía constitucionales,
no sea inmediata, posible y realizable por el imputado

Sentencia: Nº 326, del 29-03-01
Caso: Frigoríficos Ordaz S.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Esta modalidad de amparo –en casos de amenaza–, consagrada en el
artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, requiere para su procedencia dos requisitos funda-
mentales, cuales son, la existencia de una amenaza por parte del pre-
sunto agraviante y que tal amenaza sea inminente, definida esta última
por la Real Academia Española como ‘aquello que está por suceder
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prontamente’, lo cual implica un fundado temor de que se cause un
mal pronto a ocurrir, esto es, que el acto, hecho u omisión que va a
generar tal amenaza inminente debe ya existir o al menos estar pronto
a materializarse.

En otros términos lo señala el numeral 2 del artículo 6 de la misma ley,
al indicar que la amenaza que hace procedente la acción de amparo es
aquella que sea inmediata, posible y realizable por el imputado, esta-
bleciendo al efecto que tales requisitos deben ser concurrentes, por lo
cual es indispensable –además de la inmediación de la amenaza– que
la eventual violación de los derechos alegados –que podría materiali-
zarse de no ser protegidos mediante el mandamiento que se solicita–
deba ser consecuencia directa e inmediata del acto, hecho u omisión
que constituyan el objeto de la acción; de lo cual deviene, por inter-
pretación a contrario, la improcedencia de la acción, cuando se le
imputen al supuesto agraviante resultados distintos a los que eventual-
mente pudiere ocasionar la materialización de la amenaza que vulnera-
ría los derechos denunciados, o cuando la misma no sea inmediata o
ejecutable por el presunto agraviante”.

Sentencia: Nº 1.807, del 28-09-01
Caso: Josefa Otilia Carrasquel Díaz
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“Atendiendo al criterio establecido por la Sala en el fallo parcial-
mente transcrito, para que una decisión judicial conculque el dere-
cho a la defensa y al debido proceso del accionante, deben existir
actos concretos emanados de un órgano jurisdiccional que le limiten
o impidan el ejercicio los medios de defensa procesales pertinentes,
en el marco de un juicio en el cual se ventilen pretensiones que afec-
ten o puedan afectar sus derechos e intereses legítimos. En este sen-
tido, no puede tener lugar una lesión del derecho a la defensa y al
debido proceso, cuando la supuesta vulneración de normas proce-



5 2 LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

sales, no producen un perjuicio real y efectivo de los derechos e
intereses del presunto agraviado.

Ahora bien, al tener el amparo constitucional como objeto la protec-
ción frente a las actuaciones que puedan producir lesiones, en forma
directa, sobre la esfera de garantías y derechos constitucionales del
presunto agraviado, a fin de que se restablezca por esta vía la situa-
ción jurídica infringida, es condición esencial para el ejercicio del mis-
mo que la violación o amenaza sea objetiva, real e imputable al presunto
agraviante. En este sentido, el numeral 2 del artículo 6 de la Ley Orgá-
nica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales, al es-
pecificar las causales de inadmisibilidad de la acción de amparo
establece lo siguiente:

‘Artículo 6. No se admitirá la acción de amparo:

omissis...

2.-  Cuando la amenaza contra el derecho o la garantía cons-
titucionales, no sea inmediata, posible y realizable por el
imputado; ...’

Con fundamento en todo lo anterior, la Sala juzga que en el caso sub
júdice la decisión impugnada por el accionante no es susceptible de
lesionar de manera directa e inmediata los derechos y garantías esta-
blecidos en el artículo 49 de la Constitución, ya que esto sólo es posi-
ble en el marco de un procedimiento administrativo o judicial en el
cual el agraviado tenga interés legítimo; por lo cual, no siendo la pre-
sunta agraviada parte o tercero del juicio en el cual se dictó la decisión
atacada y no evidenciándose en las actas que conforman el expediente
del caso, su interés legítimo con respecto a los efectos posibles o ac-
tuales del fallo impugnado, se concluye que la acción interpuesta re-
sultaba inadmisible de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 2 del
artículo  6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales. Así se decide”.
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3. SITUACIONES IRREPARABLES

Cuando la violación del derecho o la garantía constitucionales, consti-
tuya una evidente situación irreparable, no siendo posible el restable-
cimiento de la situación jurídica infringida

Se entenderá que son irreparables los actos que, mediante el amparo,
no puedan volver las cosas al estado que tenían antes de la violación;

Sentencia: Nº 455, del 24-05-00
Caso: Gustavo Mora
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“La acción de amparo constitucional tiene como finalidad proteger si-
tuaciones jurídicas infringidas en las cuales se encuentren envueltos
derechos constitucionales. Así, una de las características es tener una
naturaleza restablecedora y que los efectos producidos por la misma
son restitutorios, sin existir la posibilidad de que a través de ella, pue-
da crearse, modificarse o extinguirse una situación jurídica preexisten-
te, en razón de lo cual, la acción de amparo no procede cuando no
pueda restablecerse la situación jurídica infringida, esto es cuando no
puedan retrotraerse las situaciones de hecho a la condición que poseía
antes de producirse la violación denunciada.

Por ello, la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, en su artículo 6, numeral 3, dispone que esta acción
no es admisible cuando la violación del derecho o la garantía constitu-
cional constituya una evidente situación irreparable, no siendo posible
el restablecimiento de la situación jurídica infringida”.
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4. ACCIONES U OMISIONES CONSENTIDAS EN
FORMA TÁCITA O EXPRESA

Cuando la acción u omisión, el acto o la resolución que violen el dere-
cho o la garantía constitucionales hayan sido consentidos expresa o
tácitamente, por el agraviado, a menos que se trate de violaciones que
infrinjan el orden público o las buenas costumbres

Se entenderá que hay consentimiento expreso, cuando hubieren trans-
currido los lapsos de prescripción establecidos en leyes especiales o,
en su defecto, seis (6) meses después de la violación o la amenaza al
derecho protegido.

El consentimiento tácito es aquel que entraña signos inequívocos de
aceptación.

Sentencia: Nº 778, del 25-07-00
Caso: Todo Metal C.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Como es bien sabido y ha sido confirmado por jurisprudencia reite-
rada de la Sala, la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales dispone en el numeral 4 del artículo 6, que a falta
de lapso de caducidad especial, o que se trate de una lesión al orden
público o las buenas costumbres que sea de gravísima entidad, se en-
tiende que el agraviado otorga su consentimiento expreso a la presun-
ta violación a sus derechos y garantías constitucionales, al transcurrir
seis meses a partir del instante en que el accionante se halle en cono-
cimiento de la misma”.
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4.1 EXCEPCIÓN: CUANDO SE TRATE DE UNA CONDUCTA
OMISIVA

Sentencia: Nº 2.713, del 18-12-01
Caso: Aguas Industriales de José, C.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Al respecto, se observa que si bien es cierto que en el caso de
autos, ha transcurrido con creces el lapso establecido en el artículo
6, numeral 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales, considera esta Sala que en los casos de
conductas omisivas por parte de los Órganos Judiciales encargados
de administrar justicia, no opera la referida causal de inadmisibili-
dad, por cuanto, las omisiones judiciales lesivas de los derechos y
garantías constitucionales, resultan persistentes en el tiempo, mien-
tras no se cumpla la actuación judicial de pronunciamiento a que
está llamado el órgano jurisdiccional que tiene el conocimiento del
proceso. De no ser así, ello incidiría negativamente en el derecho a
una tutela judicial efectiva consagrada en la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela”.

4.2 EXCEPCIÓN: CUANDO ESTÉ INVOLUCRADO EL ORDEN
PÚBLICO

Sentencia: Nº 150, del 24-03-00
Caso: José Gustavo Di Mase Urbaneja y Carmen Eli-

sa Sosa Pérez
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Establecido que el término del numeral 4 del artículo 6 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales es
de caducidad, lo que ya ha reconocido esta Sala en otras decisiones
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con ponencia del Magistrado José Delgado Ocando, al no tener la
acción de amparo contra la sentencia del Tribunal Superior de Salva-
guarda norma expresa de caducidad, a partir de la fecha de publica-
ción de dicho fallo, comenzó a correr el término de seis (6) meses
para intentar el amparo.

Tal término no corre (no es que se suspenda o se interrumpa), sino
que no nace, cuando las violaciones que contiene la decisión impugna-
da son contrarias al orden público o a las buenas costumbres, de acuer-
do con el citado numeral 4 del artículo 6”.

4.3 EXCEPCIÓN: CUANDO SE DESCONOCE CUÁNDO
COMENZÓ LA LESIÓN

Sentencia: Nº 862, del 28-07-00
Caso: Ramón Octavio Hurtado, Luis Pérez Montiel,

Juan Salazar y Eloy Romero
Ponente: Dr. Moisés Troconis Villarreal

“La Sala observa que la omisión de pronunciamiento sobre la solicitud
de regulación de competencia, así como la remisión del expediente a
un tribunal cuya sede se halla fuera del lugar del domicilio de las par-
tes, sin haberse proveído sobre aquella solicitud, aunado a la ausencia
en autos de elementos demostrativos de la fecha en que los accionan-
tes tomaron de nuevo conocimiento del expediente, impiden estable-
cer con certeza que se haya producido la caducidad de la acción de
amparo, puesto que no es posible fijar con seguridad el punto de par-
tida del lapso previsto en el artículo 6, numeral 4, de la Ley Orgánica
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

En las circunstancias expuestas, y vista la necesidad de juzgar pro
actione, es decir, de tutelar con preferencia el derecho fundamental
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de acceso a la Jurisdicción, debe admitirse la presente acción de am-
paro constitucional”.

5. UTILIZACIÓN DE LAS VÍAS JUDICIALES
ORDINARIAS

Cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales
ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes. En tal
caso, al alegarse la violación o amenaza de violación de un derecho
o garantía constitucionales, el Juez deberá acogerse al procedimien-
to y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la
presente Ley, a fin de ordenar la suspensión provisional de los efec-
tos del acto cuestionad.

Sentencia: Nº 778, del 25-07-00
Caso: Todo Metal C.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“...la causal de inadmisibilidad prevista en el numeral 5 del artículo 6
de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales, sólo procede cuando fue el mismo accionante quien con an-
terioridad a la acción de amparo ejerció un medio procesal ordinario
contra la decisión accionada, y no cuando quien ejerció ese medio
procesal fue un sujeto procesal distinto, como la contraparte o un ter-
cero coadyuvante con interés en el proceso”.
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Sentencia: Nº 2.077, del 21-08-02
Caso: José Antonio García García
Ponente: Dr. Antonio García García

“...si bien es cierto que esta Sala ha indicado en reiteradas oportuni-
dades que la acción de amparo no procede cuando existan medios
ordinarios capaces de tutelar los derechos señalados como infringi-
dos, también es cierto que la Sala, en esas mismas ocasiones, ha seña-
lado  que  el  accionante  está  habilitado  para  acudir  al  amparo
constitucional cuando tales medios resultan inapropiados y menos ex-
peditos para la protección constitucional invocada”...

Sentencia: Nº 2.369, del 23-11-01
Caso: Parabólicas Service’s Maracay, C.A.
Ponente: José M. Delgado Ocando

“…la Sala estima pertinente señalar que la norma prevista en el artícu-
lo 6, numeral 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y
Garantías Constitucionales, consagra simultáneamente el supuesto de
admisibilidad e inadmisibilidad de la acción de amparo.

Así, en primer término, se consagra claramente la inadmisión de la
acción cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías ordina-
rias o a los medios judiciales preexistentes, sobre el fundamento de
que todo juez de la República es constitucional y, a través del ejercicio
de los recursos que ofrece la jurisdicción ordinaria, se pueda alcanzar
la tutela judicial efectiva de derechos o garantías constitucionales.

No obstante, la misma norma es inconsistente, cuando consagra que,
en el caso de la opción por la vía ordinaria, si se alega violación o
amenaza de violación de un derecho o garantía constitucionales, la
acción de amparo será admisible, caso en el cual el juez deberá aco-
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gerse al procedimiento y a los lapsos previstos en los artículos 23,
24 y 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, y su decisión versará exclusivamente sobre la sus-
pensión o no, de manera provisional, sobre el acto cuestionado de
inconstitucionalidad.

En otras palabras, la acción de amparo es inadmisible cuando el agra-
viado haya optado por recurrir a vías ordinarias o hecho uso de los
medios judiciales preexistentes; por argumento a contrario es admisi-
ble, entonces, si el agraviado alega injuria constitucional, en cuyo caso
el juez debe acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en
los artículos 23, 24 y 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, a fin de ordenar la suspensión pro-
visional de los efectos del acto cuestionado. Ahora bien, para que el
artículo 6.5 no sea inconsistente es necesario, no sólo admitir el am-
paro en caso de injuria inconstitucional, aun en el supuesto de que el
agraviado haya optado por la jurisdicción ordinaria, sino también in-
admitirlo si éste pudo disponer de recursos ordinarios que no ejerció
previamente. De otro modo, la antinomia interna de dicho artículo au-
torizaría al juez a resolver el conflicto de acuerdo con las técnicas
integrativas de que dispone el intérprete (H. Kelsen, Teoría Pura del
Derecho, Buenos Aires, Eudeba, 1953, trad. de Moisés Nilve)”.

Sentencia: Nº 1.496, del 13-08-01
Caso: Gloria América Rangel Ramos
Ponente: José M. Delgado Ocando

“En consecuencia, es criterio de esta Sala, tejido al hilo de los razona-
mientos precedentes, que la acción de amparo constitucional opera
bajo las siguientes condiciones:

a) Una vez que los medios judiciales ordinarios han sido agotados y la
situación jurídico-constitucional no ha sido satisfecha; o
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b) Ante la evidencia de que el uso de los medios judiciales ordinarios,
en el caso concreto y en virtud de su urgencia, no dará satisfacción a
la pretensión deducida.

La disposición del literal a), es bueno insistir, apunta a la comprensión
de que el ejercicio de la tutela constitucional por parte de todos los
jueces de la República, a través de cualquiera de los canales procesa-
les dispuestos por el ordenamiento jurídico, es una característica in-
manente al sistema judicial venezolano; por lo que, en consecuencia,
ante la interposición de una acción de amparo constitucional, los tribu-
nales deberán revisar si fue agotada la vía ordinaria o fueron ejercidos
los recursos, que de no constar tales circunstancias, la consecuencia
será la inadmisión de la acción, sin entrar a analizar la idoneidad del
medio procedente, pues el carácter tuitivo que la Constitución atribuye
a las vías procesales ordinarias les impone el deber de conservar o res-
tablecer el goce de los derechos fundamentales, por lo que bastaría con
señalar que la vía existe y que su agotamiento previo es un presupuesto
procesal a la admisibilidad de la acción de amparo.

La exigencia del agotamiento de los recursos a que se refiere el aludi-
do literal a), no tiene el sentido de que se interponga cualquier recurso
imaginable, sino sólo los que permitan reparar adecuadamente lesio-
nes de derechos fundamentales que se denuncian. No se obliga, pues,
a utilizar en cada caso todos los medios de impugnación que puedan
estar previstos en el ordenamiento procesal, sino tan sólo aquellos
normales que, de manera clara, se manifiesten ejercitables y razona-
blemente exigibles. En consecuencia, por ejemplo, ante el agotamien-
to de la doble instancia en un juicio civil, el actor tendrá la posibilidad
de recurrir en casación o en amparo constitucional, pues es sabido
que aquélla constituye una vía extraordinaria de revisión.

De cara al segundo supuesto, relativo a que la acción de amparo pue-
de proponerse inmediatamente, esto es, sin que hayan sido agotados
los medios o recursos adjetivos disponibles, el mismo procede cuan-
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do se desprenda de las circunstancias fácticas o jurídicas que rodean
la pretensión, que el uso de los medios procesales ordinarios resulta
insuficiente al restablecimiento del disfrute del bien jurídico lesionado.

Alguna de tales circunstancias podría venir dada cuando, por ejem-
plo, la pretensión de amparo exceda del ámbito intersubjetivo para
afectar gravemente al interés general o el orden público constitucional;
en caso de que el recurrente pueda sufrir una desventaja inevitable o
la lesión devenga irreparable por la circunstancia de utilizar y agotar la
vía judicial previa (lo que no puede enlazarse el hecho de que tal vía
sea costosa o menos expedita que el procedimiento de amparo); cuando
no exista vía de impugnación contra el hecho lesivo, o ésta sea de
imposible acceso; cuando el peligro provenga de la propia oscuridad
o complejidad del ordenamiento procesal; o ante dilaciones indebidas
por parte los órganos judiciales, tanto en vía de acción principal como
en vía de recurso.

Debe recordarse, no obstante, que el concepto de proceso sin dila-
ciones indebidas es un concepto jurídico indeterminado, cuyo conte-
nido concreto deberá  ser obtenido mediante  la aplicación,  a  las
circunstancias específicas de cada caso, de los criterios objetivos que
sean congruentes con su enunciado genérico. Podrían identificarse,
como ejemplo, de tales criterios objetivos: la complejidad del litigio,
los márgenes ordinarios de duración de los litigios del mismo tipo, la
conducta procesal del interesado y de las autoridades implicadas y las
consecuencias que de la demora se siguen para los litigantes. Así pues,
criterios de razonabilidad pesarán sobre la decisión que se tome en
cada caso concreto”.
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Sentencia: Nº 1.809, del 28-09-01
Caso: Circuito Teatral de Los Andes, C.A.
Ponente: José M. Delgado Ocando

“La Sala ha afirmado que al Poder Judicial le cumple hacer efectivo,
conforme lo ordena el artículo 26 constitucional, el derecho que tienen
todas las personas de acceder a los órganos de administración de jus-
ticia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o
difusos, a través de una tutela efectiva de los mismos, sin dilaciones
indebidas. Ello se traduce, a la luz del carácter vinculante de la Cons-
titución, en que todos los órganos judiciales devienen tutores de los
derechos fundamentales, esto es, les corresponde ejercer sus atribu-
ciones en orden a un goce efectivo por las personas de los bienes que
la comunidad política ha elevado a rango constitucional.

Luego, resulta congruente con este análisis que la específica acción de
amparo constitucional, a que se contrae el inciso segundo del artículo
27 de la Carta Magna, opere bajo las siguientes condiciones:

a) Una vez que los medios judiciales ordinarios han sido agotados y la
situación jurídico-constitucional no ha sido satisfecha; o

b) Ante la evidencia de que el uso de los medios judiciales ordinarios,
en el caso concreto y en virtud de su urgencia, no dará satisfacción a
la pretensión deducida.

La disposición del literal a) apunta a la comprensión de que el ejerci-
cio de la tutela constitucional por parte de todos los jueces de la Re-
pública, a través de cualquiera de los canales procesales dispuestos
por el ordenamiento jurídico, es una característica inmanente al siste-
ma judicial venezolano. De tal suerte, que ante la interposición de una
acción de amparo constitucional, los tribunales deberán revisar si fue
agotada la vía ordinaria o fueron ejercidos los recursos que, de no
constar tales circunstancias, la consecuencia será la inadmisión de la
acción, sin entrar a analizar la idoneidad del medio procedente, pues
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el carácter tuitivo que la Constitución atribuye a las vías procesales
ordinarias les impone el deber de conservar o restablecer el goce de
los derechos fundamentales, por lo que bastaría con señalar que la vía
existe y que su agotamiento previo es un presupuesto procesal a la
admisibilidad de la acción de amparo.

La exigencia del agotamiento de los recursos a que se refiere el aludi-
do literal a), no tiene el sentido de que se interponga cualquier recurso
imaginable, sino sólo los que permitan reparar adecuadamente lesio-
nes de derechos fundamentales que se denuncian. No se obliga, pues,
a utilizar en cada caso todos los medios de impugnación que puedan
estar previstos en el ordenamiento procesal, sino tan sólo aquellos
normales que, de manera clara, se manifiesten ejercitables y razona-
blemente exigibles. En consecuencia, por ejemplo, ante el agotamien-
to de la doble instancia en un juicio civil, el actor tendrá la posibilidad
de recurrir en casación o en amparo constitucional, pues es sabido
que aquélla constituye una vía extraordinaria de revisión.

De cara al segundo supuesto, relativo a que la acción de amparo pue-
de proponerse inmediatamente, esto es, sin que hayan sido agotados
los medios o recursos adjetivos disponibles, el mismo procede cuan-
do se desprenda de las circunstancias fácticas o jurídicas que rodean
la pretensión, que el uso de los medios procesales ordinarios resulta
insuficiente al restablecimiento del disfrute del bien jurídico lesionado.

Alguna de tales circunstancias podría venir dada cuando, por ejem-
plo, la pretensión de amparo exceda del ámbito intersubjetivo para
afectar gravemente al interés general o el orden público constitucional;
en caso de que el recurrente pueda sufrir una desventaja inevitable o
la lesión devenga irreparable por la circunstancia de utilizar y agotar la
vía judicial previa (lo que no puede enlazarse al hecho de que tal vía
sea costosa o menos expedita que el procedimiento de amparo); cuando
no exista vía de impugnación contra el hecho lesivo, o ésta sea de
imposible acceso; cuando el peligro provenga de la propia oscuridad
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o complejidad del ordenamiento procesal; o ante dilaciones indebidas
por parte de los órganos judiciales, tanto en vía de acción principal
como en vía de recurso”.

Sentencia: Nº 939, del 09-08-00
Caso: Stefan Mar C.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“En este contexto es menester indicar que la postura que sirve de fun-
damento al fallo apelado ha sido corregida progresivamente por esta
Sala hasta el punto de considerar que la parte actora puede optar
entre el ejercicio de la acción de amparo y la vía de impugnación ordi-
naria (vid sentencia de fecha 15 de febrero de 2000 entre otras); no
obstante, para ello debe poner en evidencia las razones por las cuales
decidió hacer uso de esta vía –amparo–, ya que de lo contrario se
estarían atribuyendo a este medio procesal los mismos propósitos que
el recurso de apelación, lo cual no ha sido en ningún momento la inten-
ción del legislador. Ahora bien, en el presente caso la empresa accio-
nante no ha expuesto motivo alguno que permita a esta Sala llegar al
convencimiento de que el medio idóneo para lograr una efectiva tutela
judicial era el amparo, en razón de lo cual, la acción propuesta debe
desestimarse por cuanto la accionante no agotó la vía ordinaria, de
conformidad con el numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales”.

Sentencia: Nº 848, del 28-07-00
Caso: Luis Alberto Baca
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“...debe puntualizar esta Sala cuál es el verdadero alcance de la causal
de inadmisibilidad del numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que reza: “cuan-
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do el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales ordi-
narias o haya hecho uso de los medios judiciales preexistentes”, ya
que  puede  pensarse  que  tal  causal  colide  con  lo  antes  expuesto.

Entiende este supuesto la Sala, en el sentido de que sobre el mismo
tema del amparo exista un juicio en curso diverso al del amparo, ya
que ello significa que el accionante no consideraba de carácter inme-
diato la lesión de su situación jurídica; o que haya usado otros medios
judiciales para reparar su situación, como pedir al juez de la causa la
aplicación del control difuso de la constitucionalidad. Cuando esto
ocurra, el lesionado no tiene derecho al amparo, ya que él ha conside-
rado que la vía utilizada es de igual entidad que la del amparo para
obtener la reparación de su situación jurídica.

Su opción al amparo renacería, si tal reparación no puede lograrla en
tiempo breve, pero es de anotar que mientras no se cumplan los lap-
sos procesales establecidos en las leyes, no puede en estos casos ar-
güirse la dilación indebida, ya que el legislador, al crear los lapsos y
términos procesales, lo hizo en el entendido de que ellos eran los ne-
cesarios y concretos para una buena administración de justicia”.

6. DECISIONES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
(TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA)

Cuando se trate de decisiones emanadas de la Corte Suprema de Justicia

Sentencia: Nº 694, del 07-04-03
Caso: Joaquín Eduardo Oliveira Peña
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“...Al respecto, esta Sala observa que, el numeral 6 del artículo 6 de
la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales establece lo siguiente:
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Artículo 6.- ‘No se admitirá la acción de amparo:

...omissis...

6.- Cuando se trate de decisiones emanadas de la Corte Su-
prema de Justicia’.

De conformidad con la norma antes transcrita y de la jurisprudencia
aceptada pacíficamente por la extinta Corte Suprema de Justicia y por
este Tribunal Supremo de Justicia (caso: Isabel Valdivia Rivera, del
23 de marzo de 2001), no es posible el ejercicio de la acción de am-
paro constitucional en contra de las decisiones u omisiones de la ex-
tinta Corte Suprema de Justicia, hoy Tribunal Supremo de Justicia.
Como se observa, existe una prohibición expresa de la ley que rige la
materia del amparo constitucional, del ejercicio de tal acción en con-
tra de las sentencias, actuaciones u omisiones de alguna de las Salas
de este máximo organismo jurisdiccional, la cual la hace inadmisible, y
así se declara”.

Sentencia: Nº 1.589, del 09-07-02
Caso: Juan Arias, Rosendo Vera y otros
Ponente: Dr. Antonio García García

“Con relación a lo planteado, ya esta Sala se ha pronunciado reite-
radamente al respecto, y, en cuanto a las decisiones de las otras
Salas de este Tribunal ha señalado que es inadmisible cualquier de-
manda, incluyendo la acción de amparo constitucional, contra cual-
quier tipo de sentencia dictada por ellas, con excepción del proceso
de revisión extraordinario establecido en el artículo 336.10 de la
Constitución vigente”.
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Sentencia: Nº 25, del 23-01-02
Caso: María Josefina Hernández Marsán
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

7. LA ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL
DURANTE LA SUSPENSIÓN O RESTRICCIÓN DE
GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

En caso de suspensión de derechos y garantías constitucionales con-
forme al artículo 241 de la Constitución, salvo que el acto que se im-
pugne no tenga relación con la especificación del decreto de suspensión
de los mismos

Artículo 27 de la Constitución de la República
Bolivariana de Venezuela:

“Toda persona tiene derecho a ser amparada por los tribunales en el
goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales...

El ejercicio de este derecho no puede ser afectado, en modo alguno,
por la declaración del estado de excepción o de la restricción de ga-
rantías constitucionales”.

8. ACCIONES DE AMPARO PENDIENTES POR DECISIÓN,
EJERCIDAS EN IGUALES CIRCUNSTANCIAS

Cuando esté pendiente de decisión una acción de amparo ejercida
ante un Tribunal en relación con los mismos hechos en que se hubiese
fundamentado la acción propuesta.
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Sentencia: Nº 2, del 20-01-00
Caso: Domingo Gustavo Ramírez Monja
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Al respecto, el numeral 8 del artículo 6º de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales –el cual tiene como
finalidad evitar que se produzcan fallos contradictorios– prevé la si-
guiente causal de inadmisibilidad:

 ‘6.- No se admitirá acción de amparo:

...omissis...

8.- Cuando esté pendiente de decisión una acción de ampa-
ro ejercida ante un Tribunal en relación con los mismos he-
chos en que se hubiese fundamentado la acción propuesta’.

Ahora bien, la norma antes transcrita establece como presupuesto para
su aplicación el que los amparos constitucionales ejercidos con ante-
rioridad se refieran a los mismos hechos por los cuales se intenta la
nueva demanda.

Además de lo anterior, es menester que la acción interpuesta ante el
otro Tribunal aún no haya sido decidida, en otros términos ‘que esté
pendiente de decisión’”.

Sentencia: Nº 1.614, del 29-08-01
Caso: Soportes Eléctricos (SOPELCA), C.A.
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Esta causal no sólo se da cuando la acción esté pendiente de deci-
sión, en sentido estricto, sino con mayor razón a fortiori cuando la
acción de amparo pendiente de decisión sea sentenciada. En efecto,
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en tal caso habría cosa juzgada formal, con base en lo dispuesto en el
artículo 36 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales, que a la letra dice ‘La sentencia firme de ampa-
ro producirá efectos jurídicos respecto al derecho o garantía objeto
del proceso, sin perjuicio de las acciones o recursos que legalmente
correspondan a las partes’.

Es decir, en suma, que en el presente caso vuelve a replantearse una
acción de amparo que versa sobre el mismo objeto, que denunció
las mismas infracciones, que se basó en los mismos objetivos y fun-
damentaciones y que giró en relación con idéntico objeto al ante-
riormente intentado.

Ante tal constatación es evidente que en el supuesto de que el primer
amparo se encuentre decidido con sentencia firme al momento de pu-
blicarse el presente fallo, si bien no estaría pendiente de decisión, se
impondría la fuerza de la cosa juzgada para impedir que sea senten-
ciada por esta Sala, ya que la cuestión debatida posee la misma iden-
tidad subjetiva y objetiva. Por los argumentos expuestos en este
numeral, esta acción debe declararse inadmisible, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 6, numeral 8 de la Ley Orgánica de Amparo
sobre Derechos y Garantías Constitucionales; y así se decide”.
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Título III

De la Competencia

De la competencia

Artículo 7.- Son competentes para conocer de la acción de amparo,
los Tribunales de Primera Instancia que lo sean en la materia afín con
la naturaleza del derecho o de la garantía constitucionales violados o
amenazados de violación, en la jurisdicción correspondiente al lugar
donde ocurrieren el hecho, acto u omisión que motivaren la solicitud
de amparo.

En caso de duda, se observarán en lo pertinente las normas sobre
competencia en razón de la materia.

Si un Juez se considerare incompetente, remitirá las actuaciones inme-
diatamente al que tenga competencia.

Del amparo de la libertad y seguridad personales conocerán los Tri-
bunales de Primera Instancia en lo Penal, conforme al procedimiento
establecido en esta Ley.
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1.  COMPETENCIA POR LA MATERIA

Sentencia: Nº 1, del 20-01-00
Caso: Emery Mata Millán
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Corresponde a los Tribunales de Primera Instancia de la materia re-
lacionada o afín con el amparo, el conocimiento de los amparos que
se interpongan, distintos a los expresados en los números anteriores,
siendo los Superiores de dichos Tribunales quienes conocerán las ape-
laciones y consultas que emanen de los mismos, de cuyas decisiones
no habrá apelación ni consulta”.

Sentencia: Nº 26, del 25-01-01
Caso: José Candelario Casu, Adán Díaz Morles

y otros
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“En lo que concierne a la competencia por razón de la materia, la disposi-
ción consagrada en el artículo 7 de la citada Ley Orgánica ordena poner,
en relación de afinidad o proximidad, dos elementos: la materia de com-
petencia del tribunal, especial u ordinaria, y la naturaleza del derecho o de
la garantía constitucional violada o amenazada de violación.

La materia de competencia alude al complejo de relaciones, situacio-
nes y estados jurídicos disciplinados por un ordenamiento particular,
cuyo conocimiento atribuye la ley, en caso de controversia, a determi-
nado tribunal o a determinada categoría de tribunales. A este propósi-
to, la Ley Orgánica del Poder Judicial distingue entre las materias civil,
mercantil, penal, laboral, de menores, militar, política, administrativa y
fiscal, identificando las tres primeras como la materia ordinaria y las
demás como la materia especial.
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Por su parte, la naturaleza del derecho o garantía constitucional alude
únicamente a su ubicación en el contexto del ordenamiento particular
que constituye su fuente básica de regulación.

A la vez, la Constitución de la República, en el Título relativo a los
derechos humanos y garantías, distingue entre derechos civiles, políti-
cos, sociales y de las familias, culturales y educativos, económicos, de
los pueblos indígenas y ambientales.

Así, la denominación de las materias no guarda correspondencia con
la de los derechos.

Además, existen derechos –tales como los de libertad e igualdad– que
la Constitución no clasifica, y otros respecto a los cuales puede existir
una pluralidad de materias afines.

Estas razones, y otras vinculadas con las múltiples asociaciones y re-
laciones de dependencia que pueden establecerse entre los derechos
y garantías constitucionales, hacen que el criterio rector no sea el de la
pertenencia del derecho a determinada materia, sino el de la afinidad
de ésta con aquél.

Ello hace posible igualmente que, tratándose de derechos o garantías
que guarden vínculo de afinidad con una pluralidad de materias, los
tribunales que conozcan de éstas se afirmen todos igualmente compe-
tentes, caso en el cual habrá lugar a hacer uso, a título de elemento
auxiliar de valoración, de la naturaleza de la relación, situación o esta-
do jurídico in concreto a que corresponda el derecho o garantía de
que se trate.

Sin embargo, cuando la materia penal guarde afinidad con el derecho
o garantía constitucional violado o amenazado de violación, deberá
aplicarse la regla expresa de competencia que, por razón de la materia
y de la función, consagra el Código Orgánico Procesal Penal: en efec-
to, de conformidad con la disposición prevista en su artículo 60, ordi-
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nal 4°, primer aparte, cuando el derecho o garantía se refiera a la
libertad y seguridad personales, el tribunal competente será el penal
de control, salvo que el agravio se impute al hecho, acto u omisión
proveniente de un Tribunal, en ejercicio de su potestad jurisdiccional,
caso en el cual la competencia habrá de determinarse de conformidad
con la disposición prevista en el artículo 4 de la Ley Orgánica de
Amparo; a la vez, en el caso de que, existiendo afinidad entre la com-
petencia penal y el derecho o garantía violado o amenazado de viola-
ción, éste no se refiera a la libertad y seguridad personales, el tribunal
competente será el penal de juicio unipersonal, a tenor de la disposi-
ción contemplada en el artículo 60, encabezamiento del ordinal 4°, del
Código Orgánico Procesal Penal.

Asimismo, cuando el derecho o garantía sea de alcance procesal y su
violación o amenaza de violación ocurra en el curso de un proceso
determinado, el tribunal competente será el de dicho proceso, salvo
que la violación o amenaza se impute al juez de la causa, caso en el
cual el competente será el superior que corresponda”.

Sentencia: Nº 1.555, del 08-12-00
Caso: Yoslena Chanchamire Bastardo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Desde esta visión, tendiente a evitar en lo posible que se siga violan-
do la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales, en detrimento del justiciable, esta Sala como complemento
de su fallo del 20 de enero de 2000 (caso Emery Mata Millán), donde
se reguló la competencia, establece:

A) Excepto lo dispuesto en el literal D) de este fallo (infra), los ampa-
ros, conforme al artículo 7 eiusdem, se incoarán ante el juez de Pri-
mera Instancia con competencia sobre los derechos subjetivos a que
se refiere la situación jurídica infringida, en el lugar donde ocurrieron
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los hechos. Este puede ser un Tribunal de Primera Instancia, si fuere el
caso, de una jurisdicción especial, contemplada en la Ley Orgánica
del Poder Judicial o en otras leyes, o que se creare en el futuro, pero
si la situación jurídica infringida no es afín con la especialidad de dicho
juez de Primera Instancia, o su naturaleza es de derecho común, co-
nocerá en primera instancia constitucional el Juez de Primera Instancia
en lo Civil, siempre que no se trate del supuesto planteado en el literal
D) del presente fallo.

2.  COMPETENCIA POR EL TERRITORIO

Sentencia: Nº 26, del 25-01-01
Caso: José Candelario Casu, Adán Díaz Morles y

otros
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“En lo que concierne a la competencia por razón del territorio, la dis-
posición consagrada en el artículo 7 de la Ley Orgánica de Amparo
señala que el tribunal competente es el que se halla en la jurisdicción
correspondiente al lugar donde ocurrió el hecho, acto u omisión que
dio lugar al agravio.

Por tanto, salvo el fuero exclusivo del Tribunal Supremo de Justicia,
en Sala Constitucional, el Tribunal competente será el de Primera Ins-
tancia, sito en la circunscripción correspondiente al lugar del hecho
constitutivo del agravio.

Ahora bien, caso que el hecho en referencia se produzca en lugar donde
no funcionen Tribunales de Primera Instancia, la acción de amparo
podrá ejercerse ante cualquier Juez de la localidad, de conformidad
con la disposición prevista en el artículo 9 eiusdem.
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La Sala entiende por localidad el municipio en cuyo ámbito territorial
se halla la ciudad, población o caserío donde tiene su sede el Tribunal
de Primera Instancia.

Así, en el caso de los Tribunales que se hallan organizados en circuns-
cripciones judiciales ordinarias, el conocimiento de la causa de ampa-
ro constitucional corresponderá al Tribunal de Primera Instancia que,
provisto de competencia en la materia especial u ordinaria de que se
trate, tenga su sede en el citado lugar.

Si el Tribunal de Primera Instancia, sito en la localidad, no se halla pro-
visto de competencia en la materia especial de que se trate, su conoci-
miento corresponderá al Tribunal de Derecho Común, cual es el de
Primera Instancia en lo Civil. Y si la causa es afín a la materia ordinaria,
su conocimiento corresponderá también a este último Tribunal.

De no existir Tribunal de Primera Instancia en la localidad, la acción
podrá ser ejercida ante el respectivo Tribunal de Municipio.

La disposición prevista en el citado artículo 9 señala también que, de
ejercerse la acción en lugar donde no funcionen Tribunales de Primera
Instancia, el Juez de la localidad decidirá conforme a lo establecido en
la Ley y, dentro de las veinticuatro horas siguientes, enviará la decisión
provisional en consulta al Tribunal de Primera Instancia competente.

La Sala interpreta que la citada potestad decisoria alcanza al dictado
de un mandamiento provisional de amparo, si fuere el caso. Sometida
a consulta dicha providencia, ante el Tribunal de Primera Instancia
competente ratione materiae, cuyo ámbito de competencia territorial
abarque el lugar donde ocurrió o se produjo el hecho constitutivo del
agravio, éste dictará la sentencia definitiva, cuyo pronunciamiento ago-
tará la primera instancia.

La Sala interpreta igualmente, guiada por la garantía constitucional de
la justicia accesible, que se trata de fueros concurrentes, de modo
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que, de no hallarse en la localidad el Tribunal de Primera Instancia
competente, el accionante podrá optar entre acudir a este último, aun-
que se encuentre fuera de la localidad, o ante el Tribunal de Municipio
que autoriza la disposición prevista en el artículo 9 de la citada Ley
Orgánica de Amparo.

La consulta o apelación contra la sentencia definitiva, cuyo pronuncia-
miento agote la primera instancia, será de conocimiento del respectivo
Tribunal Superior, competente en materia especial u ordinaria, de con-
formidad con la disposición prevista en el artículo 35 eiusdem”.

3. COMPETENCIA DE LA CORTE PRIMERA DE LO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Sentencia: Nº 1.562, del 09-07-02
Caso: Sistemas Gerenciales, C.A.
Ponente: José M. Delgado Ocando

“…estarían comprendidas dentro del ámbito de competencia de la
Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, por la afinidad con
la materia contencioso-administrativa que subyazca tras la solicitud de
tutela constitucional, las acciones de esta naturaleza propuestas con-
tra actos materiales imputables a las siguientes personas jurídicas es-
tatales: A) Órganos públicos integrados a la Administración Pública
Nacional Centralizada, distintos al Presidente de la República, Vice-
presidente de la República y Ministros. B) Personas jurídico-estatales
de carácter no territorial con forma de derecho público, integradas
por: a) Establecimientos públicos institucionales (Institutos Autóno-
mos); b) Establecimientos públicos corporativos (Universidades, Co-
legios Profesionales y Academias); c) Establecimientos públicos
asociativos. C) Personas jurídicas estatales de carácter no territorial
con forma de derecho privado, de las cuales forman parte: a) las So-
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ciedades Mercantiles de capital público (Empresas del Estado); b)
Asociaciones Civiles del Estado; y c) Fundaciones del Estado”.

4. COMPETENCIA DE LA SALA ELECTORAL

Sentencia: Nº 1.555, del 08-12-00
Caso: Yoslena Chanchamire Bastardo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Corresponderá a la Sala Electoral el conocimiento de las acciones de
amparo autónomo que se interpongan contra actos, actuaciones u
omisiones sustancialmente electorales de los titulares de los órganos
administrativos, distintos a los enumerados en el artículo 8 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, o
de los órganos constitucionales equivalentes a los mismos”.

Sentencia: Nº 946 del 01-06-01
Caso: Pedro Navarro Martínez
Ponente: José M. Delgado Ocando

“…esta Sala ha resuelto que las acciones de amparo constitucional
deducidas respecto a actos, actuaciones u omisiones generadas por
organismos públicos en función electoral u otros agentes que partici-
pen de algún modo en el hecho electoral, distintas a las dirigidas con-
tra las máximas autoridades del Consejo Nacional Electoral, serán
resueltas por la Sala Electoral de este Máximo Tribunal, hasta tanto
sea dictada la Ley que estructure la jurisdicción contencioso-electo-
ral. De allí que dicha Sala resulta a su vez cualificada para resolver los
conflictos de competencia a que se refiere el artículo 12 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales,
cuando la denuncia se relacione con el hecho electoral”.
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5. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES
EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Sentencia: Nº 112, del 06-02-01
Caso: Aeropostal Alas de Venezuela C.A.
Ponente: José M. Delgado Ocando

“Como es evidente, no existen Tribunales de Primera Instancia con
competencia contencioso-administrativa. Ante esta situación esta Sala
ha determinado, en consonancia con la jerarquía de los intereses a
cuya protección está destinada la acción de amparo, que en aras de
propiciar el acceso expedito a la justicia y la celeridad de la misma, en
aquellas localidades donde funcionen Tribunales Superiores en lo Con-
tencioso-Administrativo, hasta tanto se cree la jurisdicción contencio-
so-administrativa con todo rigor, éstos conocerán en primera instancia
de las acciones de amparo cuando la situación, estado o relación res-
pecto a los cuales se suscitó el agravio es de naturaleza administrativa,
o, en segundo lugar, cuando el acto lo hubiere dictado un ente en fun-
ción administrativa. De las consultas o apelaciones de dichas decisio-
nes,  conocerá  en  alzada  la  Corte  Primera  de  lo  Contencioso
Administrativo. “

Competencia de la Corte Suprema de Justicia
(Sala Constitucional)

Artículo 8.- La Corte Suprema de Justicia conocerá, en única instancia y
mediante aplicación de los lapsos y formalidades previstos en la Ley, en la
sala de competencia afín con el derecho o garantía constitucionales viola-
dos o amenazados de violación, de las acciones de amparo contra los
hechos, actos y omisiones emanados del Presidente de la República, de
los Ministros, del Consejo Supremo Electoral y demás organismos elec-
torales del país, del Fiscal General de la República, del Procurador Gene-
ral de la República o del Contralor General de la República.
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1. COMPETENCIA DE LA SALA CONSTITUCIONAL

Sentencia: Nº 1, del 20-01-00
Caso: Emery Mata Millán
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Corresponde a la Sala Constitucional, por su esencia, al ser la máxi-
ma protectora de la Constitución y además ser el garante de la supre-
macía y efectividad de las normas y principios constitucionales, de
acuerdo con el artículo 335 de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, el conocimiento directo, en única instancia, de las
acciones de amparo a que se refiere el artículo 8 de la Ley Orgánica
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, incoadas
contra los altos funcionarios a que se refiere dicho artículo, así como
contra los funcionarios que actúen por delegación de las atribuciones
de los anteriores”.

2. CARÁCTER ENUNCIATIVO DEL ARTÍCULO 8

Sentencia: Nº 132, del 17-03-00
Caso: El Botón de Oro y otros
Ponente: Dr. Héctor Peña Torrelles

“...el fuero atrayente contenido en el artículo 8 de la Ley Orgánica
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, para co-
nocer de las acciones de amparo constitucional que se interpongan
en contra de altos funcionarios del Poder Público, tiene su funda-
mento en razón de la importancia y trascendencia política que pueda
derivarse de las acciones de amparo constitucionales que se inter-
pongan en contra de los actos u omisiones de estos funcionarios,
explanados en forma enunciativa en el referido artículo.
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De tal manera, que todas las acciones que se intenten contra altos
funcionarios de la administración nacional tendrán que ser ventilados
ante este Tribunal Supremo de Justicia, como máximo jerarca del Po-
der Judicial, lo cual asegura que el control de la violación constitucio-
nal a un derecho o garantía por parte de los actos emanados de estas
autoridades, sean decididos con mayor certeza dado su posible inci-
dencia en el acontecer político del Estado.

Sin embargo, y a pesar del carácter enunciativo del artículo 8 de la
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les, no quiere decir que el fuero especial allí previsto deba ser extendi-
do a todo tipo de autoridad del Poder Público, sino que debe reunir
dos requisitos intrínsecos para estar dentro del supuesto contenido en
el artículo in comento que son: la jerarquía constitucional y el carácter
nacional, pues lo que ha querido el legislador con esta exclusiva po-
testad del Tribunal Supremo de Justicia, es que la tutela de los dere-
chos constitucionales afectados por órganos del Poder Público, sea
ejercida sólo por ésta mientras se encuentre en entredicho la legalidad
de los actos de los órganos del Poder Público Nacional, bien sea por-
que su actividad derive de un mandato expreso de la Constitución, o
bien porque su competencia sea ejercida en todo el territorio de la
República afectando así múltiples factores políticos, sociales y econó-
micos de la Nación”.

Sentencia: Nº 377, del 06-03-02
Caso: Virginia González Cisneros
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“El artículo que se transcribió, en concordancia con el criterio que se
prefijó en las sentencias que se mencionaron, se desprende un fuero
especial a favor de los titulares de los órganos de mayor jerarquía del
Poder Público Nacional, que faculta a esta Sala para el conocimiento
de las demandas de amparo que interpongan contra ellos. En tal vir-
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tud, esta Sala ha considerado que la enumeración que contiene el ar-
tículo que se reprodujo es enunciativa y no taxativa, en tanto que exis-
ten órganos con rango similar –dada su naturaleza y atribuciones– a
los cuales debe extenderse, necesariamente, la aplicación del fuero
especial que preceptúa el mismo.

En tal sentido, observa esta Sala que la Comisión Judicial es una depen-
dencia administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, órgano juris-
diccional de rango constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 262 de la Constitución, por lo que debe considerarse incluida en
los órganos y funcionarios mencionados en el artículo 8 de la Ley Orgáni-
ca de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Por tanto,
esta Sala Constitucional resulta competente para conocer, en única ins-
tancia, la presente demanda de amparo. Así se declara”.

Competencia de otros tribunales para
garantizar el acceso a la justicia

Artículo 9.- Cuando los hechos, actos u omisiones constitutivos de la
violación o amenaza de violación del derecho o de la garantía consti-
tucionales se produzcan en lugar donde no funcionen Tribunales de
Primera Instancia, se interpondrá la acción de amparo ante cualquier
Juez de la localidad quien decidirá conforme a lo establecido en esta
Ley. Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la adopción de
la decisión, el Juez la enviará en consulta al Tribunal de Primera Ins-
tancia competente.

Sentencia: Nº 1.555, del 08-12-00
Caso: Yoslena Chanchamire Bastardo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“En vista de que hay tribunales con competencia territorial y material
nacional, así como lugares donde no hay Tribunales de Primera Ins-
tancia con competencia en la materia conexa con la situación jurídica
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del accionante, el artículo 9 previno, que si en el lugar de la transgre-
sión no funcionaren tribunales de Primera Instancia (“en el lugar donde
no funcionen Tribunales de Primera Instancia”), se interpondrá la ac-
ción de amparo ante cualquier juez de la localidad, que decidirá con
carácter provisional, conforme a lo establecido (el procedimiento) en
la ley especial que rige el amparo constitucional.

Es tarea de esta Sala, dilucidar qué se entiende por localidad, ya que
los Tribunales de Primera Instancia tienen asignadas competencias
territoriales que engloban varios municipios, lo que podría hacer pen-
sar que los municipios adscritos territorialmente a esos tribunales
conforman la localidad del mismo, así existan dentro de ellos pobla-
ciones separadas por muchos kilómetros de la sede del Tribunal de
Primera Instancia.

Lo anterior no ha podido ser la intención del Legislador, ya que no
hubiera utilizado en la norma comentada la frase: “lugar donde no fun-
cionen tribunales de Primera Instancia”, por lo que hay que interpretar
que se trata de tribunales cuya sede se encuentra en ciudades o pue-
blos distantes de la sede del tribunal de primera instancia competente
por la materia; es decir, que se encuentren en municipios diferentes de
aquél donde tiene su sede el Tribunal de Primera Instancia competente
por la materia.

En el caso excepcional del artículo 9 eiusdem, el trámite de la primera
instancia del amparo hasta su sentencia, se adelantará ante un tribunal
del lugar. Pero, ¿cuál será ese tribunal? El legislador previno que en
dicha localidad podía existir algún juzgado, por lo que en el citado
artículo 9 señaló ‘cualquier juez de la localidad’.

Es criterio de esta Sala, que ese cualquier juez no puede ser uno de
primera instancia con competencia por la materia distinta a la que rige
la situación jurídica, ya que la lectura de la norma conduce a interpre-
tar, que se trata de una localidad donde no hay ningún juez de primera
instancia, donde no funcionan tribunales de primera instancia (en plu-
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ral, la redacción del artículo 9), es decir, donde no hay ninguno. Es en
una localidad o municipio de este tipo, que es de suponer apartada de
la sede del tribunal de primera instancia competente por la materia,
donde se da el supuesto del artículo 9 de la Ley Orgánica de Amparo
sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Aunque resulte absurdo
que en una localidad no exista juez de primera instancia para conocer
la materia del amparo, y sí otros de primera instancia con otras com-
petencias y que ante éstos, no se pueda interponer la acción, podría
pensarse para no incurrir en el absurdo, que en estos casos ellos se-
rían los excepcionales para conocer la acción cuya decisión iría en
consulta al juez de primera instancia competente, al igual que sucede
con los amparos conocidos por los otros tribunales a que se refiere el
artículo 9 comentado.

Pero tal solución en apariencia lógica, choca con el artículo 35 de la
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les, ya que la consulta y la apelación son siempre ante un superior, lo
que elimina del artículo 9 a tribunales de igual entidad, debiendo pen-
sarse que el que conoce en el supuesto del artículo 9 es un tribunal
inferior al de Primera Instancia.

El ‘cualquier juez de la localidad’, tal como aparece en el artículo 9,
no necesita tener competencia material sobre la situación jurídica que
se trata de proteger, con lo que también choca dicha norma con el
artículo 7 eiusdem y su criterio de la materia afín, sino que bastaría
que fuese inferior al tribunal de primera instancia competente, que tie-
ne su sede en otra localidad, a quien le enviará en consulta su decisión,
dentro de las 24 horas siguientes a su publicación.

No contempla el artículo 9 la institución de la apelación, la cual, como
principio general, puede ser interpuesta dentro de tres días de la fecha
en que se dictó el fallo, conforme al artículo 35 eiusdem, y ello obliga
a examinar el artículo 9 desde otro ángulo, ya que no puede negársele
la apelación a las partes, dentro de un sistema que garantiza la doble
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instancia, y mal puede existir una apelación a interponerse dentro de
tres días de publicado el fallo, cuando dentro de las 24 horas de la
publicación de la decisión (artículo 9 citado) se envía en consulta al
‘tribunal de primera instancia competente’ (subrayado de la Sala).

Ante esta incompetencia por la materia, reconocida por la propia nor-
ma, del tribunal que debido a la necesidad de acceso a la justicia y a la
celeridad sentenció el amparo, esta Sala no puede sino interpretar que
el trámite ante dicho tribunal, más la consulta prevenida, conforman
una sola instancia (la primera), y por ello no consideró el legislador la
apelación de dicho fallo; siendo posible la apelación contra el fallo del
Tribunal de Primera Instancia que lo dicta motivado por la consulta
obligatoria prevista en el artículo 9 eiusdem, agotándose así la prime-
ra instancia, y siendo dicha sentencia, a la vez, consultable con el su-
perior,  a  tenor del Art. 35 de  la Ley Orgánica de Amparo sobre
Derechos y Garantías Constitucionales, ya que dicho superior –clara-
mente separado del tribunal de primera instancia a que se refiere el
Art. 9 comentado– es el que conocerá la causa en segunda instancia.

La situación la ha complicado la existencia de tribunales con compe-
tencias para todo el territorio de la República o para zonas de él, los
cuales tienen su sede en localidades, por lo regular alejadas del lugar
de los hechos. A estos tribunales, generalmente superiores o de se-
gunda instancia, que se encuentran diseminados en la zona o en el
territorio nacional, cuya competencia territorial se ejerce sobre varios
municipios, y no previstos en la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, jurisprudencialmente se les atribu-
yó la competencia para conocer en primera instancia las acciones de
amparo, a pesar de que la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos
y Garantías Constitucionales señaló privativamente a los tribunales
denominados de Primera Instancia, el conocimiento inicial de las ac-
ciones de amparo, siendo el artículo 9 señalado, la única excepción
posible, junto con la del artículo 8 eiusdem, que otorgó competencia
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a la extinta Corte Suprema de Justicia y que hoy la tiene esta Sala
Constitucional, para conocer las causas a que se refiere dicha norma”.

Acumulación de acciones de amparo

Artículo 10.- Cuando un mismo acto, hecho u omisión en perjuicio de
algún derecho o garantía constitucionales afectare el interés de varias
personas, conocerá de todas estas acciones el Juez que hubiese pre-
venido, ordenándose, sin dilación procesal alguna y sin incidencias, la
acumulación de autos.

Sentencia: Nº 505, del 06-04-01
Caso: José Arias Chana
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“El artículo 48 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y
Garantías Constitucionales establece que serán supletorias de las dis-
posiciones de la propia ley ‘las normas procesales en vigor’, lo cual
hace alusión primeramente a las disposiciones del Código de Proce-
dimiento Civil, en cuanto sean aplicables al proceso de amparo, el
cual, por la particularidad de las pretensiones que se deducen a tra-
vés de él, presenta diferencias, muchas veces importantes, con el
procedimiento ordinario.

La acumulación de causas, en este sentido, es plenamente aplicable den-
tro del proceso de amparo, en tanto exista un grado de conexión entre
ellas, que exista la posibilidad cierta de sentencias contradictorias. A
este respecto, el artículo 10 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales establece que: ‘cuando un mismo acto,
hecho u omisión en perjuicio de algún derecho o garantía constituciona-
les afectare el interés de varias personas, conocerá de todas estas ac-
ciones el juez que hubiese prevenido, ordenándose, sin dilación procesal
alguna y sin incidencias, la acumulación de autos’.
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Si bien la norma transcrita se refiere sólo a aquellos casos originados
por un mismo hecho lesivo, y sólo difieran en las partes; ello no obsta
para que, en aplicación supletoria de las normas procesales en vigor,
puedan acumularse acciones de amparo, siempre que exista la posibili-
dad de sentencias contradictorias, pues ello no es sino la aplicación de
un principio básico del proceso, como lo es el de armonía procesal”.

Inhibiciones y recusaciones

Artículo 11.- Cuando un Juez que conozca de la acción de amparo,
advirtiere una causal de inhibición prevista en la Ley, se abstendrá de
conocer e inmediatamente levantará un acta y remitirá las actuaciones,
en el estado en que se encuentren, al tribunal competente.

Si se tratare de un Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, el
Presidente de la Sala convocará de inmediato al Suplente respectivo,
para integrar el tribunal de Amparo.

En ningún caso será admisible la recusación.

1. INHIBICIÓN

Sentencia: Nº 211, del 15-02-01
Caso: María Auxiliadora Bisogño
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“La inhibición es un deber jurídico impuesto por la ley al funcionario
judicial de separarse del conocimiento de una causa, en virtud de en-
contrarse en una especial vinculación con las partes, con el objeto del
proceso o con otro órgano concurrente en la misma causa, calificada
por la ley como causal de recusación y, por ser un deber procesal, el
artículo 84 del Código de Procedimiento Civil dispone que si el fun-
cionario retarda esa declaratoria a sabiendas de que está incurso en el
impedimento, deberá responder de los daños que con su intervención
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haya causado a la parte que resulte afectada y está sujeto también a
multa, por retardo en el cumplimiento de este deber ”.

2. RECUSACIÓN

Sentencia: Nº 1.721, del 30-07-02
Caso: Bruno Zulli Kravos
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“El artículo 11 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales establece que ‘En ningún caso será admisible la
recusación’. En consecuencia, la presente recusación es inadmisible,
de conformidad con lo que dispone el artículo 11 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías y así se declara.

En todo caso, estima la Sala pertinente destacar que los jueces no
adelantan opinión a través de sus pronunciamientos judiciales, ya
sean sentencias, autos o votos salvados, ya que en ellos no vierten
sus opiniones personales sino declaraciones de derecho para la re-
solución de una controversia, lo que hacen, en principio, dentro del
marco de sus competencias; o, en el caso del voto salvado, para la
manifestación de una disidencia de criterio, mas no de opinión, res-
pecto de una decisión mayoritaria de un órgano judicial colegiado.
En consecuencia, de haber sido admisible la presente recusación
habría sido, en todo caso, improcedente. Así se declara”.

Sentencia: Nº 2.429, del 27-11-01
Caso: José Ignacio González Briceño
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“...resulta suficientemente claro que la Ley Orgánica que regula la
materia de amparo constitucional, ha dispuesto que en estos procedi-
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mientos la figura de la recusación no existe. La razón de ser de este
dispositivo estriba en la imperiosa necesidad de celeridad en la trami-
tación del amparo constitucional, la cual, como es bien sabido, iluminó
al legislador en la elaboración del procedimiento que prevé la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y
ha constituido uno de los propósitos de esta Sala en la interpretación
de las pautas procedimentales del amparo, apegándose a lo dispuesto
a tal efecto por el propio Texto Constitucional.

De este modo, en atención a lo señalado, se procura que la tramita-
ción del procedimiento no sea objeto de dilaciones indebidas, que
puedan retrasar la restitución de la situación jurídica infringida a favor
del justiciable. Si bien la recusación no suspende el curso del proceso,
lo cierto es que la remisión del expediente a otro Juzgador es el origen
de una incidencia cuya duración bien pudiere exceder a la tramitación
ordinaria del amparo constitucional, lo que conllevaría al quebranta-
miento de la esencia sumarial de este procedimiento.

Por consiguiente, no puede entenderse que la disposición en comen-
to riña con el contenido del artículo 49 de la Constitución de la Re-
pública puesto que, precisamente, la previsión ha sido establecida
para la mejor tuición de los derechos del accionante. De este modo,
se desecha el alegato expuesto por el solicitante sobre ese particu-
lar, y así se declara”.

Conflictos de competencia

Artículo 12.- Los conflictos sobre competencia que se susciten en
materia de amparo entre Tribunales de Primera Instancia serán decidi-
dos por el Superior respectivo. Los trámites serán breves y sin inci-
dencias procesales.
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Sentencia: Nº 1.219, del 19-10-00
Caso: Héctor Westell García Ojeda
Ponente: Dr. Moisés Troconis Villarreal

“...la Sala estima que, en el caso de conflictos de competencia para
conocer de controversias en materia de amparo constitucional, entre
tribunales ordinarios o especiales, sobre los cuales no exista un tribu-
nal superior o común a ellos en el orden jerárquico, la resolución de
aquellos conflictos corresponde a esta Sala Constitucional”.
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Título IV

Del Procedimiento

Legitimación activa

Artículo 13.- La acción de amparo constitucional puede ser inter-
puesta ante el Juez competente por cualquier persona natural o jurídi-
ca,  por  representación  o  directamente,  quedando  a  salvo  las
atribuciones del Ministerio Público, y de los Procuradores de Meno-
res, Agrarios y del Trabajo, si fuere el caso.

Todo el tiempo será hábil y el Tribunal dará preferencia al trámite de
amparo sobre cualquier otro asunto.
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1. LEGITIMACIÓN

Sentencia: Nº 1.234, del 13-07-01
Caso: Juan Pablo Díaz Domínguez, Luis Enrique Frei-

tes Valderrama y otros
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“La legitimación activa del accionante en amparo, viene determinada
porque en su situación jurídica exista la amenaza o la posibilidad de
que se consolide un daño irreparable, proveniente de una infracción
de naturaleza constitucional, por lo que pretende se enerve la amena-
za, o se le restablezca la situación jurídica infringida.

Lo importante es que el accionante pueda verse perjudicado en su
situación jurídica por la infracción de derechos o garantías constitu-
cionales que invoca, lo que le permite incoar una pretensión de ampa-
ro contra el supuesto infractor, sin diferenciar la ley, en principio, si los
derechos infringidos son derechos o garantías propios del accionante
o de terceros, así estos últimos no reclamen la infracción.

A juicio de esta Sala, la legitimación del accionante en amparo nace
del hecho de que su situación jurídica, se haya visto amenazada o
menoscabada por una infracción de naturaleza constitucional, la cual
puede ser directamente contra sus derechos o garantías constitucio-
nales, o indirectamente, cuando afecta los derechos constitucionales
de otro, pero cuya infracción incide directamente sobre una situa-
ción jurídica. En estos últimos casos, surge una especie de acción de
amparo refleja, donde el accionante, sin notificárselo al titular del
derecho infringido, se sustituye en el derecho ajeno, y que procede
en aquellos casos donde el tercero no puede renunciar a sus dere-
chos si no ejercerlos, lo que no hace, a veces por desconocer la
transgresión. Se trata de los derechos constitucionales violados que
no son los propios del accionante sino ajenos, pero por ser la legiti-



LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 9 3

mación para incoar el amparo personalísima, es necesario que exista
una conexidad entre el accionante y el tercero, hasta el punto que la
violación de los derechos de éste, puedan asimilarse a la transgre-
sión de derechos propios”.

Sentencia: Nº 2.177, del 12-09-02
Caso: Ipraplastics, S.A. e Iplón de Venezuela, C.A.
Ponente: Dr. Antonio García García

“la legitimación activa en una acción de amparo la tienen, en principio,
quienes hayan sido directamente afectados en sus derechos constitu-
cionales, y no los que tengan un simple interés en que la misma sea
procedente, salvo, cuando se trate de un hábeas corpus, en donde la
legitimación activa deja de ser determinada por la afectación directa
para ser extendida a cualquier persona, que actúe en nombre del afec-
tado, o cuando se trate de personas colectivas e intereses difusos con-
forme lo dispone el artículo 27 de la Constitución de la República
Bolivariana de Venezuela, y el artículo 41 de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales”.

1.1  CASOS EXCEPCIONALES EN QUE SE PRETENDE
INCOAR EL AMPARO EN RAZÓN DE LA INFRACCIÓN DE
DERECHOS AJENOS

Los derechos constitucionales de entes públicos pueden ser defendi-
dos por los particulares.

Sentencia: Nº 1.234, del 13-07-01
Caso: Juan Pablo Díaz Domínguez, Luis Enrique Frei-

tes Valderrama y otros
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“En la mayoría de los casos (excepcionales) en que se pretende incoar
el amparo en razón de la infracción de derechos ajenos, la aquiescen-
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cia de la infracción por parte del titular de los derechos constituciona-
les infringidos, elimina al accionante la posibilidad del amparo, ya que
no puede señalarse con propiedad que han sido infringidos derechos o
garantías constitucionales de quien consiente las transgresiones, lo que
se ve apuntalado por la letra del numeral 4 del artículo 6 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales;
pero hay otros casos (particulares y casuísticos) en que existe un inte-
rés directo de las personas en los derechos de terceros, ya que los
titulares de esos derechos son entidades inherentes a todos los vene-
zolanos o a grupos de la población, y el desmejoramiento de los dere-
chos de esas entidades afecta la situación jurídica personal de los
miembros de la población. Igual situación surge cuando se trata de
bienes públicos en los cuales no sólo tiene interés el Estado, sino los
usuarios de dichos bienes, que de verse perjudicados en su situación
jurídica personal y determinada, si al Estado se le priva o se le menos-
caba el uso de esos bienes que constitucionalmente le pertenecen o le
corresponden, afectarían por igual a quienes se verían lesionados en
su situación jurídica.

Se trata de situaciones particulares, donde personas que gozan de bie-
nes públicos, o a quienes le son inherentes los entes públicos, quedan
amenazados o menoscabados en su situación jurídica particular, si los
derechos constitucionales del tercero (entidades o el Estado) se ven
infringidos. Pero a su vez, se trata de derechos en los cuales el tercero
no puede consentir su violación, ni expresa ni tácitamente, ya que su
ejercicio obligatorio atiende a mandatos legales, los cuales se incumplen
por desidia, desconocimiento de la situación o cualquier otra causa”.

Carácter de orden público

Artículo 14.- La acción de amparo, tanto en lo principal como en lo
incidental y en todo lo que de ella derive, hasta la ejecución de la
providencia respectiva, es de eminente orden público.
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Las atribuciones inherentes al Ministerio Público no menoscaban los
derechos y acciones de los particulares. La no intervención del Minis-
terio Público en la acción de amparo no es causal de reposición ni de
acción de nulidad.

1. EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE CONOCER DEL
AMPARO QUE INVOLUCRE EL ORDEN PÚBLICO

Sentencia: Nº 934, del 15-05-02
Caso: Antonio María Peñaloza Argüello y Maritza

Josefina Mayo
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“Dicho artículo, en concordancia con el 48 eiusdem, impone al juez la
aplicación de las normas procesales que contiene dicha ley, por enci-
ma de cualquier otra norma procesal, y toda actuación que contradiga
dicho mandato involucra el orden público y, por tanto, es materia que
el juez constitucional debe conocer, aun a pesar del abandono en que
hubiere incurrido el demandante. Por tanto, resulta imperativo para la
Sala el pronunciamiento sobre el fondo del amparo. Así se declara”.

2.  ORDEN PÚBLICO

Sentencia: Nº 1.207, del 06-07-01
Caso: Ruggiero Decina y Fara Cisneros de Decina
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Ahora bien, esta Sala considera necesario aclarar el sentido del con-
cepto de ‘orden público’ a que se refiere la sentencia del 1° de febre-
ro de 2000 (caso: José Amado Mejía Betancourt), al establecer como
excepción a la terminación del procedimiento de amparo por falta de
comparecencia del presunto agraviado, cuando los hechos alegados
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afectan el orden público. En tal sentido, es necesario tomar en cuenta
que si se considerare toda violación constitucional alegada por algún
accionante como de orden público, esto implicaría la no existencia de
normas de procedimiento del juicio de amparo como la relativa al lap-
so de caducidad (numeral 4 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales), la de desistimiento
expreso de la acción de amparo (artículo 25 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales), así como que
en ningún caso se consideraría como terminado el procedimiento en
caso de inasistencia del presunto agraviado en una acción de amparo
constitucional en los términos establecidos en la jurisprudencia esta-
blecida por esta Sala (sentencia del 1º-02-2000, caso: José Amado
Mejía Betancourt).

Así las cosas, la situación de orden público referida anteriormente es
pues una situación de carácter estrictamente excepcional que permite
obviar las normas de procedimiento relativas al proceso de amparo cons-
titucional. Es así como el concepto de orden público a que se refieren
las normas que rigen el proceso de amparo constitucional para permitir
la posibilidad de obviar las normas procedimentales de dicho proceso,
es aún más limitado que el concepto de orden público que se encuentra
implícito en cualquier derecho o garantía constitucional precisamente
por el hecho de que estos derechos poseen un carácter constitucional.

Es pues que el concepto de orden público a los efectos de la excep-
ción al cumplimiento de ciertas normas relacionadas con los procesos
de amparo constitucional, se refiere a la amplitud en que el hecho su-
puestamente violatorio del derecho o norma constitucional afecta a
una parte de la colectividad o al interés general, más allá de los intere-
ses particulares de los accionantes. Por ello en casos donde un pre-
sunto agraviado alega que un hecho, actuación, omisión o amenaza
ocasionó una supuesta violación constitucional a su persona, sólo se
consideraría de orden público, a manera de la excepción de las nor-
mas procedimentales de los juicios de amparo, cuando el Tribunal
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compruebe que, en forma evidente, y a consecuencia del hecho denuncia-
do por los accionantes, se podría estar infringiendo, igualmente, derechos
o garantías que afecten a una parte de la colectividad diferente a los ac-
cionantes o al interés general, o que aceptado el precedente resultaría una
incitación al caos social, si es que otros jueces lo siguen.

Ahondando en lo anterior, es necesario considerar que a pesar de la
existencia de elementos de orden público que pudiesen hacerse pre-
sentes en los términos anteriormente expuestos, es necesario ponde-
rar la posible infracción al derecho a la defensa y al debido proceso
del presunto o presuntos agraviantes, que precisamente se encuentra
protegido por las normas de procedimiento establecidas para los jui-
cios de amparo, en contraposición con la supuesta situación de orden
público que se presuma pueda existir. Es decir, es necesario que el
hecho denunciado ocasione una presunta violación de orden público
de tal magnitud que permita, a pesar de que, por ejemplo, el accio-
nante haya desistido, o que la acción haya caducado, conocer el fon-
do del asunto en detrimento del derecho al debido proceso y la defensa
que protege al presunto agraviante”.

Intervención del Ministerio Público

Artículo 15.- Los jueces que conozcan de la acción de amparo no
podrán demorar el trámite o diferirlo so pretexto de consultas al
Ministerio Público. Se entenderá a derecho en el proceso de am-
paro el representante del Ministerio Público a quien el Juez com-
petente  le hubiere  participado, por  oficio o  por  telegrama,  la
apertura del procedimiento.
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Sentencia: Nº 3.255, del 13-12-02
Caso: César Augusto Mirabal Mata y Francisco Ja-

vier Álvarez Martínez
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“La Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales, en su artículo 13, reconoce la legitimación del Ministerio
Público en los procesos de amparo constitucional. A su vez, el ar-
tículo 15 eiusdem, establece que el representante del Ministerio Pú-
blico, a quien el Juez competente hubiere participado la apertura del
procedimiento, estará a derecho en el proceso de amparo. Esta par-
ticipación igualmente se encuentra reconocida en la Ley Orgánica de
Ministerio Público.

La Constitución de 1999 atribuye al Ministerio Público la competen-
cia para ‘garantizar en los procesos judiciales el respeto de los dere-
chos y garantías constitucionales’, lo cual conlleva a la participación
como tercero garante de los derechos fundamentales en los procesos
de amparo, que deriva de una legitimación institucional.

Esta participación no es obligatoria, como tampoco lo es vinculante,
para el juez constitucional, la opinión que pudiera presentar el repre-
sentante del Ministerio Público notificado, quien puede apartarse del
criterio sostenido por el órgano garante de la constitucionalidad.

Ahora bien, el proceso de amparo se desarrolla, originariamente, en-
tre dos partes, accionante o presunto agraviado y accionado o pre-
sunto agraviante, quedando siempre a salvo  la participación del
Ministerio Público. Sin embargo, en el proceso penal actual, al Minis-
terio Público le corresponde el ejercicio de la acción penal, quien está
obligado a ejercerla de oficio, salvo que sólo pueda ejercerse por la
víctima o a su requerimiento. El ejercicio de esta obligación legal, com-
porta para el Ministerio Público su condición de parte acusadora en el
proceso, por lo cual en el impulso del mismo pueden perfectamente



LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 9 9

producirse no sólo actuaciones lesivas a sus derechos, sino también su
actuación podría conculcar garantías constitucionales, que en ambos
casos harían procedente el ejercicio de la pretensión de amparo.

En estos casos, la participación del Ministerio Público en el proceso de
amparo debe ceñirse a su condición de parte, bien presunta agraviada o
agraviante. Por tanto, resulta ilógico pensar en la participación del Mi-
nisterio Público, como garante de la legalidad o de buena fe, cuando el
propio organismo tiene un interés en las resultas del proceso.

Por esta razón, la Sala considera que en los procesos de amparo don-
de el Ministerio Público sea parte, no es aplicable el artículo 15 de la
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les, pues con ello se evitaría una desigualdad o una indefensión de las
partes dentro de un juicio que pretende, precisamente, evitar violacio-
nes constitucionales.

En consecuencia, la Sala acuerda, oficiar al Fiscal General de la Re-
pública, a fin de que, en los procesos de amparo constitucional donde
el Ministerio Público sea parte, se abstenga de comisionar a un repre-
sentante de ese organismo, para que intervenga en dicho proceso, de
conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley Orgánica
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales”.

Carácter gratuito de la Acción de Amparo
y Formas de su Interposición

Artículo 16.- La acción de amparo es gratuita por excelencia. Para su
tramitación no se empleará papel sellado ni estampillas y en caso de
urgencia podrá interponerse por vía telegráfica. De ser así, deberá ser
ratificada personalmente o mediante apoderado dentro de los tres (3)
días siguientes. También procede su ejercicio en forma verbal y, en tal
caso, el Juez deberá recogerla en un acta.
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1. EL AMPARO CONSTITUCIONAL INTENTADO POR
CORREO ELECTRÓNICO

Sentencia: Nº 523, del 09-04-01
Caso: Oswaldo Álvarez
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Esta Sala por interpretación progresiva del artículo 16 de la Ley Or-
gánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales ad-
mite que, dentro del medio telegráfico a que hace alusión dicho
articulado, está incluido el Internet como medio posible de interposi-
ción de la petición de amparo constitucional, limitándola a casos de
urgencia y a su ratificación, personal o mediante apoderado, dentro
de los tres (3) días siguientes a su recepción. Ello es así con el fin de
no limitar el derecho al acceso a la justicia del accionante, por consti-
tuir no sólo un hecho notorio la existencia del Internet como medio
novedoso y efectivo de transmisión electrónica de comunicación, sino
que, además, dicho medio se encuentra regulado en el ordenamiento
jurídico venezolano por el reciente Decreto-Ley Nº 1204 sobre Men-
sajes de Datos y Firmas Electrónicas, publicado en la Gaceta Oficial
de la República de Venezuela Nº 37.148 del 28 de febrero de 2001,
en donde se le da inclusive valor probatorio a dichas transmisiones”.

1.1 OBLIGATORIEDAD DE RATIFICAR PERSONALMENTE
EL AMPARO INTENTADO POR CORREO ELECTRÓNICO

Sentencia: Nº 695, del 07-04-03
Caso: Amalia Josefina Rodríguez
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“...se evidencia que la ratificación de una acción de amparo constitu-
cional interpuesta por vía telegráfica o por correo electrónico, como
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es el presente caso, debe se realizada única y exclusivamente en forma
personal por parte del actor o, en su defecto, su apoderado.

 Por tal motivo, visto que consta en autos que la acción de amparo a
que se ha hecho referencia y que fuere interpuesta vía correo electró-
nico fue ratificada mediante un oficio enviado por correo y no en la
forma prevista en la norma supra señalada, la precitada solicitud debe
declararse inadmisible, y así se decide”.

Carácter inquisitorio

Artículo 17.- El Juez que conozca de la acción de amparo podrá or-
denar, siempre que no signifique perjuicio irreparable para el actor, la
evacuación de las pruebas que juzgue necesarias para el esclareci-
miento de los hechos que aparezcan dudosos u oscuros.

Se entenderá que hay perjuicio irreparable cuando exista otro medio
de comprobación más acorde con la brevedad del procedimiento o
cuando la prueba sea de difícil o improbable evacuación.

1. FACULTADES DEL JUEZ CONSTITUCIONAL

Sentencia: Nº 522, del 08-06-00
Caso: Rafael Marante Oviedo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Dos posibilidades surgen en este campo: 1) Que el juez se conforme
con que la existencia de los hechos a probar sea más probable que su
inexistencia y, que con ello basta, lo que constituye un menor nivel de
convencimiento que linda con las justificaciones; o, 2) que se exija una
prueba clara y convincente, que haga razonable lo alegado por las
partes, es decir, que exista prueba suficiente.
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Teniendo en cuenta la naturaleza del amparo, y la necesidad urgente
de toma de decisiones por el juez, el artículo 17 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales estableció el
criterio de la prueba necesaria, que, a juicio de esta Sala corresponde
al criterio de prueba suficiente, la cual debe llegar a los autos básica-
mente por iniciativa del actor (artículo 17 citado), y hasta por iniciati-
va judicial, ya que la acción de amparo es de eminente orden público
(artículo 14 eiusdem) y en materia de orden público, el juez puede
dictar providencias de oficio, lo que no excluye a las probatorias (ar-
tículo 11 del Código de Procedimiento Civil).

Pero la estructura del amparo, con la urgencia antes de que la amena-
za se concrete o se haga irreparable el daño, lo que limita necesaria-
mente el aporte de pruebas por la celeridad de la actuación que pesa
sobre el actor, obliga al juez, al igual que en otros procesos que no
producen cosa juzgada material o que están regidos por la celeridad
en su admisión, a actuar con conocimiento de causa, lo que lo autoriza
a ordenar al actor, ampliaciones de pruebas sobre algunos hechos, o a
solicitar complemente algunas sin perjuicio –por la naturaleza de or-
den público del proceso– que el juez pueda ordenar de oficio prue-
bas, aun ante la admisión del amparo.

No se trata de autos para mejor proveer, sino de dos tipos de iniciati-
vas probatorias en cabeza del juez del amparo:

1) Ordenar a las partes ampliaciones o complemento de pruebas.

2) Hacer uso de iniciativas probatorias oficiosas, lo que lo autoriza la
naturaleza de orden público de este proceso.

De allí que el artículo 17 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, cuando reza ‘el juez que conozca
de la acción de amparo podrá ordenar, siempre que no signifique per-
juicio irreparable para el actor, la evacuación de las pruebas que juz-
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gue necesarias para el esclarecimiento de los hechos que aparezcan
dudosos u oscuros’, no se está refiriendo a pruebas promovidas por el
actor, sino a ampliaciones o verificaciones que ordena el juez de oficio.

Esta facultad del juez, muchas veces –y esta Sala lo ha resuelto así–
las funda en el artículo 19 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales que es una norma destinada a la
corrección de la solicitud de amparo, aunque de ello no se trata; y ha
aplicado el citado artículo 19 sobre todo por el término para corregir
que él establece; pero tratándose de pruebas necesarias para admitir
o decidir el amparo, el juez pudiera otorgar un término mayor fundado
en el artículo 17 citado ‘…siempre que no signifique un perjuicio irre-
parable para el actor…’.

En esta fase de la acción de amparo, donde hay una solicitud, y la
admisión de la misma, sin que la ley especial que rige la materia prevea
términos probatorios, lapsos de pruebas, etc., es de precisar que la
única prueba que puede promover el actor es la instrumental, lo que es
acorde con la naturaleza de esta acción.

Ello es así, cuando se trata de amparo contra actos, omisiones, leyes
y sentencias, atribuidas al Poder Público; pero no puede funcionar
así por imposible, cuando la conducta que origine el amparo es una
vía de hecho.

En estos casos el actor podrá promover cualquier medio de prueba
legal y pertinente, y el juez lo recibirá, aun antes de admitir la acción, si
así lo considerase necesario.

La Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales no prohíbe ninguna prueba, y el artículo 17 eiusdem impone
como valla a la admisión y evacuación de las pruebas en esta etapa, el
que ellas no sean acordes con la brevedad del procedimiento, o que
sean de difícil o de imposible evacuación.
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La situación del amparo en esta fase del proceso, es igual a la de otros
procedimientos de naturaleza preventiva o de los interdictos poseso-
rios, o el del artículo 171 del Código Civil, y hasta el del retardo per-
judicial por temor fundado a que desaparezcan las pruebas, donde el
juez recibe pruebas del actor inaudita altera pars.

Lo que sucede en el amparo, es que las pruebas así recibidas deberán
ser ratificadas en la etapa probatoria de ser necesarias, y por ello esta
Sala, respetando el debido proceso contemplado en el artículo 49 de
la Constitución de la República, señaló un término probatorio en el
proceso de amparo.

Dicho término tendría lugar sólo si fuera necesario, lo que también
atiende a la brevedad y oralidad de este proceso, ya que si al ir a la
audiencia oral y como resultado de la inmediación, el juzgador ante la
exposición, actitud y actividad de las partes, se convence de la razo-
nabilidad o no de lo expuesto por el actor, puede sentenciar de inme-
diato, sin necesidad de evacuar las probanzas promovidas por el
accionante en su solicitud de amparo, o en la audiencia oral, por el
demandado y por los terceros adherentes.

La audiencia oral se convierte así, gracias a la inmediación, en un
acto de varios propósitos, no sólo oír a las partes en el ejercicio de
su derecho a la defensa (alegatos), sino obtener mediante la activi-
dad y actitud de las partes en el acto, elementos probatorios que
podrían ser suficientes.

La versatilidad de ese acto permite al juez del amparo ordenar que
comparezcan a él personas distintas de las partes, de acuerdo con la
materia de que se trate, y así menores, cónyuges (que no sean partes
en el proceso) y hasta los litisconsortes de los procesos en que incide
el amparo pero que en éste no actúen, puedan ser oídos en dicho
acto, si el amparo le es atinente; y hasta terceros que el juez del ampa-
ro convoque pueden también ser oídos, siempre que el derecho de
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defensa de las partes se mantenga incólume. Por ello, puede no resul-
tar extraño que alguien del público, aludido por ambas partes, pueda
ser llamado a estrados en dicho acto.

Dentro del lineamiento expuesto, si el amparo se abriere a pruebas, el
juez admitirá las que no sean manifiestamente ilegales e impertinentes,
pudiendo las partes no promoventes oponerse a la admisión de las de
su contrario, pero con base al artículo 17 de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y a pesar de que
ya se está en una etapa diferente a la que regula dicha norma (dirigida
al actor), el juez como principio rector para evitar la dilación innece-
saria del proceso, con su secuela: la consumación irreparable de la
violación a la situación jurídica, podrá negar las probanzas que cons-
tituyen perjuicio irreparable para el actor, prefiriendo siempre las me-
didas acordes con la brevedad del procedimiento. Al fin y al cabo, el
amparo no produce cosa juzgada material sobre la situación jurídica
alegada por el actor, lo cual siempre en otro proceso puede ser decla-
rada inexistente o revertida”.

2. PRUEBAS EN MATERIA DE AMPARO
CONSTITUCIONAL

Grado de convencimiento que debe tener el juez para fallar un ampa-
ro, no sólo en el fondo sino, incluso, para admitirlo

Sentencia: Nº 522, del 08-06-00
Caso: Rafael Marante Oviedo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Teniendo en cuenta la naturaleza del amparo, y la necesidad urgente
de toma de decisiones por el juez, el artículo 17 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales estableció el
criterio de la prueba necesaria, que, a juicio de esta Sala corresponde
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al criterio de prueba suficiente, la cual debe llegar a los autos básica-
mente por iniciativa del actor (artículo 17 citado), y hasta por iniciati-
va judicial, ya que la acción de amparo es de eminente orden público
(artículo 14 eiusdem) y en materia de orden público, el juez puede
dictar providencias de oficio, lo que no excluye a las probatorias (ar-
tículo 11 del Código de Procedimiento Civil).

Pero la estructura del amparo, con la urgencia antes de que la amena-
za se concrete o se haga irreparable el daño, lo que limita necesaria-
mente el aporte de pruebas por la celeridad de la actuación que pesa
sobre el actor, obliga al juez, al igual que en otros procesos que no
producen cosa juzgada material o que están regidos por la celeridad
en su admisión, a actuar con conocimiento de causa, lo que lo autoriza
a ordenar al actor, ampliaciones de pruebas sobre algunos hechos, o a
solicitar complemente algunas sin perjuicio –por la naturaleza de or-
den público del proceso– que el juez pueda ordenar de oficio prue-
bas, aun ante la admisión del amparo.

No se trata de autos para mejor proveer, sino de dos tipos de iniciati-
vas probatorias en cabeza del juez del amparo:

1) Ordenar a las partes ampliaciones o complemento de pruebas.

2) Hacer uso de iniciativas probatorias oficiosas, lo que lo autoriza la
naturaleza de orden público de este proceso.

De allí que el artículo 17 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, cuando reza “el juez que conozca
de la acción de amparo podrá ordenar, siempre que no signifique
perjuicio irreparable para el actor, la evacuación de las pruebas que
juzgue necesarias para el esclarecimiento de los hechos que aparez-
can dudosos u oscuros”, no se está refiriendo a pruebas promovidas
por el actor, sino a ampliaciones o verificaciones que ordena el juez
de oficio.
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Esta facultad del juez, muchas veces –y esta Sala lo ha resuelto así–
las funda en el artículo 19 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales que es una norma destinada a la
corrección de la solicitud de amparo, aunque de ello no se trata; y ha
aplicado el citado artículo 19 sobre todo por el término para corregir
que él establece; pero tratándose de pruebas necesarias para admitir
o decidir el amparo, el juez pudiera otorgar un término mayor, funda-
do en el artículo 17 citado “…siempre que no signifique un perjuicio
irreparable para el actor…”.

En esta fase de la acción de amparo, donde hay una solicitud, y la
admisión de la misma, sin que la ley especial que rige la materia prevea
términos probatorios, lapsos de pruebas, etc., es de precisar que la
única prueba que puede promover el actor es la instrumental lo que es
acorde con la naturaleza de esta acción.

Ello es así, cuando se trata de amparo contra actos, omisiones, leyes
y sentencias, atribuidas al Poder Público; pero no puede funcionar
así por imposible, cuando la conducta que origine el amparo es una
vía de hecho.

En estos casos el actor podrá promover cualquier medio de prueba
legal y pertinente, y el juez lo recibirá, aun antes de admitir la acción, si
así lo considerase necesario.

La Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales no prohíbe ninguna prueba, y el artículo 17 eiusdem impone
como valla a la admisión y evacuación de las pruebas en esta etapa, el
que ellas no sean acordes con la brevedad del procedimiento, o que
sean de difícil o de imposible evacuación.

La situación del amparo en esta fase del proceso, es igual a la de otros
procedimientos de naturaleza preventiva o de los interdictos poseso-
rios, o el del artículo 171 del Código Civil, y hasta el del retardo per-
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judicial por temor fundado a que desaparezcan las pruebas, donde el
juez recibe pruebas del actor inaudita altera pars.

Lo que sucede en el amparo, es que las pruebas así recibidas deberán
ser ratificadas en la etapa probatoria de ser necesarias, y por ello esta
Sala, respetando el debido proceso contemplado en el artículo 49 de
la Constitución de la República, señaló un término probatorio en el
proceso de amparo.

Dicho término tendría lugar sólo si fuera necesario, lo que también
atiende a la brevedad y oralidad de este proceso, ya que si al ir a la
audiencia oral y como resultado de la inmediación, el juzgador ante la
exposición, actitud y actividad de las partes, se convence de la razo-
nabilidad o no de lo expuesto por el actor, puede sentenciar de inme-
diato, sin necesidad de evacuar las probanzas promovidas por el
accionante en su solicitud de amparo, o en la audiencia oral, por el
demandado y por los terceros adherentes.

La audiencia oral se convierte así, gracias a la inmediación, en un
acto de varios propósitos, no sólo oír a las partes en el ejercicio de
su derecho a la defensa (alegatos), sino obtener mediante la activi-
dad y actitud de las partes en el acto, elementos probatorios que
podrían ser suficientes.

La versatilidad de ese acto permite al juez del amparo ordenar que
comparezcan a él personas distintas de las partes, de acuerdo con la
materia de que se trate, y así menores, cónyuges (que no sean partes
en el proceso) y hasta los litisconsortes de los procesos en que incide
el amparo pero que en éste no actúen, puedan ser oídos en dicho
acto, si el amparo le es atinente; y hasta terceros que el juez del ampa-
ro convoque pueden también ser oídos, siempre que el derecho de
defensa de las partes se mantenga incólume. Por ello, puede no resul-
tar extraño que alguien del público, aludido por ambas partes, pueda
ser llamado a estrados en dicho acto.
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Dentro del lineamiento expuesto, si el amparo se abriere a pruebas, el
juez admitirá las que no sean manifiestamente ilegales e impertinentes,
pudiendo las partes no promoventes oponerse a la admisión de las de
su contrario, pero con base al artículo 17 de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y a pesar de que
ya se está en una etapa diferente a la que regula dicha norma (dirigida
al actor), el juez como principio rector para evitar la dilación innece-
saria del proceso, con su secuela: la consumación irreparable de la
violación a la situación jurídica, podrá negar las probanzas que cons-
tituyen perjuicio irreparable para el actor, prefiriendo siempre las me-
didas acordes con la brevedad del procedimiento. Al fin y al cabo, el
amparo no produce cosa juzgada material sobre la situación jurídica
alegada por el actor, lo cual siempre en otro proceso puede ser decla-
rada inexistente o revertida.

Dentro de estas iniciativas probatorias del juez, se encuentra la de
pedir informaciones, sin necesidad de fundarse en el artículo 19 de la
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les, pero destinadas a resolver con justicia la causa, y por ello esta
Sala decide recabar la información del juez que dictó el fallo que en
definitiva se impugnó”.

Contenido de la solicitud de amparo constitucional

Artículo 18.- En la solicitud de amparo se deberá expresar:

1.- Los datos concernientes a la identificación de la persona agraviada
y de la persona que actúe en su nombre, y en este caso con la suficien-
te identificación del poder conferido;

2.- Residencia, lugar y domicilio, tanto del agraviado como del agraviante;

3) Suficiente señalamiento e identificación del agraviante, si fuere po-
sible, e indicación de la circunstancia de localización;
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4.- Señalamiento del derecho o de la garantía constitucionales viola-
dos o amenazados de violación;

5.- Descripción narrativa del hecho, acto, omisión y demás circuns-
tancias que motiven la solicitud de amparo;

6.- Y, cualquiera explicación complementaria relacionada con la situa-
ción jurídica infringida, a fin de ilustrar el criterio jurisdiccional.

En caso de instancia verbal, se exigirán, en lo posible, los mismos
requisitos.

1. REQUISITOS

Sentencia: Nº 908, del 25-04-03
Caso: Naudy Arcángel Camacaro Arenas
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Esta Sala quiere recordarle a los abogados defensores, que es nece-
sario cumplir con los requisitos establecidos por la ley para que la
acción de amparo proceda, no basta por ejemplo, señalar que su de-
fendido está plenamente identificado en una causa que cursa en algún
tribunal de la República y que el agraviante es la juez Nº 5 del Circuito
Judicial Penal de esta entidad, sin señalar expresamente la identifica-
ción y domicilio tanto del presunto agraviante, como del presunto agra-
viado. Asimismo, no es suficiente señalar la violación de principios
constitucionales si no establecen claramente los hechos y circunstan-
cias que lo llevan a concluir de manera motivada que existió violación
de derechos y garantías constitucionales, ya que el juez constitucional
necesita de esos hechos para conocer cada caso y aplicar el derecho.
Si el abogado accionante no le otorga las herramientas necesarias al
juez para que éste pueda impartir justicia, a pesar de habérsele infor-
mado y solicitado que subsanara los vicios en que incurrió, se debe
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considerar que la parte accionante no tiene interés en que se conozca
la verdad en la causa, por lo tanto, el juez constitucional sólo puede de
conformidad con el artículo 19 de la Ley Orgánica de Amparo sobre
Derechos y Garantías Constitucionales declarar inadmisible la acción.
Así se declara”.

Sentencia: Nº 1.028, del 30-05-02
Caso: Ediane Gualberto Coelho
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“Luego del análisis de la solicitud de amparo constitucional, observa
la Sala que el mencionado abogado no hizo identificación suficiente, ni
de su persona ni de su representada y, además, no consta en autos
instrumento-poder alguno que demuestre su carácter de representante
judicial de la ciudadana Ediane Gualberto Coelho.

En este sentido es menester indicar que, de acuerdo con lo previsto en
el artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales, la demanda de amparo, sea propuesta en for-
ma oral o escrita, está sujeta a requisitos de contenido, entre los cuales
se encuentran los dispuestos en el cardinal 1, a saber: “los datos con-
cernientes a la identificación de la persona agraviada y de la persona
que actúe en su nombre, y en este caso con la suficiente identificación
del poder conferido”. Ahora bien, es necesario precisar que el incum-
plimiento de estos requisitos da lugar a la corrección de la solicitud,
según lo que preceptúa el artículo 19 eiusdem”.

Sentencia: Nº 1.776, del 25-09-01
Caso: Nancy Prieto Anes, Judith Varguillas y otros
Ponente: Dr. Antonio García García

“Advierte la Sala que la indicación del presunto agraviante constituye
un requisito de indispensable señalamiento de acuerdo al dispositivo
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 inserto en el artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, de acuerdo con el cual la solicitud
de amparo deberá expresar: ‘...2) Residencia, lugar y domicilio, tanto
del agraviado como del agraviante;...3) Suficiente señalamiento
e identificación del agraviante, si fuere posible, e indicación de
la circunstancia de localización...’ (Destacado de la Sala).

Ciertamente, como fue señalado por el apoderado judicial de los
accionantes, la referida norma establece que se haría el señalamiento
e identificación del agraviante, si ello fuere posible, pero aprecia
esta Sala que a través de tal frase se quiso hacer alusión a si existía
la posibilidad de expresarse en la solicitud suficientemente al agra-
viante, es decir, su identificación y no en modo alguno, que se pres-
cindiera de su indicación.

La determinación de la legitimación pasiva en materia de amparo,
esto es, el señalamiento o identificación del presunto agraviante es,
en efecto, un elemento de ineludible cumplimiento, ya que, en primer
lugar, permite determinar la existencia o no de la violación alegada;
y, en segundo lugar, porque el mismo se requiere a los fines de lograr
el objetivo del amparo que no es otro que el restablecimiento de la
situación jurídica infringida.

El amparo es un proceso de contenido contencioso; existe un de-
mandado que es la persona, natural o jurídica, pública o privada, a
quien se le atribuye la lesión constitucional; tal juicio produce unos
efectos jurídicos que exigen la determinación de la persona o perso-
nas contra quien obra el mandamiento del amparo y que debiera
cumplir con el mismo para lograr la ejecución de la sentencia que
dicte el Juez Constitucional”.
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2. DE LAS PRUEBAS A PROMOVER

Sentencia: Nº 7, del 01-02-00
Caso: José Amado Mejía Betancourt y José Sánchez

Villavicencio
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“…el accionante además de los elementos prescritos en el citado
artículo 18 deberá también señalar en su solicitud oral o escrita, las
pruebas que desea promover, siendo ésta una carga cuya omisión
produce la preclusión de la oportunidad, no sólo la de la oferta de
las pruebas omitidas, sino la de la producción de todos los instru-
mentos escritos, audiovisuales o gráficos, con que cuenta para el
momento de incoar la acción y que no promoviere y presentare con
su escrito o interposición oral…”.

3. DE LAS COPIAS CERTIFICADAS DE LA SENTENCIA
ACCIONADA

Sentencia: Nº 1.781, del 05-08-02
Caso: Narcisa Senovia Córdoba e Ingrid Zulia Córdo-

va de Guzmán
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“...considera esta Sala que si bien resulta una obligación del quejoso
consignar junto con su escrito libelar copia certificada de la decisión
impugnada, la omisión en que incurrió el a quo del deber de incitar a
éste a que presentara dichas copias al momento de celebrarse la co-
rrespondiente audiencia oral y pública, no puede constituir en modo
alguno un perjuicio al accionante, aunado al hecho de que la decisión
accionada se encontraba inserta en el expediente, en virtud de su con-
signación por parte de la juez presuntamente agraviante”.
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Correcciones a la solicitud de amparo

Artículo 19.- Si la solicitud fuere oscura o no llenare los requisitos
exigidos anteriormente especificados, se notificará al solicitante del
amparo para que corrija el defecto u omisión dentro del lapso de cua-
renta y ocho horas siguientes a la correspondiente notificación. Si no
lo hiciere, la acción de amparo será declarada inadmisible.

Sentencia: Nº 113, del 06-02-01
Caso: Orlando Rafael Hidalgo Silva
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“...ante la falta de señalamiento, por parte del accionante, de la actua-
ción u omisión que se señala como lesiva, así como de la pretensión
específica que intenta obtener a través del amparo, a lo que se suma
haber omitido la indicación de los derechos conculcados en relación
con su persona, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgáni-
ca de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, ordenó a
la parte actora que, en un lapso de cuarenta y ocho (48) horas siguien-
tes a su notificación, aclarase a este Alto Tribunal dichos aspectos.

Para decidir, la Sala observa:

Dispone el artículo 19 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos
y Garantías Constitucionales, supra mencionado, lo siguiente:

‘Si la solicitud fuere oscura o no llenare los requisitos exigidos ante-
riormente especificados, se notificará al solicitante del amparo para
que corrija el defecto u omisión dentro del lapso de cuarenta y ocho
horas siguientes a la correspondiente notificación. Si no lo hiciere, la
acción de amparo será declarada inadmisible’.
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Sentencia: Nº 1.503, del 03-07-02
Caso: José Elegno Mora Bolívar
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“...el artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y
Garantías Constitucionales señala las condiciones que debe cumplir la
solicitud de amparo. Se trata de un conjunto de cargas procesales
mínimas a ser cumplidas por la parte actora. Aunado a ello, el artículo
19 eiusdem faculta al Juez para ordenar la corrección de la solicitud
de amparo si ésta fuere oscura o no llenare los requisitos exigidos por
el artículo 18 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales. Estima la Sala que la disposición del artículo
19 es una norma rectora del proceso que instruye al sentenciador so-
bre la conducta a adoptar frente a determinadas inconsistencias en las
peticiones de amparo, mas dicha norma no puede ser usada como
fundamento jurídico de la corrección frente a una causal no estableci-
da en la Ley como lo es el requisito de presentar en copia simple o
certificada la sentencia impugnada. Por ello, resultaría violatorio del
derecho de acceso a la justicia y a una tutela judicial efectiva inadmitir
la demanda de amparo con fundamento en una causal que no se en-
cuentra consagrada en el texto legal. En estos casos deberá hacerse
uso de la disposición consagrada en el artículo 17 de la Ley Orgánica
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales que otorga
al sentenciador amplias facultades para ordenar a la parte actora la
consignación del fallo impugnado o para recabarla del propio tribunal
al que se le atribuyen las infracciones constitucionales”.



116 LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

Sentencia: Nº 1.085, del 05-06-2002
Caso: Jesús Geraldo Yumar Pinto
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“Llevado a cabo un estudio pormenorizado de las actas que compo-
nen el presente expediente, esta Sala observa que la presente acción
de amparo intentada por el ciudadano Jesús Geraldo Yumar Pinto, es
de tal modo oscura, confusa e incoherente, que tal y como ha sido
configurada, es ininteligible. De este modo, la solicitud es tan confusa
que no es susceptible de enmienda y que resulta imposible su tramita-
ción, motivos que llevan a esta Sala a declarar inadmisible la presente
acción de amparo constitucional, por aplicación supletoria de la dis-
posición contenida en el ordinal 6º de artículo 84 de la Ley Orgánica
de la Corte Suprema de Justicia, remisión sustentada por el artículo
48 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Cons-
titucionales y del artículo 19 eiusdem.

Por lo tanto, estima la Sala que el accionante debe plantear de nuevo
la acción de amparo, proporcionando los elementos exigidos por la
legislación y la jurisprudencia para su estudio, lo cual requiere al me-
nos un escrito coherente, que cumpla en rigor con el artículo 18 de la
Ley Orgánica que rige la materia.

Por las motivaciones expuestas, esta Sala, sin prejuzgar sobre el fondo
de los asuntos planteados en el expediente bajo examen, declara inad-
misible la solicitud de amparo constitucional interpuesta. Así se decide”.

Cuestiones de competencia infundada

Artículo 20.- El Juez que haya suscitado una cuestión de competencia
manifiestamente infundada será sancionado por el Superior con multa
no menor de cinco mil bolívares (Bs. 5.000,00) ni mayor de diez mil
bolívares (Bs. 10.000,00).
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Principio de igualdad procesal

Artículo 21.- En la acción de amparo los jueces deberán mantener
la absoluta igualdad entre las partes y cuando el agraviante sea una
autoridad pública quedarán excluidos del procedimiento los privile-
gios procesales.

El amparo decretado en forma inmediata

*Artículo 22.- El Tribunal que conozca de la solicitud de amparo ten-
drá potestad para restablecer la situación jurídica infringida, prescin-
diendo  de  consideraciones  de  mera  forma  y  sin  ningún  tipo  de
averiguación sumaria que la preceda.

En este caso, el mandamiento de amparo deberá ser motivado y estar
fundamentado en un medio de prueba que constituya presunción gra-
ve de la violación o de la amenaza de violación.

Solicitud de informe al agraviante

Artículo 23.- Si el Juez no optare por restablecer inmediatamente la
situación jurídica infringida, conforme al artículo anterior, ordenará a
la autoridad, entidad, organización social o a los particulares imputa-
dos de violar o amenazar el derecho o la garantía constitucionales, que
en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la
respectiva notificación, informe sobre la pretendida violación o ame-
naza que hubiere motivado la solicitud de amparo.

La falta de informe correspondiente se entenderá como aceptación de
los hechos incriminados.

* Derogado mediante  sentencia  dictada por  la  Corte  en  Pleno de  la Corte Suprema de  Justicia,  el
21-05-96,  con  ponencia  del  Dr. Humberto  J.  La  Roche.  (Caso: Alfonso Albornoz  Niño)
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Sentencia: Nº 2.002, del 16-08-02
Caso: Deltak, C.A.
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“…el informe escrito, mencionado en los artículos 23 y 26 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, el
cual en su momento cumplió la función de una especie de ‘contestación
de la demanda’ contentiva de la pretensión de amparo y que según el
artículo 24 eiusdem ‘(...) contendrá una relación sucinta y breve de las
pruebas en las cuales el presunto agraviante pretenda fundamentar su
defensa (...)’, ha quedado sustituido, a partir de la citada decisión de la
Sala Constitucional y con fundamento en la preponderancia que la ora-
lidad procedimental debe tener en el cauce procesal del amparo, por la
intervención en la audiencia oral. En dicha oportunidad el Juez o encar-
gado del Tribunal supuesto agraviante, así como las partes del proceso
donde se dictó el fallo impugnado, manifestarán al Juez constitucional
sus razones y argumentos respecto del proceso de amparo, con lo cual
se garantiza, dentro de un debido proceso, el derecho a la defensa,
previsto en artículo 49.1 de la Constitución de 1999.

Igualmente, al ser sustituido el informe escrito de la manera expresada,
pierden sentido, por su accesoriedad con dicho informe, la notificación
y término para su presentación previstos en el artículo 23 eiusdem; así
como el requisito de la presentación del informe para proceder a deter-
minar la oportunidad de la audiencia oral de parte del Juez Constitucio-
nal, según expresa el artículo 26 eiusdem, y así se declara”.

Contenido del informe del agraviante

Artículo 24.- El informe a que se refiere el artículo anterior conten-
drá una relación sucinta y breve de las pruebas en las cuales el pre-
sunto agraviante pretenda fundamentar su defensa, sin perjuicio de
la potestad evaluativa que el artículo 17 de la presente Ley confiere
al Juez competente.
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Desistimiento de la acción de amparo constitucional

Artículo 25.- Quedan excluidas del procedimiento constitucional del
amparo todas las formas de arreglo entre las partes, sin perjuicio de
que el agraviado pueda, en cualquier estado y grado de la causa, de-
sistir de la acción interpuesta, salvo que se trate de un derecho de
eminente orden público o que pueda afectar las buenas costumbres.

El desistimiento malicioso o el abandono del trámite por el agraviado
será sancionado por el Juez de la causa o por el Superior, según el
caso, con multa de Dos Mil Bolívares (Bs. 2.000,00) a Cinco Mil
Bolívares (Bs. 5.000,00)

Sentencia: Nº 1.940, del 15-08-02
Caso: William Vera
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“...se observa que el legislador le otorga al accionante en amparo (pre-
sunto agraviado), la posibilidad de desistir de la acción interpuesta,
como único mecanismo de autocomposición procesal, siempre que no
se trate de la violación de un derecho de orden público o que pueda
afectar las buenas costumbres.

(...)

En vista que el derecho denunciado como violado sólo afecta la esfera
particular de los derechos subjetivos del accionante, y que no se trata
de un derecho de eminente orden público, ni tampoco afecta las bue-
nas costumbres, esta Sala procede a homologar el desistimiento de la
acción de amparo solicitado”...
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Del procedimiento y la audiencia oral y pública

Artículo 26.- El Juez que conozca del amparo fijará dentro de las
noventa y seis (96) horas siguientes a la presentación del Informe por
el presunto agraviante o de la extinción del término correspondiente,
la oportunidad para que las partes o sus representantes legales expre-
sen, en forma oral y pública, los argumentos respectivos.

Efectuado dicho acto, el Juez dispondrá de un término improrroga-
ble de veinticuatro (24) horas para decidir la solicitud de amparo
constitucional.

1. DEL PROCEDIMIENTO

1.1 PROCEDIMIENTO EN LOS AMPAROS CONTRA
ACTUACIONES Y OMISIONES

Sentencia: Nº 7, del 01-02-00
Caso: José Amado Mejía Betancourt y José Sánchez

Villavicencio
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Con relación a los amparos que no se interpongan contra sentencias,
tal como lo expresan los artículos 16 y 18 de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, el proceso se
iniciará por escrito o en forma oral conforme a lo señalado en dichos
artículos; pero el accionante además de los elementos prescritos en el
citado artículo 18 deberá también señalar en su solicitud, oral o escri-
ta, las pruebas que desea promover, siendo esta una carga cuya omi-
sión produce la preclusión de la oportunidad, no sólo la de la oferta de
las pruebas omitidas, sino la de la producción de todos los instrumen-
tos escritos, audiovisuales o gráficos, con que cuenta para el momento
de incoar la acción y que no promoviere y presentare con su escrito o



LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 121

interposición oral; prefiriéndose entre los instrumentos a producir los
auténticos. El principio de libertad de medios regirá estos procedi-
mientos, valorándose las pruebas por la sana crítica, excepto la prue-
ba instrumental que tendrá los valores establecidos en los artículos
1.359 y 1.360 del Código Civil para los documentos públicos y en el
artículo 1.363 del mismo Código para los documentos privados au-
ténticos y otros que merezcan autenticidad, entre ellos los documen-
tos públicos administrativos.

Los Tribunales o la Sala Constitucional que conozcan de la solicitud
de amparo, por aplicación de los artículos de la Ley Orgánica de
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, admitirán o
no el amparo, ordenarán que se amplíen los hechos y las pruebas, o
se corrijan los defectos u omisiones de la solicitud, para lo cual se
señalará un lapso, también preclusivo. Todo ello conforme a los ar-
tículos 17 y 19 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y
Garantías Constitucionales.

Admitida la acción, se ordenará la citación del presunto agraviante y
la notificación del Ministerio Público, para que concurran al tribunal a
conocer el día en que se celebrará la audiencia oral, la cual tendrá
lugar, tanto en su fijación como para su práctica, dentro de las noventa
y seis (96) horas a partir de la última notificación efectuada. Para dar
cumplimiento a la brevedad y falta de formalidad, la notificación podrá
ser practicada mediante boleta, o comunicación telefónica, fax, tele-
grama, correo electrónico, o cualquier medio de comunicación inter-
personal, bien por el órgano jurisdiccional o bien por el Alguacil del
mismo, indicándose en la notificación la fecha de comparecencia del
presunto agraviante y dejando el Secretario del órgano jurisdiccional,
en autos, constancia detallada de haberse efectuado la citación o no-
tificación y de sus consecuencias.

En la fecha de la comparecencia que constituirá una audiencia oral y
pública, las partes, oralmente, propondrán sus alegatos y defensas ante
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la Sala Constitucional o el tribunal que conozca de la causa en primera
instancia, y ésta o éste decidirá si hay lugar a pruebas, caso en que el
presunto agraviante podrá ofrecer las que considere legales y perti-
nentes, ya que este es el criterio que rige la admisibilidad de las prue-
bas. Los hechos esenciales para la defensa del agraviante, así como
los medios ofrecidos por él se recogerán en un acta, al igual que las
circunstancias del proceso.

La falta de comparecencia del presunto agraviante a la audiencia oral
aquí señalada producirá los efectos previstos en el artículo 23 de la Ley
Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

La falta de comparencia del presunto agraviado dará por terminado el
procedimiento, a menos que el Tribunal considere que los hechos ale-
gados afectan el orden público, caso en que podrá inquirir sobre los
hechos alegados, en un lapso breve, ya que conforme al principio ge-
neral contenido en el artículo 11 del Código de Procedimiento Civil y
el artículo 14 de la Ley Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales, en materia de orden público el juez podrá
tomar de oficio las providencias que creyere necesarias.

En caso de litis consorcios necesarios activos o pasivos, cualquiera de
los litis consortes que concurran a los actos, representará al consorcio.

El órgano jurisdiccional, en la misma audiencia, decretará cuáles son
las pruebas admisibles y necesarias, y ordenará, de ser admisibles,
también en la misma audiencia, su evacuación, que se realizará en ese
mismo día, con inmediación del órgano en cumplimiento del requisito
de la oralidad o podrá diferir para el día inmediato posterior la eva-
cuación de las pruebas.

Debido al mandato constitucional de que el procedimiento de amparo
no estará sujeto a formalidades, los trámites como se desarrollarán las
audiencias y la evacuación de las pruebas, si fueran necesarias, las
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dictará en las audiencias el tribunal que conozca del amparo, siempre
manteniendo la igualdad entre las partes y el derecho de defensa. To-
das las actuaciones serán públicas, a menos que por protección a de-
rechos civiles de rango constitucional, como el comprendido en el
artículo 60 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela, se decida que los actos orales sean a puerta cerrada, pero siem-
pre con inmediación del tribunal.

Una vez concluido el debate oral o las pruebas, el juez o el Tribunal en
el mismo día estudiará individualmente el expediente o deliberará (en
los caso de los Tribunales colegiados) y podrá:

a) Decidir inmediatamente, en cuyo caso expondrá de forma oral los
términos del dispositivo del fallo, el cual deberá ser publicado íntegra-
mente dentro de los cinco (5) días siguientes a la audiencia en la cual
se dictó la decisión correspondiente. El fallo lo comunicará el juez o el
presidente del Tribunal colegiado, pero la sentencia escrita la redacta-
rá el ponente o quien el Presidente del Tribunal Colegiado decida.

El dispositivo del fallo surtirá los efectos previstos en el artículo 29 de
la Ley Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucio-
nales, mientras que la sentencia se adaptará a lo previsto en el artículo
32 ejusdem.

b) Diferir la audiencia por un lapso que en ningún momento será mayor
de cuarenta y ocho (48) horas, por estimar que es necesaria la presen-
tación o evacuación de alguna prueba que sea fundamental para decidir
el caso, o a petición de alguna de las partes o del Ministerio Público.

Contra la decisión dictada en primera instancia, podrá apelarse dentro
de los tres (3) días siguientes a la publicación del fallo, la cual se oirá
en un solo efecto, a menos que se trate del fallo dictado en un proceso
que, por excepción, tenga una sola instancia. De no apelarse, pero ser
el fallo susceptible de consulta, deberá seguirse el procedimiento se-
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guido en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo Sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales, esto es, que la sentencia será con-
sultada con el Tribunal Superior respectivo, al cual se le remitirá
inmediatamente el expediente, dejando copia de la decisión para la
ejecución inmediata. Este Tribunal decidirá en un lapso no mayor de
treinta (30) días. La falta de decisión equivaldrá a una denegación de
justicia, a menos que por el volumen de consultas a decidir se haga
necesario prorrogar las decisiones conforme al orden de entrada de
las consultas al Tribunal de la segunda instancia.

Cuando se trate de causas que cursen ante tribunales cuyas decisiones
serán conocidas por otros jueces o por esta Sala, por la vía de la
apelación o consulta, en cuanto a las pruebas que se evacúen en las
audiencias orales, se grabarán o registrarán las actuaciones, las cuales
se verterán en actas que permitan al juez de la Alzada conocer el de-
venir probatorio. Además, en la audiencia ante el Tribunal que conoz-
ca en primera instancia en que se evacúen estas pruebas de lo actuado,
se levantará un acta que firmarán los intervinientes. El artículo 189 del
Código Procedimiento Civil regirá la confección de las actas, a menos
que las partes soliciten que los soportes de las actas se envíen al Tri-
bunal Superior.

Los Jueces Constitucionales siempre podrán interrogar a las partes y
a los comparecientes”.
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1.2 PROCEDIMIENTO EN LOS AMPAROS CONTRA
SENTENCIAS

Sentencia: Nº 7, del 01-02-00
Caso: José Amado Mejía Betancourt y José Sánchez

Villavicencio
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Cuando el amparo sea contra sentencias, las formalidades se simpli-
ficarán aún más y por un medio de comunicación escrita que deberá
anexarse al expediente de la causa donde se emitió el fallo, inmediata-
mente a su recepción, se notificará al juez o encargado del Tribunal,
así como a las partes en su domicilio procesal, de la oportunidad en
que habrá de realizarse la audiencia oral, en la que ellos manifestarán
sus razones y argumentos respecto a la acción. Los amparos contra
sentencias se intentarán con copia certificada del fallo objeto de la
acción, a menos que por la urgencia no pueda obtenerse a tiempo la
copia certificada, caso en el cual se admitirán las copias previstas en el
artículo 429 del Código Procedimiento Civil, no obstante en la au-
diencia oral deberá presentarse copia auténtica de la sentencia

Las partes del juicio donde se dictó el fallo impugnado podrán hacer-
se partes, en el proceso de amparo, antes y aun dentro de la audiencia
pública, mas no después, sin necesidad de probar su interés. Los ter-
ceros coadyuvantes deberán demostrar su interés legítimo y directo
para intervenir en los procesos de amparo de cualquier clase antes de
la audiencia pública.

La falta de comparecencia del Juez que dicte el fallo impugnado o de
quien esté a cargo del Tribunal, no significará aceptación de los hechos,
y el órgano que conoce del amparo, examinará la decisión impugnada”.
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Sanciones disciplinarias

Artículo 27.- El Tribunal que conozca de la solicitud de amparo remi-
tirá copia certificada de su decisión a la autoridad competente, a fin de
que resuelva sobre la procedencia o no de medida disciplinaria contra
el funcionario público culpable de la violación o de la amenaza contra
el derecho o la garantía constitucionales, sin perjuicio de las responsa-
bilidades civiles o penales que le resulten atribuibles.

A tal efecto, el Tribunal remitirá también los recaudos pertinentes al
Ministerio Público.

Sentencia: Nº 992, del 10-08-00
Caso: José Luis Bogier, Heney Hernández y otros
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“La declaración de inadmisibilidad de la acción de amparo, dictada con
fundamento en la cesación del hecho u omisión que presuntamente la
causaba, ¿libra al juzgador de remitir copia de su decisión a las autori-
dades competentes, merced a lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales?

Y desde otro perspectiva, ¿puede interpretarse esta norma en un sen-
tido tal que otorgue a los jueces la posibilidad de escudarse en la ce-
sación del hecho por haberse dictado el acto deseado, cesación que
podría ser más bien una simple reacción a la solicitud de amparo?

Limitando esta decisión al caso concreto bajo estudio, es decir, a la
denuncia de dilaciones indebidas que hayan obtenido una decisión de
inadmisibilidad por haber cesado la presunta lesión, un elemental sen-
tido jurídico aconseja efectuar una neta separación entre el juicio de
constitucionalidad dirigido a permitir la apertura de la instancia o a la
concreción del grado de razón en el planteamiento de la pretensión
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(juicios de admisibilidad y de procedencia, respectivamente), del acto
que exige el artículo 27 mencionado, y en el cual se subsumirían tam-
bién las decisiones de inadmisibilidad por cesación de la presunta le-
sión, en caso de que la misma le sea imputada a una autoridad judicial.

Tal separación vendría acorde con la propia modalidad del amparo
judicial, pues como se sabe, el mismo se dirige contra el órgano juris-
diccional y no contra el juzgador, de suerte que las expresiones conte-
nidas en el artículo 27 estudiado, relativas a que cumplen los efectos
de dicha norma respecto al ‘funcionario público culpable de la viola-
ción o de la amenaza’, deben ser entendidas en línea a que el juez que
conozca del amparo realice un acto (remitir copia del expediente) que
no implica un juzgamiento sobre la conducta del juez, y para el cual se
encuentra sustancialmente habilitado desde el derecho administrativo
disciplinario. Por ello, no le es vinculante la decisión acerca de la ad-
misibilidad o procedencia de la acción por dilación indebida.

Por tanto, cuando con ocasión de la verificación de las condiciones de
admisibilidad de una acción de amparo, tal medio de justicia no pro-
ceda en razón de haber cesado la presunta violación o amenaza de
algún derecho o garantía constitucional, en los términos del numeral 1
del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales, el juzgado superior deberá, según lo dispuesto
en el artículo 27 mencionado, y sin que le sea vinculante la decisión
que respecto a la denuncia de inconstitucionalidad le toque pronun-
ciar, enviar copia de lo conducente a la autoridad competente, léase:
Inspectoría General de Tribunales y Comisión de Funcionamiento y
Reestructuración del Poder Judicial, o Dirección Ejecutiva de la Ma-
gistratura, una vez que esta última entre en funcionamiento.

En conclusión, la presunta dilación indebida sería objeto de un análisis
a los solos efectos de realizar la remisión establecida por la norma
estudiada, desde el derecho administrativo disciplinario; análisis del
que no puede prescindir el juzgador en aquellos procedimientos de
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amparo donde se señale a un órgano judicial como el presunto agra-
viante, y en el que proceda inadmitir la acción por razón de la cesa-
ción de la lesión o amenaza.

Es evidente que en aquellas causas en que se haya declarado la viola-
ción de algún derecho o garantía constitucional como producto de un
hecho, acto u omisión de un órgano de justicia, el acto a que se con-
trae el artículo 27, procede sin restricción alguna y en todo caso”.

Sanciones en casos de acciones temerarias

Artículo 28.- Cuando fuese negado el amparo, el Tribunal se pro-
nunciará sobre la temeridad de la acción interpuesta y podrá impo-
ner sanción hasta de diez (10) días de arresto al quejoso cuando
aquélla fuese manifiesta.

Sentencia: Nº 1.837, del 03-10-01
Caso: Eduardo José Ugarte Hernández
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“En tal sentido, la sanción de arresto establecida en el artículo 28 de
la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales, el cual dispone ‘Cuando fuese negado el amparo, el Tribu-
nal se pronunciará sobre la temeridad de la acción interpuesta y podrá
imponer sanción hasta de diez (10) días de arresto al quejoso cuan-
do aquélla fuese manifiesta’, refiere a una orden disciplinaria prove-
niente del tribunal que niegue la acción de amparo constitucional
propuesta y en el único y exclusivo caso de que la haya calificado
como manifiestamente temeraria. Es necesario destacar, que esta
grave sanción requiere de la calificación que en sede jurisdiccional
adoptó el tribunal en ejercicio de su competencia, en estrecha rela-
ción con la sentencia negadora del recurso y participa de la misma
naturaleza jurisdiccional”.



LEY ORGÁNICA DE AMPARO SOBRE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 129

Obligatoriedad de acatar el mandamiento de amparo acordado

Artículo 29.- El Juez que acuerde el restablecimiento de la situación
jurídica infringida ordenará, en el dispositivo de la sentencia, que el
mandamiento sea acatado por todas las autoridades de la República,
so pena de incurrir en desobediencia a la autoridad.

Orden de ejecución inmediata

Artículo 30.- Cuando la acción de amparo se ejerciere con fundamento
en violación de un derecho constitucional, por acto o conducta omisiva,
o por falta de cumplimiento de la autoridad respectiva, la sentencia or-
denará la ejecución inmediata e incondicional del acto incumplido.

Sentencia: Nº 26, del 15-02-00
Caso: Sergio Enrique Arias Quevedo, Ángela Iraima

Arias Quevedo y otros
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“Faculta por tanto esta norma al juez constitucional a establecer en
primer término si existe o no la obligación del juez de decidir, y de ser
el caso, podrá obligarlo a ello dentro de un plazo, tal como lo prevé el
artículo 32 eiusdem”.

Sanciones al Incumplimiento del Amparo
Constitucional Acordado

Artículo 31.- Quien incumpliere el mandamiento de amparo constitu-
cional dictado por el Juez, será castigado con prisión de seis (6) a
quince (15) meses.
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Sentencia: Nº 673, del 26-03-02
Caso: Germán Duque Márquez
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Es decir, que prescribe pena corporal para aquella persona que incu-
rra en el supuesto de desacato del contenido de un mandamiento de
amparo, lo cual es materia propia de la jurisdicción penal, pero ínti-
mamente relacionada con la acción de amparo constitucional”.

Contenido de la Sentencia de Amparo

Artículo 32.- La sentencia que acuerde el amparo constitucional de-
berá cumplir las siguientes exigencias formales:

A) Mención concreta de la autoridad, del ente privado o de la perso-
na contra cuya resolución o acto u omisión se conceda el amparo;

B) Determinación precisa de la orden a cumplirse, con las especifica-
ciones necesarias para su ejecución;

C) Plazo para cumplir lo resuelto.

Sentencia: Nº 2.082, del 30-10-01
Caso: Instituto Nacional de Geriatría y Gerontología
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Adaptando el contenido del ex artículo 32, a las posibles decisiones
que se pueden producir en el proceso de amparo, distintas a la que
declara su procedencia; es de precisar que toda acción de amparo
debe finalizar con una sentencia de fondo, salvo que falte algún presu-
puesto o requisito procesal y que no sea corregido oportunamente, o
por la existencia de alguna de las causales del artículo 6 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales,
que daría lugar a la declaratoria de inadmisibilidad.
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Observa esta Sala que, siempre y en todo caso se debe producir una
decisión, no siendo suficiente con que se dicte el dispositivo del fallo en
la Audiencia Constitucional, de celebrarse ésta, sino que se requiere una
sentencia fundada en Derecho, una sentencia motivada, debiendo el juz-
gador en amparo explicitar la interpretación que hace del derecho apli-
cable y el conjunto de razonamientos que lo condujeron a producir una
determinada decisión, la ratio decidendi. Igualmente, la sentencia de
amparo debe contener mención de la fijación de los hechos y del dere-
cho aducido por las partes, elementos éstos, que se obtienen especial-
mente de la Audiencia Constitucional, acto en el que el juzgador se crea
su propia convicción para decidir y esboza la ratio decidendi, la cual
deberá explanar, ampliar y fijar en la sentencia, no obstante dicte el
dispositivo ex ante en la mencionada Audiencia. Si bien el dispositivo
surte efectos materiales, no es el acto jurídicamente definitivo, el cual
sólo se produce con la sentencia de amparo, que es un acto complejo,
al separar en dos momentos el juzgamiento, esto es, el dispositivo, que
se dicta en la Audiencia Constitucional y la ratio decidendi y demás
elementos decisorios, que se extienden en el fallo”.

Costas

Artículo 33.- Cuando se trate de quejas contra particulares, se im-
pondrán las costas al vencido, quedando a salvo las acciones a que
pudiere haber lugar.

No habrá imposición de costas cuando los efectos del acto u omi-
sión hubiesen cesado antes de abrirse la averiguación. El Juez podrá
exonerar de costas a quien intentare el amparo constitucional por
fundado temor de violación o de amenaza, o cuando la solicitud no
haya sido temeraria.
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Sentencia: Nº 320, del 04-05-00
Caso: C.A. Seguros La Occidental
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“El artículo 33 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales, mantiene como principio que, cuando se tra-
te de quejas entre particulares, se impondrán las costas al vencido.
Esto ha impedido que se condene en costas al accionante cuando in-
coa un amparo contra el Estado, sus entes, o contra las sentencias, ya
que se ha interpretado que ellos no son particulares.

A juicio de esta Sala, tal norma existe para permitir a los particulares
accionar con libertad contra los poderes públicos, sin el riesgo de te-
ner que pagar unas costas, si resultaren perdidosos.

Pero, ¿qué sucede cuando los particulares se hacen partes en el pro-
ceso con el fin de coadyuvar con los poderes públicos en la defensa
de los actos de dichos poderes, lo que incluye las sentencias dictadas
por los Tribunales?

Conforme al artículo 370 del Código de Procedimiento Civil, en su
numeral 3, los terceros que tengan interés jurídico actual en sostener
las razones de alguna de las partes y pretendan ayudarla a vencer en el
proceso, pueden hacerse parte en el juicio donde actúa la parte con
quien van a coadyuvar. Ese interés, sin necesidad de prueba alguna,
ha sido reconocido por esta Sala en su fallo de 1° de febrero de 2000
(caso: José Amado Mejías) en los amparos contra sentencias, con
respecto a las partes de la causa donde se dictó el fallo impugnado.

Pero, cuando la sentencia que se dicte en el amparo (que en estos
casos es el juicio principal), haya de producir efectos en la relación
jurídica del interviniente adhesivo con la parte contraria a quien se
adhiere, por lo que se trata de una relación jurídica fundada en el de-
recho sustantivo, conforme al artículo 381 del Código de Procedi-
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miento Civil, ese interviniente, cuyo interés es el máximo porque el
amparo en alguna forma le va a perjudicar sus derechos sustantivos,
se convierte en un litis consorte con la parte con quien coadyuva, a
tenor de lo dispuesto en el artículo 147 del Código de Procedimiento
Civil, es decir, un litis consorte facultativo que en las relaciones con la
contraparte, obra como un litigante distinto a los otros consortes.

Surge así, una situación de litis consorcio facultativo entre un órgano
del poder público (del judicial en el caso del amparo contra senten-
cia) y un particular, que viene al juicio a defender sus propios y egoís-
tas intereses.

Cuando el proceso de amparo contra sentencia adquiere esta dimen-
sión, no puede considerarse que se trata de una queja entre un parti-
cular contra el poder público, ya que la intervención del otro particular
en defensa de sus intereses y derechos subjetivos personales, hacien-
do causa común con el tribunal que emitió el fallo, convierte la causa
de amparo en un proceso entre particulares, en lo relativo a los inter-
vinientes ajenos a los poderes públicos.

Siendo así, en cuanto a los particulares intervinientes, considera esta Sala
que deben imperar las disposiciones sobre costas, adaptadas a las pecu-
liaridades del proceso de amparo, donde la condena en costas se impone
al litigante temerario, tal como lo establece el artículo 33 de la Ley Orgá-
nica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

Por tanto, no resulta decisivo para que exista la posibilidad de una
condena en costas en materia de amparo constitucional, el que la soli-
citud de amparo esté dirigida solamente contra un órgano del poder
público, ya que si los particulares se hacen terceros coadyuvantes en
defensa de los intereses de las partes del amparo, con respecto a ellos
el proceso deviene en una acción entre particulares y el perdidoso
puede resultar condenado en costas, sobre todo, cuando es un litis
consorte facultativo, a quien un sector de los efectos de la sentencia lo
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toca como litigante particular, independiente del otro, tal como lo pre-
vé el artículo 280 del Código de Procedimiento Civil”

Sentencia: Nº 2.333, del 02-10-02
Caso: Fiesta, C.A.
Ponente: Dr. Antonio García García

“En tal sentido, precisa esta Sala señalar que, el encabezamiento del
artículo 33 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales, establece que algo debe ser hecho (obligación),
esto es, ‘se impondrán las costas al vencido’, y al mismo tiempo
establece una condición de aplicación, que se identifica con aquella
circunstancia que debe darse para que pueda llevarse a cabo el conte-
nido de la norma, cual es, ‘cuando se trate de quejas contra parti-
culares’. Ahora bien, la referida condición de aplicación, a pesar de
que no estatuye una prohibición expresa de condenar en costas al ven-
cido en los amparos contra entes públicos, cuando es interpretada de
manera literal, no sólo resulta notoriamente discriminatoria, sino que
además no guarda armonía con el contenido del artículo 21 de la pro-
pia Ley, que impone a los Jueces la obligación de mantener la absoluta
igualdad entre las partes en los procesos de amparo y advierte que
quedarán excluidos del procedimiento los privilegios procesales cuan-
do el agraviante sea una autoridad pública; ni se corresponde con la
previsión establecida en la Disposición Derogatoria Única de la Cons-
titución de la República Bolivariana de Venezuela vigente, en cuanto y
en tanto, el ordenamiento jurídico mantendrá su vigencia, en todo lo
que no contradiga a la mencionada Constitución, la cual irrefutable-
mente exige una mayor paridad sustancial de las partes en el proceso
de tutela constitucional, y más aún frente a los actos, hechos u omisio-
nes de los entes públicos.

En este orden de ideas, se ha sostenido que cuando la Ley Orgánica
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales condiciona
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la condenatoria en costas solamente a los supuestos de amparo contra
particulares, lo hace bajo la presunción de que respecto a los entes
públicos regirían los privilegios procesales establecidos a su favor (Cfr.
RONDÓN DE SANSÓ, H. Ob. Cit., pp. 497-498), que los coloca
en una situación de ventaja frente al particular en juicio y ha encontra-
do justificación en la especial posición en que se encuentran como
representantes de la Hacienda Pública, como garantes de la continui-
dad de los servicios y funciones públicas, o como titulares de intereses
de la colectividad. Sin embargo, observa la Sala que, la concesión por
el Legislador de privilegios y prerrogativas para la actuación en juicio
de la Administración y demás autoridades y órganos del Poder Públi-
co, debe encontrar el justo límite que permita el equilibrio entre el
denominado ‘interés general’ y la correlativa responsabilidad del Es-
tado y de sus funcionarios, con los derechos y garantías que constitu-
cionalmente  corresponden  a  los  particulares,  pues,  ‘...en modo
alguno pueden vaciar de contenido el derecho de los particulares
a obtener una tutela eficaz, pues el derecho de igualdad, y la igual-
dad procesal como manifestaciones de aquélla, así lo imponen’
(Vid. BADELL MADRID, Rafael. ‘Tendencias Jurisprudenciales del
Contencioso-Administrativo en Venezuela’, publicado en la página web
www.badell.grau.com).

Y es que el contenido constitucional del derecho a la tutela judicial
efectiva, como bien lo ha señalado la doctrina (Cfr. GARCÍA MORI-
LLO, Joaquín. ‘El Derecho a la Tutela Judicial’ en Derecho Constitu-
cional, Vol. I, 4ª edición, Tirant Lo Blanc Libros, Valencia, 2000, pp.
337-359), se manifiesta no solamente en el derecho de acceso a la
jurisdicción, a obtener con prontitud de la misma una decisión fundada
en derecho, tras un proceso en el que se garantice adecuadamente el
derecho de defensa de los afectados, sino que comporta también que
la autoridad pública, con respeto al derecho constitucional a la igual-
dad previsto en el artículo 21 de la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela, actúe en juicio frente a los particulares, sometida
a derecho en equivalencia de condiciones.
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Es por ello, que la prerrogativa procesal que impide condenar en cos-
tas a la República, los estados, municipios, institutos autónomos y de-
más entes públicos, contraría el derecho de todo particular a la igualdad
procesal y a obtener una tutela judicial efectiva, que exige que aquel
ciudadano que haya tenido que sufragar gastos en un proceso –como
el de amparo constitucional– al que fue llevado por un ente público o
que se vio obligado a incoar para combatir un acto, hecho u omisión
lesivo de derechos fundamentales, debe tener la posibilidad de que el
resto de la colectividad asuma un sacrificio particular, permitiéndole
recuperar, al menos, una parte importante de los costos del juicio en el
que resultó vencedor.

Así, la interpretación que del artículo 33 de la Ley Orgánica de Ampa-
ro sobre Derechos y Garantías Constitucionales se ha efectuado, en el
sentido de admitir que existe una prohibición tácita de condenar en
costas a los entes públicos en materia de amparo constitucional, resul-
ta incompatible con la Constitución de 1999 que propugna y defiende
la desaparición de los privilegios procesales reconocidos a la Admi-
nistración y demás autoridades públicas por el ordenamiento jurídico
venezolano, en obsequio de la igualdad y el derecho de los particula-
res a obtener una tutela eficaz de los órganos de justicia.

En consecuencia, a pesar de que no existe previsión expresa sobre las
costas contra los entes públicos en la Ley Orgánica de Amparo sobre
Derechos y Garantías Constitucionales, considera esta Sala que las
mismas sí proceden y que el juez tiene la facultad de condenar al ven-
cido en el proceso de amparo constitucional –sea el particular o el
ente público– y exonerar de costas a quien haya intentado la acción
por motivos racionales para litigar, pues, partiendo de una interpreta-
ción del artículo 33 de la referida Ley Orgánica en forma progresiva y
armónica con lo dispuesto en el artículo 21 eiusdem y la Constitución
de la República Bolivariana de Venezuela –así como con las tenden-
cias modernas del Derecho comparado–, debe entenderse que los en-
tes públicos responden ante los particulares y, en consecuencia, éstos
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frente a aquéllos, en acatamiento tanto del imperativo constitucional
que atenúa o elimina los privilegios procesales que la Administración y
otras autoridades públicas suelen invocar en su favor –dado que aten-
tan contra la igualdad procesal y que se instituyen como un obstáculo
que impide a los particulares el ejercicio efectivo de su derecho a la
justicia–, como de la regla contenida en la Disposición Derogatoria
Única del referido Texto Fundamental”.

Sanciones a los jueces por retardo procesal

Artículo 34.- El Consejo de la Judicatura registrará como falta grave
al cumplimiento de sus obligaciones, la inobservancia –por parte de
los jueces– de los lapsos establecidos en esta Ley para conocer y
decidir sobre las solicitudes de amparo.

Función cumplida actualmente por la Comisión Judicial del Tribunal
Supremo de Justicia

Del recurso de apelación y la consulta de ley

Artículo 35.- Contra la decisión dictada en primera instancia sobre la
solicitud de amparo se oirá apelación en un solo efecto. Si transcurri-
dos tres (3) días de dictado el fallo, las partes, el Ministerio Público o
los procuradores no interpusieren apelación, el fallo será consultado
con el Tribunal Superior respectivo, al cual se le remitirá inmediata-
mente copia certificada de lo conducente. Este Tribunal decidirá den-
tro de un lapso no mayor de treinta (30) días.
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1. DEL RECURSO DE APELACIÓN Y LA CONSULTA DE
LEY

Sentencia: Nº 7, del 01-02-00
Caso: José Amado Mejía Betancourt y José Sánchez

Villavicencio
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Contra la decisión dictada en primera instancia, podrá apelarse den-
tro de los tres (3) días siguientes a la publicación del fallo, la cual se
oirá en un solo efecto a menos que se trate del fallo dictado en un
proceso que, por excepción, tenga una sola instancia. De no apelarse,
pero ser el fallo susceptible de consulta, deberá seguirse el procedi-
miento seguido en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo Sobre
Derechos y Garantías Constitucionales, esto es, que la sentencia será
consultada con el Tribunal Superior respectivo, al cual se le remitirá
inmediatamente el expediente, dejando copia de la decisión para la
ejecución inmediata. Este Tribunal decidirá en un lapso no mayor de
treinta (30) días. La falta de decisión equivaldrá a una denegación de
justicia, a menos que por el volumen de consultas a decidir se haga
necesario prorrogar las decisiones conforma al orden de entrada de
las consultas al Tribunal de la segunda instancia. Cuando se trate de
causas que cursen ante tribunales cuyas decisiones serán conocidas
por otros jueces o por esta Sala, por la vía de la apelación o consulta,
en cuanto a las pruebas que se evacúen en las audiencias orales, se
grabarán o registrarán las actuaciones, las cuales se verterán en actas
que permitan al juez de la Alzada conocer el devenir probatorio”.
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2. OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL DE PRIMERA
INSTANCIA DE REMITIR COPIA CERTIFICADA DE
LA TOTALIDAD DEL EXPEDIENTE AL TRIBUNAL DE
SEGUNDA INSTANCIA

Sentencia: Nº 488, del 06-04-01
Caso: Parque Turístico Desarrollos Río Chico C.A.
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“...tanto en las apelaciones como en las consultas, conforme al artícu-
lo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, los Tribunales de la Segunda Instancia deben recibir
copia certificada de todo el expediente contentivo del fallo que será
conocido en apelación o consulta, dictado por la primera instancia”.

3. LAPSO PRECLUSIVO PARA QUE LAS PARTES
INTERPONGAN CUALQUIER ESCRITO RELACIONADO
CON EL EXPEDIENTE

Sentencia: Nº 442, del 04-04-01
Caso: Estación de Servicios Los Pinos S.R.L.
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“En tal sentido, esta Sala considera inadmisible el mismo para la pre-
sente decisión en vista de que fue consignado luego de haber transcu-
rrido los treinta (30) días establecidos en el artículo 35 de la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales
para que el ad quem conozca de la apelación o consulta de la senten-
cia de amparo constitucional. En este sentido, esta Sala considera que
habiendo la Ley establecido un plazo para que el tribunal de alzada
decida la apelación de la sentencia de amparo constitucional, este pla-
zo debe considerarse como un plazo preclusivo para que las partes
interpongan cualquier escrito relacionado con el expediente”.
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Efectos de la Sentencia de Amparo

Artículo  36.- La sentencia firme de amparo producirá efectos jurídi-
cos respecto al derecho o garantía objetos del proceso, sin perjuicio
de las acciones o recursos que legalmente correspondan a las partes.

Sentencia: Nº 522 del 08-06-00
Caso: Rafael Marante Oviedo
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“Quien intenta una acción de amparo constitucional pretende ener-
var una amenaza o una lesión ya existente, a su situación jurídica,
producto de la infracción de derechos o garantías constitucionales
producida por personas jurídicas o naturales o por los órganos del
Poder Público.

La situación jurídica es un estado fáctico en que se encuentra una per-
sona debido a los derechos subjetivos o intereses jurídicos que consi-
dera tiene. Dicha situación es por ello subjetiva y se alega sin que
exista declaración judicial previa alguna que la reconozca, pudiendo
perderse tal situación jurídica si por las vías ordinarias se le discute, ya
que quien la alega en el amparo, podría no tener el derecho o el interés
en que funda la situación.

Por ello, la acción de amparo declarada con lugar, no constituye cosa
juzgada sobre el derecho a la situación jurídica, la cual podría ser re-
vertida y hasta declarada inexistente en un proceso incoado a ese fin.
El artículo 36 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales es claro en ese sentido: ‘La sentencia firme de
amparo producirá efectos jurídicos respecto al derecho o garantía
objeto del proceso, sin perjuicio de las acciones o recursos que legal-
mente correspondan a las partes’”.
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Efectos de la desestimación del amparo

Artículo 37.- La desestimación del amparo no afecta la responsabili-
dad civil o penal en que hubiese podido incurrir el autor del agravio, ni
prejuzga sobre ninguna otra materia.

Sentencia: Nº 437, del 04-04-01
Caso: Norberto Ortigoza Rodríguez
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“…sólo es materia propia del conocimiento del juez que conoce de la
acción de amparo, la procedencia de la aplicación de las sanciones
previstas en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales, que no comprenden la acción por responsabilidad
personal del juez, cuya acción u omisión haya concretado una infrac-
ción constitucional, como tampoco, de conformidad con el artículo 37
eiusdem, la desestimación del amparo afecta la responsabilidad civil o
penal en que hubiese podido incurrir el autor del agravio, ni prejuzga
sobre ninguna otra materia”.
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Título V

Del Amparo de la Libertad
y Seguridad Personales

Amparo por la libertad y seguridad personales

Artículo 38.- Procede la acción de amparo para proteger la libertad y
seguridad personales de acuerdo con las disposiciones del presente título.

A esta acción le serán aplicables las disposiciones de esta Ley perti-
nentes al amparo en general.

Artículo 27 de la Constitución de la República Bolivariana de
Venezuela:

“La acción de amparo a la libertad o seguridad podrá ser interpuesta
por cualquier persona, y el detenido o detenida será puesto o puesta
bajo la custodia del tribunal de manera inmediata, sin dilación alguna”.
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1. DIFERENCIA ENTRE LA ACCIÓN DE AMPARO
CONSTITUCIONAL Y EL HÁBEAS CORPUS

Sentencia: Nº 113, del 17-03-00
Caso: Juan Francisco Rivas
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“En este sentido debe señalarse que ambas figuras –amparo contra
decisiones judiciales y hábeas corpus– se encuentran consagradas en
la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucio-
nales de manera separada, siendo que la primera va dirigida a restituir
la situación jurídica infringida ocasionada por una sentencia, resolu-
ción o acto emanado de un Tribunal, actuando fuera de su competen-
cia –entiéndase con abuso o extralimitación de poder– lesionando con
su actuación derechos y garantías protegidas por la Constitución; en
tanto que el hábeas corpus se concibe como la tuición fundamental de
la esfera de la libertad individual, como una verdadera garantía contra
arrestos y detenciones arbitrarias.

Hábeas corpus

Artículo 39.- Toda persona que fuere objeto de privación o restric-
ción de su libertad, o se viere amenazada en su seguridad personal,
con violación de las garantías constitucionales, tiene derecho a que un
Juez competente con jurisdicción en el lugar donde se hubiese ejecu-
tado el acto causante de la solicitud o donde se encontrare la persona
agraviada, expida un mandamiento de hábeas corpus.
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1. PROCEDENCIA DEL HÁBEAS CORPUS

Sentencia: Nº 113, del 17-03-00
Caso: Juan Francisco Rivas
Ponente: Dr. Iván Rincón Urdaneta

“Ahora bien, entiende la Sala, haciendo una interpretación armónica y
coherente que garantice una adecuada aplicación de ambos institutos,
que el recurso de hábeas corpus, por principio, resulta procedente
cuando se trata de proteger al ciudadano frente a arbitrarias detencio-
nes administrativas; mas, sin embargo, el mismo también es ejercible
en aquellos casos en los cuales exista de por medio una detención de
carácter judicial, pero, únicamente cuando dichas decisiones no cuen-
ten con un medio ordinario de impugnación o éste no sea acorde con
la protección constitucional que se pretende”.

2. INAPLICABILIDAD DEL HÁBEAS CORPUS CONTRA
LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD QUE EMANA DE
UNA DECISIÓN JUDICIAL

Sentencia: Nº 1.233, del 13-07-01
Caso: Juanita Mercedes Gómez Gil
Ponente: Jesús Eduardo Cabrera Romero

“...el hábeas corpus opera contra la privación ilegítima de la libertad
de una persona, y mal puede ser ilegítima la privación de la libertad
que emana de una decisión judicial dictada por un Juez competente,
en este caso un auto de detención, y como lo ha dicho la Sala en
anteriores oportunidades, contra la decisión judicial atentatoria de la
libertad personal, por infracción de derechos constitucionales, la vía
para atacarla es el Amparo Constitucional fundado en el artículo 4 de
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la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucio-
nales y no el hábeas corpus,”...

De la competencia

Artículo 40.- Los Juzgados de Primera Instancia en lo Penal son com-
petentes para conocer y decidir sobre el amparo de la libertad y segu-
ridad personales. Los respectivos Tribunales Superiores conocerán
en consulta de las sentencias dictadas por aquéllos.

Artículo 64, primer aparte del Código Orgánico Procesal Penal:

“Corresponde al tribunal de control hacer respetar las garantías
procesales, decretar las medidas de coerción que fueren pertinen-
tes, realizar la audiencia preliminar, y la aplicación del procedi-
miento por admisión de los hechos. También será competente para
conocer la acción de amparo a la libertad y seguridad personales,
salvo cuando el presunto agraviante sea un tribunal de la misma
instancia, caso en el cual el tribunal competente será el superior
jerárquico”.

1.  COMPETENCIA GENERAL

Sentencia: Nº 165, del 13-02-01
Caso: Eulices Salomé Rivas Ramírez
Ponente: Dr. José Delgado Ocando

“Ahora bien, resulta necesario para la Sala dilucidar el aspecto com-
petencial que involucra el presente proceso, para lo cual hay que se-
ñalar algunos antecedentes en materia de hábeas corpus. En tal sentido,
la Disposición Transitoria Quinta de la Constitución de 1961 atribuyó
la competencia para conocer de las acciones de amparo a la libertad y
seguridad personales, a los Tribunales de Primera Instancia en lo Pe-
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nal de la jurisdicción del lugar donde se hubiese producido el acto que
motivare la solicitud o donde se encontrare la persona presuntamente
agraviada. Según se desprende del contenido de esta disposición, hoy
derogada, tal asignación se realizó en atención, indudablemente, a una
privación de libertad –detención– ilegítima e ilegal, que pudiera afec-
tar a cualquier persona sin distinción de la autoridad de quien emana-
ba dicho acto que se pretendía vulneratorio, bien fuera ella autoridad
administrativa, policial e incluso judicial.

En 1983, la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías
Constitucionales recogió, casi a la letra, lo prescrito en la ya comenta-
da Disposición Transitoria Quinta, la cual dejó de tener vigencia, con-
forme a lo dispuesto por ella misma, al ser promulgada y puesta en
vigencia dicha ley.

A partir de allí, se comenzó a desarrollar una prolija jurisprudencia en
materia de amparo constitucional en general, siendo la que acapara
nuestra atención, de acuerdo con lo planteado en el presente análisis,
la referida a la competencia de los tribunales de primera instancia en lo
penal para conocer de las acciones de amparo contra la libertad y
seguridad personales. En realidad, es muy variado lo que se ha dicho
al respecto, incluso se atribuyó competencia a la Corte Primera de lo
Contencioso-Administrativo, para conocer de los amparos frente a
los arrestos disciplinarios que, de conformidad con la Ley Orgánica
del Poder Judicial de 1987 –reformada en 1998–, fueren impuestos
por los jueces, atendiendo, en este caso, al carácter de acto adminis-
trativo mas no judicial de la sanción.

Resulta pertinente indicar que, en dicha reforma de la Ley Orgánica
del Poder Judicial (G.O.E. Nº 5.262 de fecha 11 de septiembre de
1998), quedó intacta la facultad de los jueces de imponer sanciones
correctivas y disciplinarias, entre las cuales se encuentra el arresto, lo
que pudiera dar lugar a un hábeas corpus.
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Es oportuno referir, en este sentido, que la Corte Primera de lo Con-
tencioso-Administrativo se atribuyó la competencia para conocer del
amparo contra la libertad y seguridad personales, atendiendo a la na-
turaleza de acto administrativo del arresto en vía disciplinaria. Dicha
competencia fue modificada a raíz de la sentencia Nº 1-2000 proferi-
da por esta Sala Constitucional, que estableció la competencia exclu-
siva de los Juzgados de Control para conocer y decidir los amparos
interpuestos en solicitud de protección al derecho fundamental in com-
mento, en cuya consideración final se lee en síntesis lo siguiente:

‘[...] Esto implica que la doctrina establecida por la Sala Constitucio-
nal es vinculante para esta Corte y, en consecuencia, se acoge en su
totalidad; en el caso de autos, al tratarse de una pretensión de amparo
constitucional cuyo derecho material protegido es la libertad perso-
nal... esta Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo declina su
competencia en los Tribunales de Primera Instancia en lo Penal en
función de control [...]’.

El criterio sostenido por esta Sala Constitucional, es que la proceden-
cia del hábeas corpus depende de que la detención haya sido im-
puesta por una autoridad administrativa, policial o judicial, con violación
de normas constitucionales, y sólo en aquellos casos en que la autori-
dad se exceda en el ejercicio de sus atribuciones legales o en los pla-
zos en que se mantiene la detención, podría ser considerada la privación
de la libertad ilegítima.

Aunado a ello, el ordinal 4º del artículo 60 del Código Orgánico Pro-
cesal Penal, establece que los tribunales de control serán los compe-
tentes para conocer de la acción de amparo a la libertad y seguridad
personales, imponiéndose así el criterio de la competencia exclusiva
para los Jueces de Primera Instancia en función de Control de la In-
vestigación; sentido que fue precisado por esta Sala en decisión de
fecha 20 de enero de 2000, referida con anterioridad ( Vid. Caso
Emery Mata Millán vs Ministro y Viceministro del Interior y Justi-
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cia, exp. Nº 00-001). Como excepción, y tomando en cuenta el artículo
8 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu-
cionales, cuando la decisión o acto que se entienda lesivo provenga de
los altos funcionarios u órganos mencionados en dicha disposición, o de
otros que ostenten igual rango o jerarquía en la conformación institucio-
nal del Estado, tal competencia le corresponde exclusivamente a la Sala
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia.

No obstante el razonamiento de esta Sala, se presentan dificultades en
cuanto al orden jerárquico para atribuir a los jueces de control la com-
petencia para conocer de los amparos interpuestos con ocasión de
presuntas violaciones a la libertad y seguridad personales –hábeas
corpus–, provenientes de un órgano jurisdiccional superior o de igual
rango a los Juzgados de Primera Instancia en Función de Control; es
decir, cuando el presunto agraviante sea otro Tribunal de Primera Ins-
tancia o una Corte de Apelaciones en lo Penal, como por ejemplo, en
materia Penal, aquéllos que conocen en otra fase del proceso, como
son los tribunales de juicio o de ejecución. En estos casos resulta con-
trario a la teoría general del proceso, que un tribunal de la misma o
inferior jerarquía revise una decisión –aun cuando sea por la vía de
una acción de amparo–, pues esto quebranta el orden lógico de la
organización institucional en la que se ve reflejada la concepción del
ejercicio de la función jurisdiccional, la cual atiende al contenido de
valores que nutren el fin último de dicha función. Tal orden se trasto-
caría, ciertamente, en la conjetura de decisiones de órganos de supe-
rior jerarquía que deban ser revisadas, con lo cual decimos valoradas,
y quizás revertidas, por instancias de igual o inferior jerarquía.

Debe señalarse que, ‘ambas figuras –amparo contra decisiones ju-
diciales y Hábeas Corpus–, se encuentran consagradas en la Ley
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les, de manera separada, siendo que la primera va dirigida a res-
tituir la situación jurídica infringida ocasionada por un acto,
resolución o sentencia emanada de un Tribunal, actuando fuera
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del ámbito de su competencia –entiéndase con abuso o extralimi-
tación de poder o con usurpación de funciones– que lesiona dere-
chos y garantías protegidas por la Constitución; en tanto que el
hábeas corpus se concibe como la tuición fundamental de la esfe-
ra de la libertad individual, como una verdadera garantía contra
posibles arrestos y detenciones arbitrarias’, incluso provenientes
de los órganos judiciales actuando en vía disciplinaria (la privación
ilegítima de libertad). Ver sentencia de fecha 17 de marzo de 2000.

Para rectificar la diversidad de criterios que se originó a raíz de la
promulgación de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales, esta Sala Constitucional dijo: ‘...haciendo
una interpretación armónica y coherente que garantice una ade-
cuada aplicación de ambos institutos, debe entenderse que el man-
damiento de hábeas corpus resulta procedente cuando se trata de
proteger al ciudadano frente a arbitrarias detenciones adminis-
trativas; sin embargo, el mismo también es ejercible en aquellos
casos en los cuales exista de por medio una detención de carácter
judicial, pero únicamente, cuando dichas decisiones no cuenten
con un medio ordinario de impugnación o éste no sea acorde con
la protección constitucional que se pretende’. De tal manera que,
en el supuesto de privaciones ilegítimas por detenciones policiales o
administrativas, incluidas las practicadas en acatamiento de sanciones
disciplinarias decretadas por los jueces, debemos reiterar que corres-
ponde la competencia en primera instancia, como regla general, a los
jueces de control –primera instancia en lo penal.

En el otro supuesto, si la acción va dirigida contra una privación judi-
cial preventiva de libertad ordenada por un Juez, por considerarse
que actuó con abuso de poder o con extralimitación de funciones en
cualquiera de las fases del proceso penal, es decir, actuando con fa-
cultad jurisdiccional –no administrativa– con ocasión de la comisión
de un delito o falta, con fundamento en el Código Orgánico Procesal
Penal o en cualquier otra ley penal, aun cuando el contenido de la
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pretensión involucre un hábeas corpus por alegarse que tal detención
en sí misma resulta ilegítima o que por extensión excesiva de la misma
en el tiempo haya adquirido el carácter de ilegitimidad, se atenderá al
orden de gradación del órgano en contra de quien se acciona. No
cabe duda, entonces, de que el caso deberá analizarse bajo la óptica
del artículo 4 de la Ley de Amparo, y la competencia corresponderá a
un Tribunal Superior, en el orden jerárquico, de aquel que emitió el
pronunciamiento, puesto que se trata de un acto, resolución o senten-
cia emanados de un órgano jurisdiccional actuando en tal condición”.*

2. ALTOS FUNCIONARIOS DEL ESTADO

Sentencia: Nº 4, del 04-02-03
Caso: Gral. (GN) Carlos Rafael Alfonso Martínez
Ponente: Levis Ignacio Zerpa
Sala Plena

“Al ser esta Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia el único órga-
no jurisdiccional competente para conocer de la aprehensión por de-
lito  flagrante de carácter grave, y de sí hay o no mérito para el
enjuiciamiento de los funcionarios señalados en numeral 3 del artículo
266 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; y
dado que en este caso el General de División (GN) Carlos Rafael
Alfonzo Martínez se encuentra en el supuesto normativo del Texto Fun-
damental, no puede otro órgano jurisdiccional distinto a esta Sala Ple-
na, dictar decisiones jurídicas válidas en relación con la libertad de
dicho alto funcionario del Estado”.

Legitimación y procedimiento

Artículo 41.- La solicitud podrá ser hecha por el agraviado o por
cualquier persona que gestione en favor de aquél, por escrito, verbal-
mente o por vía telegráfica, sin necesidad de asistencia de abogado, y
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el Juez, al recibirla, abrirá una averiguación sumaria, ordenando inme-
diatamente al funcionario bajo cuya custodia se encuentre la persona
agraviada que informe dentro del plazo de veinticuatro (24) horas,
sobre los motivos de la privación o restricción de la libertad.

Las solicitudes referidas a la seguridad personal se tramitarán, en cuanto
les resulten aplicables, conforme a las previsiones de este artículo.

1. LEGITIMACIÓN

Sentencia: Nº 412, del 08-03-02
Caso: Luis Reinoso
Ponente: Dr. Antonio García García

“En tal sentido, la Sala ha establecido que, excepcionalmente, cuando
se trata de un hábeas corpus, strictu sensu, la legitimación activa
deja de ser determinada por la afectación directa para ser extendida a
cualquier persona, conforme lo dispone el artículo 27 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela, y el artículo 41 de la
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constituciona-
les, razón por la cual, dicha acción de amparo puede ser interpuesta
por cualquier persona en nombre del imputado”.

Mandamiento de hábeas corpus, caución personal y
prohibición de salida del país

Artículo 42.- El Juez decidirá en un término no mayor de noventa y
seis (96) horas después de recibida la solicitud, la inmediata libertad
del agraviado o el cese de las restricciones que se le hubiesen impues-
to, si encontrare que para la privación o restricción de la libertad no se
hubieren cumplido las formalidades legales.
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El Juez, caso de considerarlo necesario, sujetará esta decisión a cau-
ción personal o la prohibición de salida del país de la persona agravia-
da, por un término no mayor de treinta (30) días.

1. MEDIDA DE PROHIBICIÓN DE SALIDA DEL PAÍS

Sentencia: Nº 3.276, del 16-12-02
Caso: Carlos José Sánchez Infante
Ponente: Dr. Jesús Eduardo Cabrera

“...se observa, que para el momento en que fue dictada la medida de
prohibición de salida del país (...) el régimen establecido para dicha
medida otorgaba una vigencia máxima de treinta días, cualquier lapso
mayor a éste hacía que la prohibición de salida del país se tornara
inconstitucional. En consecuencia, en la práctica, en aquellos casos
que se necesitaba perdurara la medida por un tiempo mayor, una vez
cumplido el plazo constitucional, dicha medida quedaba sin efecto y
se dictaba una nueva medida de prohibición de salida del país.

Ahora bien, el espíritu de toda medida dictada dentro de un procedi-
miento, es para garantizar los fines del proceso; sin embargo, no ha
sido el espíritu del legislador venezolano crear medidas que sean crea-
das a perpetuidad o que se mantenga en el tiempo a perpetuidad, in-
clusive si ya no existe el proceso para la cual dicha medida fue dictada.

En el presente caso (...) al haberse mantenido vigente durante más de
dieciséis años la medida, que según la constitución vigente para ese
momento, no debía durar más de treinta días, la misma se volvió in-
constitucional, violando así los derechos del accionante”.
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Consulta de ley

Artículo 43.- El mandamiento de hábeas corpus o, en su defecto, la
decisión que lo niegue, se consultará con el Superior, al que deberán
enviarse los recaudos en el mismo día o en el siguiente.

La consulta no impedirá la ejecución inmediata de la decisión y el Tri-
bunal Superior decidirá dentro de las setenta y dos (72) horas des-
pués de haber recibido los autos.

Detenciones policiales y administrativas

Artículo 44.- Las detenciones que conforme a la Ley ordenen y prac-
tiquen las autoridades policiales u otras autoridades administrativas,
no excederán de ocho (8) días. Las que pasen de cuarenta y ocho
(48) horas deberán imponerse mediante resolución motivada. Quedan
a salvo las disposiciones legales aplicables al proceso penal.

Artículo 44.1 de la Constitución de la República Bolivariana de
Venezuela:

“La libertad personal es inviolable, en consecuencia:

1.- Ninguna persona puede ser arrestada o detenida sino en virtud de
una orden judicial, a menos que sea sorprendida in fraganti. En este
caso, será llevada ante una autoridad judicial en un tiempo no mayor
de cuarenta y ocho horas a partir del momento de la detención. Será
juzgada en libertad, excepto por las razones determinadas por la ley y
apreciadas por el juez o jueza en cada caso”.

Detenciones policiales

Artículo 45.- Cuando se hubiere cometido un hecho punible, las au-
toridades de policía que, de acuerdo con la Ley, sean auxiliares de la
administración de justicia, podrán adoptar, como medidas provisiona-
les de necesidad y de urgencia, la detención del presunto culpable o su
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presentación periódica, durante la averiguación sumaria, a la autori-
dad respectiva. En cualquiera de los dos supuestos anteriores, la or-
den deberá ser motivada y constar por escrito.

Sentencia: Nº 2.029, del 23-10-01
Caso: René Frangie Gitani
Ponente: Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz

“Por otra parte, aprecia esta Sala que el órgano comisionado para
practicar la narrada medida ordenada por la juez que aparece señala-
da como agraviante es de los que aparecen señalados, como órganos
auxiliares de policía judicial, en el artículo 8º de la ley de la materia,
hoy derogada por la Ley de Policía de Investigaciones Penales. La
competencia de los mencionados organismos se encuentra determina-
da en el artículo 10 eiusdem, el cual, además, conjuntamente con el
artículo 45 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales, desarrolla el principio consagrado en el artículo
60, ordinal 1º, último párrafo, de la derogada Constitución Nacional
de 1961, de acuerdo con los cuales la autoridad policial, ante la con-
vicción de haberse cometido un hecho punible, podía adoptar las me-
didas provisionales, de necesidad o urgencia, necesarias, inaplazables
e indispensables para asegurar la investigación del hecho y el enjuicia-
miento de los culpables, sin omitir la obligación que tenía la autoridad
actuante como órgano de policía judicial, de hacer la respectiva remi-
sión al Juez competente, que fue lo que, presumiblemente y en defini-
tiva, con base en las disposiciones constitucionales y legales antes
citadas, hizo la señalada autoridad”.

Duración de las detenciones

Artículo 46.- En el caso del artículo anterior, el detenido deberá ser puesto
a la orden del Juez competente, dentro del término de ocho (8) días.
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Artículo 44.1 de la Constitución de la República Bolivariana de
Venezuela:

“La libertad personal es inviolable, en consecuencia:

1. Ninguna persona puede ser arrestada o detenida sino en virtud
de una orden judicial, a menos que sea sorprendida in fraganti. En
este caso será llevada ante una autoridad judicial en un tiempo no
mayor de cuarenta y ocho horas a partir del momento de la deten-
ción. Será juzgada en libertad, excepto por las razones determina-
das por la ley y apreciadas por el juez o jueza en cada caso”.

Garantías de los detenidos

Artículo 47.- La autoridad que tuviere bajo su guarda o custodia a
cualquier persona detenida, estará en el deber de permitirle, conforme
a las normas reglamentarias correspondientes, comunicación con su
abogado y con sus parientes más cercanos.

Artículo 44.2 de la Constitución de la República Bolivariana de
Venezuela:

“2.- Toda persona detenida tiene derecho a comunicarse de inmediato
con sus familiares, abogado o abogada o persona de su confianza, y
éstos o éstas, a su vez, tienen el derecho a ser informados o informa-
das sobre el lugar donde se encuentra la persona detenida, a ser noti-
ficados o notificadas inmediatamente de los motivos de la detención y
a que dejen constancia escrita en el expediente sobre el estado físico y
psíquico de la persona detenida, ya sea por sí mismos o por sí mismas,
o con el auxilio de especialistas. La autoridad competente llevará un
registro público de toda detención realizada, que comprenda la identi-
dad de la persona detenida, lugar, hora, condiciones y funcionarios o
funcionarias que la practicaron.
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Respecto a la detención de extranjeros o extranjeras se observa-
rá, además, la notificación consular prevista en los tratados in-
ternacionales sobre la materia”.

Normas supletorias

Artículo 48.- Serán supletorias de las disposiciones anteriores las
normas procesales en vigor.

Norma derogatoria

Artículo 49.- Quedan derogadas las disposiciones legales que coli-
dan con la presente Ley.

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas,
a los dieciocho días del mes de diciembre de mil novecientos ochenta
y siete. Año 177º de la Independencia y 128º de la Federación.

El Presidente,
(L.S.)

Reinaldo Leandro Mora

El Vicepresidente,
José Rodríguez Iturbe

Los Secretarios,
Héctor Carpio Castillo

José Rafael García

Palacio de Miraflores, en Caracas, a los veintidós días del mes de
enero de mil novecientos ochenta y ocho. Año 177º de la Indepen-
dencia y 128º de la Federación.

Cúmplase,
(L.S.)

Jaime Lusinchi
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Refrendado.
El Ministro de Relaciones Interiores,

(L.S.)
José Ángel Ciliberto

Refrendado.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

(L.S.)
Germán Nava Carrillo

Refrendado.
El Ministro de Hacienda, Encargado

(L.S.)
Jorge García Duque

Refrendado.
El Ministro de la Defensa,

(L.S.)
Eliodoro Antonio Guerrero Gómez

Refrendado.
El Ministro de Fomento,

(L.S.)
Héctor Meneses

Refrendado.
El Ministro de Educación,

(L.S.)
Pedro Cabello Poleo

Refrendado.
El Ministro de Sanidad y Asistencia Social,

(L.S.)
Francisco Montbrún
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Refrendado.
El Ministro Agricultura y Cría,

(L.S.)
Wenceslao Mantilla

Refrendado.
El Ministro del Trabajo,

(L.S.)
Simón Antoni Paván

Refrendado.
El Ministro de Transporte y Comunicaciones,

(L.S.)
Juan Pedro Del Moral

Refrendado.
El Ministro de Justicia,

(L.S.)
José Manzo González

Refrendado.
El Ministro de Energía y Minas,

(L.S.)
Arturo Hernández Grisanti

Refrendado.
El Ministro del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables,

(L.S.)
Guillermo Colmenares Finol

Refrendado.
El Ministro del Desarrollo Urbano,

(L.S.)
César Quintana Romero
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Refrendado.
El Ministro de la Familia,

(L.S.)
Virginia Olivo De Celli

Refrendado.
El Ministro de la Secretaría de la Presidencia,

(L.S.)
Carmelo Lauría Lesseur

Refrendado.
El Ministro de Estado,

(L.S.)
Modesto Freites Piñate

Refrendado.
El Ministro de Estado,

(L.S.)
José Francisco Sucre Figarella

Refrendado.
El Ministro de Estado,

(L.S.)
Tulio Arends

Refrendado.
El Ministro de Estado,

(L.S.)
Leopoldo Sucre Figarella

Refrendado.
El Ministro de Estado,

(L.S.)
Andrés Eduardo Brito Martínez

Refrendado.
El Ministro de Estado,

(L.S.)
Carlos Croes




